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Señores miembros del Jurado: 
 
La presente investigación titulada “La Prisión Preventiva en delitos de homicidio 
culposo por accidentes de tránsito en la jurisdicción de la Corte Superior de Lima 
Norte” que se pone a vuestra consideración, tiene como propósito analizar como se viene 
aplicando esta medida cautelar de carácter procesal en la jurisdicción de Lima Norte por 
los Jueces Penales en la jurisdicción de Lima Norte. En ese sentido existe en la actualidad 
una preocupación tanto social como jurídica respecto a la aplicación de esta medida que 
incide directamente en el Derecho a la Libertad Personal y en el de Presunción de 
Inocencia.   
 
Así, cumpliendo con el reglamento de grados y títulos de la Universidad César Vallejo, la 
investigación se ha organizado de la siguiente manera: en la parte introductoria se 
consignan la realidad problemática, trabajos previos o antecedentes, teorías relacionadas o 
marco teórico  y la formulación del problema; estableciendo en este, el problema de 
investigación, los objetivos y los supuestos jurídicos generales y específicos. En la 
segunda parte se abordara el marco metodológico en el que se sustenta el trabajo como 
una investigación desarrollada en el enfoque cualitativo. Acto seguido se detallarán los 
resultados que permitirá arribar a las conclusiones y sugerencias, todo ello con los 
respaldos bibliográficos y de las evidencias contenidas en el anexo del presente trabajo de 
investigación. 
 
Lima, 11 de julio 2018 
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El presente trabajo de investigación, tuvo como objetivo general, analizar como se viene 
aplicando la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito 
en la jurisdicción de  la Corte Superior de Lima Norte; la cual tuvo como entrevistados a 
Jueces Penales, Secretarios Judiciales, Especialistas judiciales y Abogados Penalistas, que 
realizan sus labores diarias en la referida Corte; los mismos que fueron recogidos a través 
de entrevistas por cuanto como operadores de Justicia analizan diariamente esta figura 
procesal. A razón de ello, se procesaron dichos resultados a través del análisis de posición 
de los expertos, obteniéndose como resultado en principio que la prisión preventiva en 
delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito en la se viene aplicando de forma 
no excepcional, por cuanto tanto fiscales como jueces vienen usando esta figura procesal 
de forma indiscriminada y no como está concebida en la política criminal del Estado 
Peruano. En ese sentido, su aplicación en delitos de homicidio culposo por accidentes de 
tránsito deviene en una medida en una medida desproporcionada, por cuanto la afectación 
del imputado al ser recluido en centros penitenciarios comunes junto con otros reos 
sentenciados por delitos de mayor gravedad, es inevitable tanto en el aspecto físico, 
psíquico como emocional, con secuelas irreversibles para él y las personas allegadas a él, 
afectación que no es proporcional a este tipo de delitos. Finalmente, se estableció que la 
aplicación prisión preventiva en delitos por homicidio culposo de accidentes de tránsito 
afecta los derechos fundamentales de los procesados, ello por cuanto la presunción de 
inocencia, debe ponderarse al momento de emitirse una medida que afecta la libertad 
como lo es la prisión preventiva 
 












The present work of investigation, it had as general target, to analyze as the Preventive 
Prison has being applied in crimes of guilty murder by accidents of transit in the 
jurisdiction of the Top Court of North Lima; who took as interviewees Penal Judges, 
Secretaries, judicial Specialists and Lawyers, who realize his daily works in the above-
mentioned Court; the same ones that were gathered across interviews by all that as 
operators of Justice they analyze every day this procedural figure. Because of it, the above 
mentioned results were processed across the analysis of position of the experts, being 
obtained like turned out at first that the preventive prison in crimes of guilty murder by 
accidents of transit in has being applied of not exceptional form, for all that both district 
attorneys and judges have using this procedural figure of indiscriminate form and not how 
are you concebida in the criminal politics of the Peruvian State. In this sense, his 
application in crimes of guilty murder for accidents of transit occurs into a measurement 
into a disproportionate measurement, for all that the affectation of the imputed one, on 
having been imprisoned in penitentiary common centers together with other culprits 
sentenced by crimes of major gravity, is inevitable both in the physical, psychic and 
emotional aspect, with irreversible aftermath for he and the persons related to him, 
affectation that is not proportional to this type of crimes. Finally, it was established that 
the application preventive prison in crimes for guilty murder of accidents of transit affects 
the fundamental rights of the accused, it for all that the presumption of innocence, it must 
be considered to the moment to there be expressed a measurement that affects the freedom 
as it it is the preventive prison 
 









I  Introducción.- 
 
1.1. Aproximación Temática 
 
El presente trabajo de investigación tiene como objetivo realizar un análisis de la Prisión 
Preventiva en delitos de carácter culposo por accidentes de tránsito. En ese sentido, es 
necesario contar con lineamientos jurídicos bien delimitados que permitan una buena 
aplicación y uso de esta medida tan grave que afecta la libertad personal. 
 
La Prisión Preventiva, es una medida cautelar de carácter procesal que consiste en la 
aplicación de una medida coercitiva de carácter personal que afecta directamente el 
derecho a la libertad de las personas, medida que es aplicada  por un determinado espacio 
de tiempo, los cuales pueden constar de varios meses, y que tiene como fin principal el 
aseguramiento del proceso penal, a fin de contar con la presencia del imputado para las 
diversas actuaciones judiciales hasta su sentencia final.   
 
Según la doctrina Penal moderna, las medidas cautelares dentro de un proceso penal, tales 
como la Prisión Preventiva, deben ser aplicadas bajo la tutela de principios de ejecución 
tales como la excepcionalidad, la instrumentalidad, la provisionalidad, la mutabilidad, la 
jurisdiccionalidad, y la proporcionalidad, principios que darán pautas rectoras a la 
aplicación de medidas tan severas como lo es la privación de la libertad de una persona y 
su posterior traslado a un Centro Penitenciario común. Cabe señalar que existen otros 
principios, como el de necesidad, adecuación y razonabilidad, todo ello con el fin de 
establecer su aplicación de forma restrictiva.  
 
Dentro de los Principios anteriormente señalados, podemos entender al Principio de 
Excepcionalidad, como aquel principio que está orientado a buscar la menor aplicación de 
la Prisión Preventiva y a propender además su menor impacto a nivel social. De ahí que no 
sólo debe ser excepcional la imposición de la prisión preventiva, sino que esta debería 
tener un límite muy corto y preciso en el tiempo, pues de no ser así, esta perdería su 




En la legislación española, la Ley de enjuiciamiento Criminal emitida por el Real Decreto 
de fecha 14 septiembre de 1882, señala en su artículo 502º contempla la figura de la 
Prisión Preventiva bajo el nombre de -Prisión provisional-, el cual señala la norma, “sólo 
se adoptará cuando objetivamente sea necesaria, y cuando no existan otras medidas menos 
gravosas para el derecho a la libertad a través de las cuales puedan alcanzarse los mismos 
fines que con la prisión provisional”. Asimismo en el numeral siguiente se señala que el 
juez o el tribunal que adopte esta medida deberán tener en cuenta la repercusión que esta 
medida tendrá para el investigado. 
 
El Código Penal alemán, contempla asimismo la figura de la Prisión Preventiva en sus 
artículos 112º y 113º, fijando como presupuesto “la sospecha vehemente” de la comisión 
del delito. En ese sentido, según este parámetro debe existir un alto grado de probabilidad 
de que la persona encausada es la autora del hecho punible. Es así que bajo esta premisa, 
también se señala que deben existir un peligro de fuga o la existencia de indicios de que el 
encausado intentara destruir, modificar, alterar medios de prueba de la comisión de su 
delito.  
 
Dentro de la legislación Argentina, a través de su Código Procesal Penal promulgado el 04 
de setiembre de 1991, en su artículo 312º se señalan los presupuestos en los que el juez 
tiene amplias facultades para determinar la libertad del encausado mientras siga su proceso 
penal. Asimismo en el artículo 313º se señala que los procesados que fueren sometidos a 
mandato de prisión preventiva deberán cumplirla en un centro penitenciario diferente al de 
los “penados” y estos además deberán ser separados por sexo, edad, educación, 
antecedentes, y naturaleza del delito, siendo este un gran avance en cuanto al respeto de 
los Derechos fundamentales en Latinoamérica se refiere.  
 
En nuestra legislación, el Código de Procedimientos Penales de 1940, contemplaba en su 
artículo 78º,  la orden de detención, medida que solo podía ser  dictada por un juez cuando 
los delitos solo eran de carácter intencional, es decir de carácter doloso, y solo cuando 
éstos se sustentaban en elementos probatorios suficientes, norma que fue plasmada de 
igual forma en el Código Procesal Penal de 1991, la cual señalaba en su artículo 135º que 
existirá mandato de detención judicial, solo cuando existan suficientes elementos 




El 09 de junio del año 2002, la ley Nº 27753, fue promulgada y modificó los artículos 
111º, 124º y 274º del código penal los cuales estaban referidos a los delitos de  homicidio 
culposo, conducción en estado de ebriedad o drogadicción, lesiones culposas y  además 
del artículo 135º del Código Procesal Penal, que se refería al mandato de detención. De 
esta manera el juez, a partir de esta ley, puede dictar mandato de detención si atendiendo 
solo a los primeros recaudos, considere que, existen suficientes elementos probatorios de 
la comisión de un delito, ya sea de carácter doloso o culposo, y que vincule al imputado 
como autor o partícipe del mismo. 
 
Actualmente en nuestro país, la aplicación de la Prisión Preventiva a nivel judicial, se ha 
vuelto una práctica común para todo delitos que trascienden marcadamente en nuestra 
sociedad. Así, en cuestión de días (o de horas), debido a la presión mediática y a la 
percepción de falta de justicia en nuestra sociedad, se dicta esta medida tan gravosa, que 
no solo afecta el derecho constitucional a la presunción de inocencia del imputado si no 
que tiene una afectación directa en el ámbito físico, emocional y psicológico de la persona, 
por cuanto el internamiento en un penal y el trato igualitario que recibe al igual que un 
preso común, deviene en una afectación directa en su contra. 
 
Si desde ya la aplicación de la prisión preventiva para delitos comunes o graves es 
cuestionable, la aplicación de la prisión preventiva en delitos de carácter culposo es para 
muchos autores, juristas y abogados, una medida excesiva que  contraviene el modelo 
garantista, debido a la severidad de la misma aunado al carácter de este tipo de delitos, los 
cuales tienen como característica a la denominada culpa, elemento subjetivo del tipo 
penal, que consiste esencialmente en la falta de deber de cuidado respecto a un bien de 
riesgo también conocida como, negligencia.  
 
En ese orden de ideas, consideramos que la prisión preventiva en delitos culposos por 
accidentes de tránsito, es una medida cautelar que afecta directamente el Derecho a la 
Presunción de Inocencia y la libertad de las Personas y afecta el estado físico y 
psicológico de las mismas. En ese sentido la legislación penal prevé medidas alternativas 
de coerción menos gravosas que pueden asegurar el proceso y sus fines. De esta manera, 
la comparecencia restringida, el impedimento de salida del país, el embargo o hasta el 
arresto domiciliario, son medidas suficientes para asegurar el proceso en delitos de 
carácter culposo, por cuanto a nuestra consideración la ausencia del “dolo” o lo que se 
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conoce como la intención deliberada,  es esencial para determinar la posible sustracción 




Para dar inicio a la presente investigación, consideramos necesario la implementación al 
mismo, de trabajos previos relacionados con el tema expuesto. En ese sentido resulta 
importante saber, en qué consisten los antecedentes en una investigación. En la búsqueda 
de trabajos previos para la presente investigación, encontramos los siguientes: 
 
Antecedentes a Nivel Nacional 
 
Seminario (2017). La prisión preventiva su validez y eficacia en la investigación 
preparatoria frente al principio de presunción de inocencia. Trabajo para obtener la 
Maestría en derecho Penal  en la Universidad Privada Antenor Orrego en la ciudad de 
Trujillo, región de La Libertad. El autor afirma que la aplicación de la prisión preventiva 
en delitos culposos tiene los mismos efectos que la pena por cuanto ambas se cumplen en 
el mismo lugar que es un centro penitenciario. De esta manera señala que el TC EXP. 
º0019-2005-PI/TC Señala que: 
  
[…] No solo resulta que ambas son cumplidas en un establecimiento penitenciario, sino que , en los 
hechos , producen el mismo grado de limitación personal , la misma sensación de encierro , la 
misma aflicción psicosomática que conlleva la separación del núcleo familiar , la imposibilidad de 
desempeñar el empleo , y , en general , el brusco quiebre que representa el transito a una vida 
desarrollada fuera de las paredes de un penal, a una sometida al férreo régimen disciplinario propio 
de todo centro de reclusión.  
 
Así el autor afirma que  la prisión preventiva como tal, producirá  efectos negativos e 
irreversibles en la persona. 
 
En ese aspecto, coincidimos con el autor por cuanto está demostrado a través de estudios 
psicológicos, que la privación de la libertad en las personas alterará de manera inevitable 
su estado, físico, emocional y por ende psicológico de forma permanente. Todas las 
personas que ingresan a un centro penitenciario se encontraran en un ambiente hostil, de 
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aislamiento afectivo, de constante vigilancia, de pérdida de privacidad, y de reiteradas 
frustraciones debido a que se encontrara en un lugar en donde la ética, la moral y los 
valores son mínimos o inexistentes. 
 
El comportamiento de la persona dentro del centro de reclusión definitivamente se verá 
afectado en su comportamiento, debido al ambiente hostil y violento donde se desarrolla la 
prisión preventiva, así como en el deterioro afectivo hacia los demás una vez que haya 
salido de ella. Es por ello que consideramos que la prisión preventiva en delitos de 
carácter culposo deviene en excesiva por cuanto esta no se realiza en un centro diferente al 
que se cumplen las penas.    
 
Serrano (2015). La Prisión preventiva judicial y la vulneración del derecho de 
presunción de inocencia del investigado. Trabajo de Post grado del tipo cuantitavo para 
obtener su titulación en Derecho Penal en la Universidad de Huánuco, Perú. La autora  
tuvo como objetivo establecer si la prisión o cárcel preventiva, como ella lo denomina, 
quebranta el Derecho de presunción de inocencia, en ese sentido Serrano manifiesta de 
que la prisión preventiva recae en inconstitucional  por cuanto el imputado es privado de 
su libertad y recluido  en un centro penitenciario regular sin que recaiga en él una 
sentencia firme, ocasionando así en el imputando efectos perjudiciales, y daños 
irreparables en el mismo.  
 
Al respecto y observada sus conclusiones, coincidimos con sus aportes, por cuanto 
creemos también que la prisión preventiva, al ser una medida de afectación directa hacia la 
libertad de personas, afecta de manera permanente e irreparable en las personas 
investigadas, debido principalmente a la cantidad de meses en los que son internados y el 
lugar en el cual son internados, que son los centros penitenciarios comunes, juntos a 
delincuentes, violadores, asesinos que si cuentan con sentencias firmes y debidamente 
motivadas. 
 
Aunado a lo referido en el párrafo anterior, debemos señalar que en las sugerencias de la 
autora,  se sugiere se aplique la prisión preventiva en forma proporcional al daño causado 
y de manera excepcional, recomendaciones con las cuales también estamos de acuerdo, 
máxime si en nuestro trabajo consideramos que los delitos de carácter culposos son delitos 
en donde no existe la intención de dañar el bien jurídico y por el contrario estos se dan por 
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una falta al deber de cuidado, siendo que deberían existir medidas alternativas al de la 
privación de la libertad. 
 
Cabana (2015). Abuso de mandato de prisión preventivo y su incidencia en el 
crecimiento de la población penal en el Perú. Trabajo de Tesis para optar por el  grado de 
Magister en Derecho en la Universidad Andina “Néstor Cáceres Velásquez”, Juliaca Perú. 
El autor señala en su trabajo de investigación que uno de los factores por el cual se viene 
acrecentando la población penitenciaria en el Perú, es por el abuso de la prisión preventiva 
como medida de aseguramiento procesal, en espera de su juicio, para ello utilizo una 
estadística en el Penal de Juliaca, en donde determino que existían 924 reos de los cuales 
323 estaban con prisión preventiva. 
 
En el presente trabajo, consideramos que las estadísticas realizadas en el Penal de Juliaca, 
revelan la práctica común en la que se ha convertido la prisión preventiva. En ese sentido 
los datos arrojados que equivalen al 34,96% de reos en la cárcel denotan una creciente 
población a nuestro criterio innecesaria. 
 
En ese aspecto coincidimos con el autor, por cuanto a pesar de que la prisión preventiva 
no es la principal causa de hacinamiento en los penales, esta contribuye de manera notable 
a la sobrepoblación de las mismas, ello debido al uso indiscriminado de la prisión 
preventiva, situación que se ve reflejada también en su estadística en las conclusiones, al 
señalar que según el INPE en el Perú existen 51% de la población penitenciaria recluida 
por prisión preventiva, cifras preocupantes.  
 
Dentro de sus recomendaciones finales, el autor sugiere la construcción de nuevos penales, 
y algunos de estos destinados exclusivamente al uso de presos por prisión preventiva, 
sugerencia en la que concordamos plenamente por cuanto la vida dentro de una prisión 
como lo son las que tenemos actualmente, significa una vida de privaciones, violencia, 
insalubridad, mala alimentación, falta de higiene, enfermedades contagiosas, etc. 
Ocasionando serios e irreparables daños en aquellas personas de quienes las cuales todavía 
no se ha demostrado culpabilidad a través de una sentencia firme.  
 
Villacorta (2015). Limitaciones en la recopilación y uso de la información de accidentes 
de tránsito en la Policía Nacional del Perú. Trabajo de tesis  para optar el grado de 
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Magíster en Ciencia Política en la Universidad Católica del Perú, Perú. El autor refiere en 
su estudio acerca de la tendencia de crecimiento de los índices de los accidentes de 
tránsito en el Perú, debido principalmente a que las medidas que se han venido adoptando 
en los últimos años no han sido efectivas para contrarrestarlas, traduciéndose todo ello en 
una inseguridad vial generalizada.  
 
Al respecto, cabe señalar que el análisis del autor coincide con diversos estudios en la 
actualidad respecto a los elevados índices de mortalidad a causa de accidentes de tránsito, 
debido principalmente a la carencia de factores tan esenciales como lo son: una unidad 
especializada en donde se centralice toda la información referida a los accidentes de 
tránsito, instrumentos técnicos adecuados, software especializado de recopilación de 
información, así como de personal especializado en la investigación de estos hechos.  
 
Asimismo, el autor señala en su investigación que otro de los factores que contribuyen a 
este elevado índice de accidentes de tránsito, son las limitaciones en su diseño y gestión 
organizacional, a razón de que no existe una unidad policial especializada que centralice la 
información de accidentes y la distribuya a nivel nacional para su posterior estudio y 
análisis.  
 
En ese sentido, coincidimos con el autor, por cuanto es imperativa la creación de una 
Unidad especializada que centralice la información, ello con el fin de desarrollar medidas 
efectivas para reducir este tipo de accidentes basados en datos y estadísticas reales.   
 
Artica (2015). Principales problemas de las políticas públicas en materia de seguridad 
vial y la atención integral de las víctimas de accidentes de tránsito en Lima 
Metropolitana en los años 2012 al 2013. Trabajo de Proyecto de tesis para optar el grado 
de Magíster en Ciencia Política y Gobierno con mención en Gestión Pública y Políticas 
Públicas en la Universidad Pontificia Universidad Católica del Perú. En el presente trabajo 
el autor señala que uno de los factores que contribuyen al elevado índice de accidentes de 
tránsito en el país, son las acciones deficientes por parte del estado, los limitados 
presupuestos que se destinan a fin de prevenir estos accidentes, así como normas que no se 




En ese sentido, coincidimos con el autor por cuanto tal y como lo refiere uno de los 
principales factores que viene contribuyendo a la elevación de este tipo de accidentes es la 
inacción del Estado en materia de seguridad vial, sobre todo en materia de prevención, 
inacción que se ve reflejada en falta de señalizaciones, pistas huecas, carreteras 
incompletas, falta de semaforización adecuada, entre diversas omisiones. El estado es 
responsable de iniciar acciones de prevención no solo en materia de inversión de 
seguridad vial si no también ajustando la normatividad respecto a la atención medica 
cuando existen este tipo de accidentes, un problema que observamos diariamente y en 
donde las personas accidentadas son las más perjudicadas.    
 
En coincidencia con el anterior autor, otro de los factores que señala en sus conclusiones, 
es referente a lo inexacta que es la información recopilada para fines estadísticos, con 
respecto al alto porcentaje de muertes y lesiones, ello con el fin de implementar planes de 
seguridad vial y prevención para contrarrestar este fenómeno que se viene incrementando 
de forma preocupante en nuestro país.  
 
Al respecto, coincidimos con el autor respecto a la creación de un Observatorio de 
Accidentalidad con información centralizada e integrada, observatorios que existen en 
países como el de Colombia y que permiten poyar, orientar el diseño de políticas públicas, 
planes, programas, así como la toma de decisiones que permitan reducir los índices de 
inseguridad vial.  
 
Cabe señalar que otra de las conclusiones que señala el autor en su investigación, es de la 
falta de educación vial de parte tanto de conductores como de transeúntes, factor que 
muchas veces es determinante para que ocurran este tipo de accidentes. Al respecto 
señalamos que en nuestro país la falta de educación vial es alarmante, y que esto se debe 
esencialmente a la falta de interés por parte del Estado en esta materia, la elevada 
corrupción y a la falta de control por parte de las entidades responsables en esta materia. 
 
Antecedentes a Nivel Internacional 
 
Belmares (2003). Análisis de la Prisión Preventiva. Trabajo de Tesis para obtener el 
grado de maestría en ciencias penales en la Universidad Autónoma de Nuevo León, 
México. La autora  tuvo como objetivo establecer si es posible aplicar mecanismos que 
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sustituyan a la prisión preventiva como tal, por cuanto considera que esta solo debería 
aplicarse de forma excepcional, citando nuevamente el daño que produce sobre las 
personas en contradicción con el principio de presunción de inocencia.  
 
Al respecto nuevamente coincidimos con la autora, pero en esta ocasión cabe resaltar que 
en la legislación mexicana, específicamente en la Constitución de los Estados Mexicanos 
y la constitución del Estado de Nuevo León se señala que el sitio en donde se cumplirá la 
prisión preventiva, es distinto del que se destine para el cumplimiento de las penas y 
estarán completamente separados. De esta manera a pesar de que ambos lugares son 
diferentes, el derecho de presunción de la inocencia, a nuestro parecer es mayor al que 
tiene el Estado para asegurar su proceso penal. 
 
Asimismo, en su investigación señala que en países de América Latina la práctica de la 
prisión preventiva se da como un “adelanto de la pena” esto con el fin de en cierta manera 
satisfacer el reclamo de los afectados, y hasta de la prensa en general. Es por ello que en la 
práctica la función de prisión preventiva se ha desnaturalizado, siendo una medida común 
cuando esta debería ser de carácter excepcional.  
 
Al respecto debemos señalar, que a pesar de que esta investigación se realizó en el 2003, 
no es más que una realidad en nuestra actual sociedad, siendo que los tribunales al verse 
presionados, tanto por los deudos, prensa y hasta políticos en general, se ven en la forzosa 
tarea de imponer la prisión preventiva, cuando en muchas ocasionas esta no se amerita y 
no se cumplen con los más mínimos requisitos que prueben la culpabilidad del imputado.  
 
Bedón (2010). Medidas Cautelares: Especial referencia a la prisión preventiva en la 
legislación penal ecuatoriana. Trabajo de Tesis para obtener el grado de de abogada de 
los Tribunales y Juzgados de la República en la Universidad Técnica de Cotopàxi, 
Ecuador. La autora refiere dentro de sus conclusiones en Ecuador se ha llevado a cabo una 
sistemática desnaturalización de la prisión preventiva, ello principalmente a que no existe 
una regulación estricta respecto a los presupuestos por los cuales deberían proceder la 
prisión preventiva, y la falta de conciencia de que esta tiene carácter excepcional.  
 
Respecto a lo dicho por la autora, creemos que los presupuestos procesales regulados 
también en nuestra legislación penal, da al juez, a nuestro parecer, demasiado margen para 
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que aplique sus facultades de discrecionalidad en sus decisiones, siendo que por lo general 
estas devienen en la automatización de la aplicación de la prisión preventiva, pese a que se 
cuentan con elementos que demuestran lo contrario. 
 
En ese sentido, es importante referir que a nuestra consideración, los presupuestos 
procesales para la aplicación de la prisión preventiva deberían ser más específicos y 
estrictos a su vez, debido a que la discrecionalidad del juez muchas veces afecta de modo 
negativo derechos fundamentales con lo es la libertad en el presente caso. 
 
Cesan (2011). Análisis de los accidentes de tránsito en la provincia de La Pampa en el 
período 2000-2004. Tesis de enfoque cuantitativa presentada para la obtención del título 
de Maestría en Epidemiología, Gestión y Políticas de Salud en la Universidad Nacional de 
Lanús, Argentina. La autora concluye en su investigación que existen un mayor índice de 
accidentes en zonas urbanas sin embargo las personas que fallecen con mayor frecuencia 
son aquellas accidentadas en zonas rurales.  
 
Al respecto señalamos que en los últimos meses, los accidentes que han cobrado mayor 
notoriedad son los que se han producido fuera de la capital, específicamente en provincia, 
en zonas de alto riesgo y en donde la falta de control es evidente, problemática que ha 
resultado en investigaciones en comisiones en el Congreso pero sin solución aparente al 
menos en la proximidad. En ese orden de ideas, consideramos que debe existir un mayor 
control fuera de la capital, debido principalmente a que los índices muestran a los buses 
interprovinciales, buses en donde viajan hasta 100 personas, y donde las consecuencias 
pueden ser fatales.  
 
Castillo (2013). Análisis de los factores que inciden en los accidentes de tránsito del 
servicio de transportación pública interprovincial en el Ecuador. Tesis para optar por 
título de Ingeniero en Gestión Empresarial en la Universidad de Guayaquil, Ecuador. El 
autor refiere la alta tasa de accidentes de tránsito en Ecuador cobrando de esta manera una 
importancia a nivel nacional señalando para ello que una de las causas que acrecientan 
este tipo de accidentes es la falta de programas de salud ocupacional de las empresas de 




Al respecto la salud ocupacional según la Organización Mundial de la Salud, es definida 
como actividades multidisciplinarias que promueven la salud de los trabajadores, tanto 
física como psicológica, siendo que a través de ella se busca controlar los accidentes y las 
enfermedades dentro de las empresas o fuera de ellas. De esta manera coincidimos con el 
autor respecto a este factor tan importante en temas de transporte público, debido las 
empresas de transporte deben asumir la salud ocupacional con responsabilidad 
garantizando de esta manera la salud física y mental de sus trabajadores con el fin de 
garantizar la seguridad de sus servicios hacia el público en general.  
 
Cisneros (2010). Las Infracciones de tránsito en la legislación ecuatoriana. Tesis de 
titulación para obtener el título de Abogada de los Tribunales y Juzgados de la Republica 
en la Universidad de las Américas, Ecuador. La autora concluye en su investigación que 
son diversos los factores que contribuyen a este tipo de accidentes, siendo el factor humano 
como uno de los principales en referencia a la conducta tanto de conductores como de 
peatones al momento de conducir y transitar respectivamente. 
 
Al respecto, es inevitable no coincidir con la autora respecto a este punto, por cuanto no 
solo es una problemática en Ecuador si no que es una generalizada en toda América Latina 
en donde no existe cultura vial a diferencias de países de primer mundo. En nuestro país es 
cotidiano observar conductas agresivas al momento de conducir, peleas en las calles por 
raspones, ralladuras, uso de estacionamientos para discapacitados, peatones cruzando a 
mitad de la pista, es decir un descontrol  total en cuanto a transito se refiere sin que las 
autoridades tengan la mínima intención de producir algún cambio. 
 
Asimismo, la autora señala como otro factor relevante que contribuyen a este tipo de 
accidentes, las leyes que rigen actualmente en su país, leyes que a su consideración 
necesitan una reforma urgente así como la destinación de recursos por parte del Gobierno 
Central a fin de que se ponga en funcionamiento Jueces contravencionales 
descongestionando de esta manera a los Jueces de Transito.  
 
En ese sentido, la falta de regulación de muchas infracciones, o la capacidad de las 
municipalidades respecto a ejecución se refiere deviene en una inacción por parte de las 
entidades locales y regionales,  siendo necesaria una reforma de las leyes de tránsito con el 
fin de disminuir el índice de accidentes de tránsito. Así también se tiene la precisión de la 
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autora respecto a poner en funcionamiento de jueces contravencionales, los cuales son 
jueces que juzgan en accionar no delictivo que pueden conocer infracciones tales como 
piques en pista, perturbación de la tranquilidad, etc.  
 
Al respecto, consideramos que algunas conductas no punibles en la “practica” como lo es 
transitar sin luces, conducir en velocidades diferentes a las establecidas por el reglamento 
de tránsito, el ir de carril en carril con tal de adelantar, tocar la bocina sin sentido alguno, 
deben y tienen que ser sancionadas de alguna manera, por cuando todo éste accionar 
contribuye a otros factores de mayor riesgo como lo es un accidente de tránsito.   
 
1.2. Marco Teórico 
 
Teorías relacionadas al tema  
 
La Prisión Preventiva y su evolución en el Derecho Latinoamericano.- 
 
En el marco de las legislaciones latinoamericanas, en Chile la prisión por deudas fue 
decretada en el año 1837 siendo restringida a solo cuatro delitos en la segunda década del 
siglo XX. Dentro del lapso que rigió la prisión por deudas en la legislación chilena, esta se 
basaba principalmente en la declaratoria de quiebra del deudor, siendo declarada 
posteriormente como inconstitucional y reformándola a una medida previsional hacia los 
responsables solo en casos de que la quiebra haya sida calificada como fraudulenta. 
 
Otra de las legislaciones latinoamericanas que aplicó en su momento la prisión preventiva 
por deudas, fue la legislación argentina, siendo esta derogada en el año 1872 al suprimirse 
todas las causas de prisión preventiva en temas mercantiles, comenzado según la Doctrina 
en una etapa de humanización del Derecho en ese país. Cabe resaltar que esta figura se 
siguió aplicando solo y cuando estaba comprobada la acción fraudulenta del deudor 
mercantil.  
 
En nuestra legislación nacional, el articulo 2º  numeral 24 literal C, de nuestra 
Constitución Política, establece que no hay prisión por deudas, norma que deviene en el 
impedimento de dictar prisión preventiva o efectiva en contra de los deudores en sede 
penal. Esta norma imperativa, se interpreta acorde al respeto de los Derechos 
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Fundamentales del hombre, denominados de “primera generación”, como lo son el 
Derecho a la libertad y el Derecho a la Seguridad, imposibilitando de esta manera tanto a 
legisladores como a los operadores de justicia al aplicar este tipo de medidas en temas 
mercantiles.  
 
En ese orden de ideas, la Prisión Preventiva como medida de aseguramiento procesal ha 
ido evolucionando a través de la justicia penal resultando hoy en día en que casi todos los 
sistemas Latinoamericanos han abandonado el sistema inquisitivo adoptando un sistema 
acusatorio, humanista en donde prevalecen los derechos fundamentales de la persona. De 
esta manera, en los últimos 20 años en América Latina se ha iniciado una reforma en 
materia penal que ha afectado a casi la mayoría de países del continente.   
 
Históricamente en nuestro país, el Perú tiene como antecedente el Código de 
Enjuiciamiento en materia penal de 1863, el cual regulaba la Prisión Preventiva en el 
Titulo VI denominado “De la captura, detención y prisión de los reos”, comprendiendo los 
artículos de 70º al 76º, siendo que en el artículo 73º se regulaba las formas de detención y 
refería que según las primeras diligencias, y comprobada su culpabilidad se aplicaba el 
mandato de detención al imputado.  
 
Posteriormente al Código de Enjuiciamiento en materia penal de 1863, se promulgó el 
Código de enjuiciamiento en materia criminal de 1920, promulgado por ley Nº 4919 de 
fecha 02 de enero del año 1920, dentro del cual se regulaba la figura de la Prisión 
preventiva en el Título V del Libro Primero, denominado “Principio de la instrucción y 
detención del acusado”.  
 
A través de la Ley Nº 9024 el nuevo Código de Procedimientos Penales, promulgado en el 
año 1939, la cual tuvo un efecto suspensivo hasta el año 1940, se establecía la prisión 
provisional del imputado modificándose a través del decreto Legislativo Nº 638 que 
contenía el denominado Código Procesal Penal de 1991, código que establecía en su 
artículo 135º el mandato de detención sujeto a determinados criterios de aplicación 
judicial. Dicha norma fue modificada por la Ley Nº 27226 y la Ley Nº 27753 modificando 
los hechos establecidos respecto al miembro de directorio, gerente, socio, accionista, 




Mediante la Ley Nº 28726 promulgada el año 2006 se modificó el inciso 2 del artículo  
135º del Código Procesal Penal de 1991, el cual requería la aplicación de 04 años de pena 
privativa de libertad para reducirlo a un mínimo de 01 año, sin embargo esta modificación 
duro poco tiempo al promulgarse la Ley Nº 29499, la cual restableció que la sanción a 
imponerse debía ser superior a los 04 años de pena privativa de la libertad. 
 
El Código Procesal Penal de 2004 denominado también “Nuevo Código Procesal Penal”, 
determina los presupuestos materiales en su artículo 268º exigiendo la existencia de 
“fundados y graves de la comisión de un delito”, volviendo de esta manera a la redacción 
del Código Procesal Penal de 1991 en su artículo 135º, introduciendo además los artículos 
269º y 270º con el fin de determinar la existencia del peligro procesal.  
 
De esta manera, la figura de la Prisión Preventiva está expresamente señalada en el 
artículo 268º del Nuevo Código Procesal Penal, el cual señala que es el juez quien a 
solicitud del Ministerio Público, quien  dicta el mandato de prisión preventiva, una vez 
cumplidos los tres presupuestos materiales enumerados en el referido artículo, los cuales 
son: a) que existan elementos fundados y graves de la comisión de un delito, b) que la 
sanción a imponerse de determinarse la culpabilidad sea mayor a cuatro años de pena 
privativa de la libertad, c) y que se pueda inferir que el imputado, a razón de sus 
antecedentes señala la norma, tratara de eludir la justicia ya sea con su fuga o la 
obstaculización de la verdad. 
 
Según el artículo señalado en el párrafo precedente, la aplicación de la prisión preventiva 
en nuestro país se da a solicitud del fiscal, sustentada en audiencia oral, basando su pedido 
ante el juez, en razón a tres presupuestos: El fumus comissi delicti o fumus boni iurs, 
elemento que exige la existencia de un hecho punible, la prognosis de la pena, la cual 
deberá sobrepasar los cuatro años (04) por cuanto se aplica de forma efectiva en nuestro 
país, y el peligro procesal también conocido como el periculum in mora, presupuestos que 
tienen que darse de forma conjunta pues la falta de una de ellos suspende el mandato de la 
misma. 
 
La prisión preventiva es definida conceptualmente por la Doctrina como aquella medida 
impuesta por el Estado que deviene en la privación de la libertad de una persona previa a  
la comprobación judicial de su culpa, ello con el fin de asegurar el proceso judicial y un 
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posterior cumplimiento a la imposición de la pena. En ese sentido la prisión preventiva, 
como medida cautelar de excepcional aplicación, afecta directamente el derecho a las 
libertades personales durante un determinado tiempo, la cual es dictada por un juez en 
audiencia del mismo nombre. 
 
En la actualidad la figura de la Prisión preventiva es un tema muy debatido, por cuanto 
existen postura contrapuestas de diversos juristas siendo la de  mayor relevancia aquella 
postura que señala que la Prisión preventiva en muchas ocasiones se convierte en una 
medida arbitraria, ilegitima por cuanto se aplica de manera retributiva degenerando su fin 
esencial que es el de asegurar el proceso, garantizar la realización de las actuaciones 
procesales y evitar el peligro de obstaculización y/o fuga.  
 
En ese sentido Del Rio (2007), precisa que: 
 
[…]La motivación es un requisito ineludible en la imposición de la prisión preventiva, precisamente 
por que condiciona la validez del presupuesto de proporcionalidad, porque la ausencia o 
insuficiencia de dicha motivación convierte a la medida en ilegitima prima facie impidiendo que el 
juicio se pueda analizar la razonabilidad de la decisión. (p.59.). 
 
Asimismo, Izquierdo (1999), concluye en su investigación que: 
[…] En un elevado porcentaje de los casos estudiados los jueces penales del Distrito Judicial de La 
Libertad no han cumplido con aplicar correctamente el Art. 135 del CPP de 1991, al momento de 
dictar el mandato de detención en los autos de apertura de instrucción expedidos durante los años de 
1997-1998. (p.189). 
Así , la prisión preventiva sostienen se debe aplicar en concordancia a dos grandes 
principios, los cuales son el Principio de Intervención Indiciaria, el cual consiste en que 
deben existir al menos exigencias fácticas necesarias, a fin de posicionar la Prisión 
Preventiva con bases solidas que no permitan infringir el Derecho a la Presunción de 
Inocencia y el Principio de Proporcionalidad, el cual consiste en que la finalidad del 
aseguramiento procesal se adecuada y necesaria, estableciéndose como medio idóneo solo 
en circunstancias excepcionales.  
 




Los presupuestos materiales de la Prisión Preventiva están expresamente señalados en el 
artículo 268º del Nuevo Código Procesal Penal, en el cual se señala que es el Juez a 
solicitud del Fiscal quien podrá dictar mandato de Prisión Preventiva, teniendo en cuenta 
tres presupuestos procesales los cuales tienen que concurrir de manera conjunta para su 
procedencia.  
 
El primer presupuesto del artículo 268º señala que deben existir fundados y graves 
elementos. En ese sentido este presupuesto se refiere a la “apariencia de buen Derecho” 
fumus boni iuris, o en otras palabras a la apreciación de indicios razonables de haberse 
cometido un crimen, ello sin embargo en fase de investigación, no podrá ser de ninguna 
forma el establecimiento de una presunción de criminalidad sino que implica únicamente 
la existencia de motivos razonables de la comisión de un delito. 
 
El segundo presupuesto señala que la sanción o pena a imponerse al procesado se superior 
a la de cuatro años. Para establecer la probable pena a imponerse, el Juez no solo 
observará la pena establecida en el Código Penal, si no que deberá analizar la probable 
pena a imponerse. 
 
Sobre el tercer presupuesto material para imponer una Prisión Preventiva, señala que 
considerando los antecedentes y otra circunstancias del imputado, permita al Juez entender 
o inferir que este intentara eludir la acción de la Justicia. En ese sentido cabe señalar 
respecto al intento de evadir la justicia dos peligros señalados en el mismo numeral: el 
peligro de fuga y el peligro de obstaculización. 
 
El Peligro de fuga.- 
 
El Peligro de Fuga como tal, está contemplado en el articulo 269º en el cual se encuentran 
presupuestos para que el Juez pueda calificarlo como tal: el arraigo, la gravedad de la 
pena, la importancia del daño resarcible y la actitud que el imputado adopta 
voluntariamente frente al daño ocasionado, el comportamiento del imputado durante el 
procedimiento o en otro procedimiento anterior, y la pertenencia del procesado o imputado 




Respecto al arraigo, se entiende como el lugar donde una persona está vinculada a otras 
personas, trabajo, negocios o cosas. Sin embargo a pesar de lo referido, el arraigo por sí 
mismo no comporta un peligro de sustracción sin embargo en combinación con otros 
factores (como el económico) y el delito en sí mismo, si permite su presunción.     
 
Respecto a la gravedad de la pena, esta es entendida por la amenaza que produce sobre la 
persona imputada, amenaza que influirá de alguna u otra forma sobre el procesado 
haciendo presumir un intento de elusión de la justicia.  
 
Sobre la magnitud del daño causado y la ausencia de una actitud voluntaria del imputado 
para repararlo, respecto al numeral 3 del artículo 269º podemos señalar que se refiere a la 
actitud que adopta el imputado respecto al resarcimiento, es decir si el imputado adopta 
una actitud renuente a resarcir los daños causados esto debe entenderse como un criterio 
que desincentiva su huida.  
 
Asimismo, respecto a “el comportamiento del imputado durante el procedimiento o en 
otro procedimiento anterior, en la medida que indique su voluntad de someterse a la 
persecución penal”, este numeral se refiere básicamente al comportamiento que ha tenido 
el imputado ante la justicia, esto es la asistencia a las diligencias de ley, manifestaciones 
audiencias etc., sin embargo esta conducta no requiere que este confiese o declare ante las 
autoridades pertinentes.  
 
Finalmente, “la pertenencia del imputado a una organización criminal o su reintegración a 
las mismas”, presupuesto que refiere a la pertenencia del imputado a alguna banda o su 
posible incorporación una vez obtenida una medida restrictiva de libertad menos gravosa.  
 
El Peligro de Obstaculización.-  
 
El Peligro de obstaculización como tal, está contemplado en el articulo 270º en el cual se 
encuentran presupuestos para que el Juez pueda calificarlo como tal, estos presupuestos 
son: la destrucción, o cualquier tipo de alteración a documentos relacionados a la comisión 
de un delito y que servirán de elementos de prueba en un posterior juicio, la influencia que 
este pueda tener sobre peritos, personas, coimputados, testigos haciendo que se comporten 
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de manera negativa ante el proceso, y finalmente la posible inducción que tendrá este 
sobre otras personas a realizar comportamientos negativos hacia el proceso penal. 
 
Respecto a la posible destrucción, o cualquier tipo de alteración a documentos 
relacionados a la comisión de un delito y que servirán de elementos de prueba en un 
posterior juicio, este constituye una acción en contra de elementos de prueba relevantes ya 
sé que estén en su poder o de otras personas siendo necesaria la restricción de la libertad 
de forma provisional con el fin de evitar dicho comportamiento. 
 
Respecto a la influencia que este pueda tener sobre peritos, personas, coimputados, 
testigos haciendo que se comporten de manera negativa ante el proceso, este presupuesto 
complementa el anterior respecto a la obstaculización que podría realizar el imputado, al 
realizar acciones ilícitas o negativas que devengan en un irregular desarrollo y/o un 
negativo resultado del proceso judicial. 
 
Finalmente, respecto a la posible inducción que tendrá este sobre otras personas a realizar 
comportamientos negativos hacia el proceso penal, este numeral refiere a la influencia que 
el imputado pueda realizar sobre personas relacionadas el proceso judicial con el fin de 
realizar las acciones señaladas en los anteriores numerales  
 
En ese sentido, el juez a partir de analizar los criterios señalados en el articulo 269º y 270º 
del Nuevo Código Procesal Penal, podrá calificar el peligro de fuga y el Peligro de 
obstaculización.  
 
Características de la Prisión Preventiva 
 
La Prisión preventiva como medida cautelar de aseguramiento procesal, es dictada por un 
Juez previo pedido del Ministerio Público, dicha medida posee las siguientes 
características:  
 
Es una medida excepcional; por cuanto se entiende que esta medida es la excepción y no 
la regla, existiendo otras medidas menos gravosas como la comparecencia con 
restricciones, el impedimento de salida del país, o la puesta en conocimiento respecto al 
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cambio de domicilio. Ello con el fin de proteger los derechos fundamentales de las 
personas por cuanto sin existir aun sentencia firme no pueden ser privados de su libertad. 
 
Es una medida provisional; por cuanto es de carácter temporal que tiene un plazo 
delimitado y esta no puede durar más de nuevo o dieciocho meses tratándose de procesos 
denominados complejos. En ese sentido una vez vencido el plazo dictado en la audiencia 
México se decretará la libertad del internado preventivamente, sin perjuicio de que se 
dicten otras medidas con el fin de asegurar su presencia en el proceso penal. 
 
Es una medida variable; por cuanto como toda medida cautelar puede estar sujeta a 
variación, cambios, o hasta el cese del mismo. Para dichos casos el Juez deberá tener en 
cuenta, el tiempo transcurrido, las características del procesado, y el estado de la causa. 
 
Es una medida sujeta al Principio de razonabilidad, principio  que tiene que ver con la 
sujeción de las leyes y órganos jurisdiccionales al espíritu de la Constitución. En ese 
sentido, esta medida que restringe la libertad deberá poseer este criterio, debido a la 
importancia del Derecho a la Libertad como derecho fundamental de la persona.  
 
Principios de la Prisión Preventiva  
 
El artículo 253º del Nuevo Código Procesal Penal del Título I Preceptos generales, refiere 
a la autorización legal que requieren las restricciones de derechos fundamentales, en ese 
caso en especial, el de la Libertad. Asimismo refiere que una medida restrictiva de libertad 
deberá imponerse sujeto al Principio de Proporcionalidad, principio que constituye el 
parámetro de examen para la legalidad de las leyes acorde a la Constitución Política y los 
Derechos de la persona.  
 
Adicionalmente a lo referido en el párrafo anterior, existen sub principios que sirven como 
parámetros al momento de dictar mandato de Prisión Preventiva, estos parámetros son el 
sub principio de idoneidad, el sub principio de necesidad y el sub principio de 
proporcionalidad en sentido estricto.  
 
El sub principio de idoneidad, parámetro que tiene una doble exigencia la primera es que 
el mandato de detención de Prisión Preventiva este acorde con la Constitución Política, es 
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decir que este validada por la misma, y en segundo lugar, que la medida se idónea para 
alcanzar el fin propuesto. En ese sentido, el sub principio de idoneidad determinara la 
duración, ampliación, y la intensidad de la medida cautelar. 
El sub principio de necesidad, la necesidad de mide básicamente cuando existe la 
posibilidad de aplicar otras medidas menos gravosas a la privación de libertad o si es 
imperioso su mandato. De esta manera el juez analizará si existen otras medidas de similar 
o diferente índole las cuales permitan el normal desarrollo del proceso penal.  
 
El sub principio de proporcionalidad en un sentido estricto, también denominado principio 
de ponderación, la cual exige al juzgador guardar proporción entre la medida dictada y el 
fin perseguido, de esta manera el Juzgador deberá evaluar todos los posibles daños hacia 
el imputado asi como los beneficios que producirá al proceso penal, con el fin de 
determinar si existe un perfecto equilibrio entre ambos.  
 
Fines de la Prisión Preventiva.- 
 
Cubas (2009) señala que: 
 
[…] La prisión preventiva es una medida coercitiva de carácter personal, provisional y excepcional, 
que dicta el Juez de la Investigación Preparatoria en contra de un imputado, en virtud de tal medida se 
restringe su libertad individual ambulatoria, para asegurar los fines del proceso penal. Este mandato 
está limitado a los supuestos que la ley prevé. (p. 334) 
 
Según lo referido en el párrafo precedente, podemos decir que el fin principal de la Prisión 
Preventiva como medida de aseguramiento procesal, es el de evitar que el imputado se 
sustraiga de la justicia penal, por cuanto  existe peligro de obstaculización y 
entorpecimiento de la justicia. 
 
En ese sentido, la Prisión Preventiva cumple la función de ser “una medida cautelar”, la 
cual es dictada por el órgano jurisdiccional y que limita temporalmente la libertad del 
imputado de la forma más grave, afectos de obtener la efectiva aplicación de la ley penal” 




En ese sentido, entendemos que la principal función de la prisión preventiva es el de 
asegurar el proceso penal evitando con ello la fuga del procesado y de que este intente 
ocultar o destruir de medios probatorios que prueben su culpabilidad. En ese sentido, la 
principal función de la prisión preventiva es el de cautelar el proceso penal y evitar su 
obstaculización con el fin de obtener aclarar los hechos para la posterior aplicación de la 
pena.  
 
Aplicación de la Prisión Preventiva 
 
La Prisión preventiva se dicta a través de un Juez Investigación Preparatoria, el cual 
dentro de las primeras 48 horas siguientes al requerimiento del Fiscal, dictará el mandato 
de Prisión preventiva en audiencia del mismo nombre según el artículo 271º del Nuevo 
Código Procesal Penal. Esta audiencia se realiza a diferencia del Código Procesal Penal de 
1991.  
 
En ese orden de ideas la Casación Nº 01-2007-Huaura, señala que la Audiencia de la 
Prisión Preventiva requiere varias exigencias con el fin de que pueda ser emitida 
válidamente, estas son: que exista requerimiento del Ministerio Público, la realización de 
la audiencia del mismo nombre, la concurrencia del Fiscal, del imputado y de su abogado, 
que por defecto si no se presentare se pondrá defensor de oficio.  
 
Sin embargo y a pesar de lo referido, si el procesado se niega a presentarse a la audiencia 
por cualquier motivo, este será representado por su abogado, y si tiene de ser el caso, por 
un Defensor Público. En ese sentido señala la Casación que no es indispensable ni de 
absoluta necesidad la presencia del imputado en la audiencia para dictar el mandato de 
Prisión Preventiva. 
 
Cuestionamientos a la Prisión Preventiva.-  
 
En la actualidad existe un debate acerca de la aplicación de la prisión preventiva, 
primeramente porque a pesar de lo gravosa que es esta medida de restricción de libertad se 
viene aplicando de manera indiscriminada dejando de lado su naturaleza excepcional, y 
segundo por cuanto algunos consideran que el derecho a la presunción de inocencia y el 
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derecho a la Libertad están por encima del fin que tiene el Estado al asegurar un proceso 
penal. 
 
Un argumento muy utilizado por diversos autores es que casi no existe diferenciación 
entre la Prisión preventiva y el cumplimiento de la pena en si, por cuanto ambas se 
cumplen en un mismo centro penitenciario, y conllevan la privación de la libertad, un 
Derecho fundamental que debe respetarse al menos hasta que haya una sentencia firme 
que confirme lo contrario. 
 
En nuestro país y en diversas legislaciones latinoamericanas, la prisión preventiva ha 
pasado de ser una medida de uso excepcional a ser una de uso general, denotando con ello 
la imposibilidad del estado de llevar un proceso con normalidad sin que se retenga al 
imputado hasta que se dicte su sentencia contraviniendo de esta manera la corriente 




En nuestra legislación el delito de Homicidio está contemplado en los Delitos en contra La 
vida, el Cuerpo y la Salud, en donde el bien jurídico protegido es la vida humana como tal, 
bien protegido por la Constitución Política en su artículo 2º inciso 1. La vida humana 
según nuestro orden jurídico está protegida desde la concepción y se encuentra tipificada 
en el Código penal a partir del artículo 106º.  
 
Delitos de Homicidio Culposo  
 
Se entiende por delitos culposos a aquellos delitos que tienen como componente esencial y 
valga la redundancia a la “culpa”, que es conocida como la “falta de previsión de un 
resultado el mismo que se puede cometer por imprudencia o negligencia en la conducta de 
la persona” (Terragni, 2009, p.11.). En este tipo de delitos se distinguen dos partes: la 
parte objetiva la cual tiene que ver con el infracción al deber de cuidado y la lesión al bien 
jurídico protegido, y la parte subjetiva, que es la conducta de descuido y el elemento 
negativo de no haber querido producir el hecho imputable.  
 
Respecto a la culpa, Villavicencio (2007) sostiene que:  
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[…] La culpa puede ser considerada como un componente psicomental vinculado al autor en el 
momento de la infracción delictiva, basando el reproche de la sociedad en la ausencia de un 
resultado querido y en el incumplimiento de los deberes de cuidado (pp. 381). 
 
En nuestra legislación, el cual usa un sistema de “numerus clausus”, los delitos culposos 
están tipificados en el artículo 111º Homicidio culposos y en el articulo 124º Lesiones 
Culposas, así también en delitos como el articulo 141º Autorización ilegal del matrimonio 
párrafo 2, Artículo 209°. Actos Ilícitos, párrafo segundo, Artículo 229°.- Omisión de 
deberes de funcionarios públicos, etc.  
 
En la culpa según algunos autores, se pueden distinguir cuatro modalidades: la 
negligencia, la impericia, la imprudencia y la infracción de reglamentos, sin embargo y a 
pesar de lo referido ocasionan daños a bienes jurídicos protegidos por la ley. 
 
Delitos de Homicidio Culposo con agravantes  
 
El delito del homicidio culposo fue modificado por ley Nº 27753 promulgado el 07  de 
junio de 2002, el cual en su texto vigente señala lo siguiente: 
 
[…] Artículo 111°.- Homicidio Culposo El que, por culpa, ocasiona la muerte de una 
persona, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de dos años o con 
prestación de servicios comunitarios de cincuenta y dos a ciento cuatro jornadas. La pena 
privativa de la libertad será no menor de un año ni mayor de cuatro años si el delito 
resulta de la inobservancia de reglas de profesión, de ocupación o industria y no menor 
de un año ni mayor de seis años cuando sean varias las víctimas del mismo hecho. 
La pena privativa de la libertad será no menor de cuatro años ni mayor de ocho años e 
inhabilitación, según corresponda, conforme al artículo 36° -incisos 4), 6) y 7)-, si la 
muerte se comete utilizando vehículo motorizado o arma de fuego, estando el agente bajo 
el efecto de drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sintéticas, o con 
presencia de alcohol en la sangre en proporción mayor de 0.5 gramos-litro, en el caso de 
transporte particular, o mayor de 0.25 gramos litro en el caso de transporte público de 
pasajeros, mercancías o carga en general, o cuando el delito resulte de la inobservancia 
de reglas técnicas de tránsito (p.74). 
 
El homicidio culposo como tal se encuentra tipificado en el artículo 111º del Código 
Penal. Este delito culposo tiene diversas agravantes, las cuales según el texto precedente, 
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están determinadas en razón a la inobservancia de reglas de profesión, de ocupación o 
industria, cuando se cause la muerte a varias personas con un mismo accionar y asimismo 
señala el Código será “No menor de cuatro años ni mayor de ocho años e inhabilitación, 
según corresponda, conforme al artículo 36° -incisos 4), 6) y 7)-, si la muerte se comete 
utilizando vehículo motorizado o arma de fuego, estando el agente bajo el efecto de drogas 
tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas o sintéticas, o con presencia de alcohol 
en la sangre en proporción mayor de 0.5 gramos-litro”. 
 
Elementos subjetivos del tipo penal 
 
Dentro de los elementos subjetivos del tipo penal se encuentran el dolo que es definida 
como la intención, la voluntad libre y consciente de producir un daño mediante una acción 
o una omisión, y la culpa que es señalada como la omisión al deber de cuidado o también 
conocida como negligencia al actuar o al omitir determinada conducta. 
 
El dolo como tal, ha sido el elemento subjetivo de mayor relevancia dentro del Derecho 
Penal expuesto a través de la teoría de voluntariedad, la cual fue desarrollada en la base a 
la voluntad del autor de forma directa en una acción antijurídica que ha previsto y ha 
deseado. De esta manera el autor no solo prevé el resultado si no que realiza acciones 
previas de forma concatenada con el fin de alcanzar su propósito.  
 
Cuando se analiza el elemento subjetivo del Dolo, se puede distinguir tres especies 
identificada plenamente con la Doctrina: el dolo directo (o también llamado dolo en 
primer grado), que es también llamada como la “intención” que persigue la acción 
dominado por el factor voluntad, el dolo indirecto o de segundo grado, que es cuando el 
autor no tiene la intención de un resultado con su acción inicial pero sin embargo lo acepta 
y lo aplica, y el dolo eventual, que es cuando el autor no tiene intención de producir un 
resultado pero sin embargo este lo realiza. 
 
De esta manera también los elementos del Dolo se pueden clasificar en los siguientes: el 
conocimiento, que se produce cuando el autor entiende las consecuencias de sus actos y 
que sin embargo los lleva a cabo a pesar del resultado, y el querer o la voluntad que es la 
disposición del autor al realizar su comportamiento antijurídico aceptando de esta manera 




Otro de los elementos subjetivo del injusto penal es la culpa, elemento que fue 
desarrollado con  motivo de la evolución de las Sociedades y el riesgo que implican hoy 
en día sus maquinarias e instrumentos peligrosos para la vida, la salud, la integridad física 
y el patrimonio de las personas. En la actualidad los delitos culposos son frecuentes en 
nuestras sociedades llevando con ello a que la legislación actual contemple tipos penales 
de este tipo. 
 
En ese sentido, Mantovani (2001) manifiesta que: 
 
[…] La culpa constituye una forma de culpabilidad, respecto al dolo, de adquisición más tardía, 
menos graves, es legislada excepcionalmente y de manera minoritaria y subsidiariamente (porque 
una responsabilidad culposa sería ilógica sin la previsión para el mismo hecho de una 
responsabilidad dolosa, en cuanto medio para una completa tutela de bienes jurídicos primarios 
(p.67). 
 
La culpa refiere esencialmente al deber de cuidado como su elemento principal, conexo a 
la causalidad de la acción y su posterior resultado destacándose el deber de observancia y 
cuidado en este caso. La culpa tiene como base la previsibilidad de la acción realizada la 
cual se debe omitir voluntariamente debiendo ello ser previsible. 
 
Las clases de culpa se dividen en culpa consciente y culpa inconsciente, la primera es 
cuando si bien no se quiere causar la lesión del bien jurídico es posible advertir su 
posibilidad, y la culpa inconsciente es cuando no se quiere el resultado lesivo y tampoco 
prevé su posibilidad.  
 
Al respecto Terragni (2002) sostiene lo siguiente: 
 
[…] Estas clasificaciones están referidas al contenido de la conciencia respecto del hecho. Si el 
individuo se representó las posibles consecuencias de su acción y no obstante confió evitar los 
efectos dañosos, nos encontramos ante un caso de culpa consciente; y al revés, cuando ni siquiera 
pasó por su mente la imagen de lo que podría ocurrir el supuesto es de culpa inconsciente o sin 
representación. Así planteada la diferencia, todo parece muy simple, pero en realidad la explicación 
abreviada esconde algunos problemas de los que nos vamos a ocupar: La culpa consciente se ubica 
en una zona fronteriza con el dolo eventual, pues en ambos casos el sujeto se representa el hecho, 
con toda sus características incluido su efecto jurídico. Lo que cambia es la actitud: en el primer 
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caso el sujeto confía en poder evitarlo y por eso no acepta el resultado, y se hubiese abstenido de 
obrar de haberlo considerado inevitable. La culpa inconsciente obliga también a reflexionar sobre el 
arduo tema de la dirección de la acción, pues en este caso el individuo quiere emprender la acción y 
lo hace, aunque supone el resultado dañoso no acontecerá porque podrá evitarlo. 
 
Código Procesal Penal de 1991 – Decreto Legislativo Nº 638 
 
El  Código Procesal Penal que reemplazaría al Código de Procedimientos penales de 1940,  
fue promulgado de 1991, sin embargo solo 22 artículos entraron en vigencia luego de 
sucesivas prórrogas que le otorgan la condición  de ser el único Código, al parecer en el 
Perú y en el mundo con las  “vacatio legis” más prolongadas de la historia, por cuanto 
desde el 27 de abril de 1991 en que fue promulgado con el Decreto Legislativo Nº 638 
hasta la fecha ya han transcurrido más  de 13 años. 
 
En el Código Procesal Penal de 1991, se incorpora en nuevo sistema acusatorio de carácter 
garantista, a través del cual las funciones tanto del juez y del fiscal varían notoriamente, en 
ese sentido el Ministerio Publico a través del fiscal tiene el rol de perseguir el delito, 
investigarlo y acusar a los responsables, la defensa busca la absolución del imputado 
mientras que el juez actúa como un tercero imparcial, a quien solo le toca decidir una vez 
presentadas ambas posiciones, tanto de la fiscalía como del procesado.  
 
Este código en su artículo 135º dice lo siguiente: 
 
[…] El juez puede dictar mandato de detención si atendiendo a los primeros recaudos acompañados 
por el Fiscal Provincial sea posible de determinar:  
1. Que existen suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito doloso que vincule al 
imputado como autor o partícipe del mismo. 
 
Ley Nº 27753 – Ley que modifica el artículo 135º de Código Procesal Penal de 1991 
referente al mandato de detención 
 
Esta ley fue promulgada el 09 de junio de 2002 y con ello se modificaron diversos 
artículos referentes a las lesiones culposas, homicidio culposo, y conducción en estado de 
ebriedad y drogadicción. De esta manera, el artículos 111º, referido a los delitos de  
homicidio culposo, y sus agravantes fueron modificados,  además del artículo 135º del 
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código procesal penal, que refería al mandato de detención preventiva. De esta manera el 
juez con la dación de esta ley, puede dictar mandato de detención si atendiendo a los 
primeros recaudos, señala la norma, existen suficientes elementos probatorios de la 
comisión de un delito, sea doloso o culposo, que vincule al imputado como autor o 
partícipe del mismo. 
 
En ese sentido, el artículo 135º del texto modificado del Código Procesal Penal señala lo 
siguiente: 
 
[…] El Juez puede dictar mandato de detención si atendiendo a los primeros recaudos acompañados 
por el Fiscal Provincial sea posible determinar: 
Que existan suficientes elementos probatorios de la comisión de un delito que vincule al imputado 
como autor o partícipe del mismo. 
 
Categoría 01: La Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes  
de tránsito 
 
A modo de resumen, la Prisión Preventiva es definida como una medida cautelar de 
carácter procesal que tiene como el aseguramiento del proceso a través de la privación 
temporal de libertad de la persona imputada a causa de un delito. A pesar de lo común que 
ahora es en nuestra sociedad, antiguamente, específicamente en la antigua Grecia, la 
Prisión Preventiva como institución Jurídica no tuvo ninguna aplicación, ello 
principalmente porque desde el punto de vista jurídico, en la legislación griega, primaba la 
dignidad de la persona humana. 
 
Los presupuestos materiales de la Prisión Preventiva están expresamente señalados en el 
artículo 268º del Nuevo Código Procesal Penal, en el cual se señala que es el Juez a 
solicitud del Fiscal quien podrá dictar mandato de Prisión Preventiva, teniendo en cuenta 
tres presupuestos procesales los cuales tienen que concurrir de manera conjunta para su 
procedencia 
 
Aunado e estos presupuestos  materiales se tiene los elementos adicionales para su 
mandato los cuales son el Peligro de Fuga que como tal, está contemplado en el articulo 
269º en el cual se encuentran presupuestos para que el Juez pueda calificarlo como tal: el 
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arraigo, la gravedad de la pena, la importancia de resarcir el daño y la actitud que el 
imputado adopta voluntariamente frente a los mismos, el comportamiento del imputado 
durante el proceso o en anteriores procesos, y finalmente la pertenencia del procesado o 
imputado a alguna organización criminal.  
 
Otro de los elementos adicionales es el de Peligro de obstaculización como tal, está 
contemplado en el articulo 270º en el cual se señala que para que el Juez pueda calificarlo 
como tal, debe darse el peligro de posible destrucción, o cualquier tipo de alteración a 
documentos relacionados a la comisión de un delito y que servirán de elementos de prueba 
en un posterior juicio, la influencia que este pueda tener sobre peritos, personas, 
coimputados, testigos haciendo que se comporten de manera negativa ante el proceso, y 
finalmente la posible inducción que tendrá este sobre otras personas a realizar 
comportamientos negativos hacia el proceso penal. 
Los fines de la y los cuestionamientos de esta medida cautelar que impide la libertad de 
manera provisional están intrínsecamente unidos debido principalmente a que en muchos 
casos esta medida deviene en arbitraria e inconstitucional sin embargo muchas veces es la 
única manera de llevar a cabo el proceso penal por cuanto la fuga al interior del país o al 
exterior devendrá inevitablemente en una demora excesiva del proceso. 
 
Sin embargo desde el punto de vista de los Derechos fundamentales de la persona, muchas 
veces se pondera el proceso penal sobre los Derechos de las personas, específicamente el 
de Presunción de Inocencia y el de la Libertad. Es por ello que actualmente existe un 
debate máxime en delitos de carácter culposo por cuanto la medida deviene en excesiva en 
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Accidentes de Tránsito.- 
 
La evolución de los medios de transporte.- 
 
Los medios de transporte, son aquellos que le permiten al hombre trasladarse de un lugar 
hacia otro, con el fin de satisfacer sus propósitos en su vida cotidiana. Desde siempre el 
hombre ha intentado trasladarse por diversos terrenos, esto ha provocado la invención de 
transportes del tipo terrestre, acuático y aéreo, entre otros, medios que le han permitido al 
hombre evolucionar y alcanzar tecnologías que en la antigüedad eran inimaginables.  
 
Dentro de estos inventos, uno de los fundamentales en la historia del hombre, fue la 
creación de la rueda, cuyo origen se cree data a finales del Neolítico, facilitando de esta 
manera el transporte en todas sus ramas, sean de materiales, alimentos, y todo tipo de 
cosas que necesitaba el hombre en su camino a la evolución. De esta manera, la rueda ha 
ido evolucionando a través de los tiempos y es un invento que ha sido clave en la historia 
de la humanidad casi en todos sus aspectos.  
 
En la época incaica no existían medios de transportes creados por el hombre para 
trasladarse entre las distancias o para transportar las cargas, siendo que en este periodo, el 
hombre se concentraba en permeabilizar los caminos por los cuales se trasladaba, 
pavimentando las rutas o bien cubriéndolas de piedras, sin embargo, en las zonas 
desérticas las rutas las marcaban por troncos. 
 
En la época de la conquista española hubo una evolución marcada de los medios de 
transportes, específicamente para el siglo XVII,  utilizaban el caballo como medio de 
transporte para distancias cortas y las carretas para las distancias largas,  en las cuales se 
transportaban a los colonizadores, mas el agua y alimentos, sin embargo también se usaba 
las mulas para transportar la mercadería. 
 
Con la creación de la rueda no faltaría mucho para que el hombre desarrolle uno de sus 
más grandes inventos, el automóvil cuyo uso hoy se ha extendido a todas las partes del 
mundo. Se estima que en el mundo moderno existen más de 1350 millones de 
automóviles, esto equivale a 1.5 de automóviles por cada 7 personas en el planeta. Se 
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estima que para fines del año 2018 se llegue a la cantidad de 1500 millones de autos en el 
parque automotor mundial. 
 
A pesar de lo que significa el crecimiento del parque automotor a nivel mundial y las 
ventajas que esto representa, según datos estadísticos de la Organización Mundial de la 
Salud, al día 3500 personas fallecen en el mundo, cifra que se traduce en 1.3 millones de 
personas fallecidas al año, millones sufren heridas, lesiones que los dejan incapacitados, 
siendo los ancianos, los niños y los ciclistas quienes están entre las personas de mayor 
afectación.  
 
De esta manera, la OMS a través de su informe anual del año 2017 señala lo siguiente: 
 
 Los accidente de tránsito se traducen en 1300 millones de muertes al año, siendo 
que el 93% de las muertes  suceden en países sub desarrollados. 
 
 Los peatones, ciclistas, niños, y ancianos se encuentran en la categoría de personas 
más vulnerables a sufrir estos accidentes. 
 
 El aumento de la velocidad de los coches en 1km/h se traduce en 3% más de 
probabilidades de causar un accidente y sobre el 4% y 5% de que este se mortal. 
 
 Las probabilidades de sufrir un accidente de tránsito, se incrementan notoriamente 
cuando el índice de alcohol en la sangre es de 0,05g/dl. 
 
 El uso del casco para personas que van sobre vehículo motorizado reduce el riesgo 
de muerte hasta en un 40%, y en el caso de lesiones hasta en un 70%.  
 
 El uso del cinturón de seguridad, reduce la probabilidad de lesiones mortales hasta 
en un 45% o 50%, y en los ocupantes de los asientos traseros, desde un 25% hasta 
un 75% de probabilidad. 
 
 El uso de dispositivos para retención de niños dentro del automóvil, reduce hasta 
en 80% el riesgo de traumatismos. 
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 El riesgo de fallecimiento en accidentes de tránsito se reduce considerablemente 
con accesos eficaces y oportunos para las unidades de emergencia y atención 
medica. 
 
 El 80% de vehículos que se venden alrededor del mundo, no cumplen con las 
normas básicas de seguridad. 
 
 Los países que tienen infraestructuras viales inseguras son los países con más 
riesgo a sufrir accidentes de tránsito en sus carreteras.  
 
Accidentes de Tránsito.- 
 
Los accidentes de tránsito en las sociedades actuales, se han convertido en un tema de 
salud pública, debido principalmente a que su origen se deriva de múltiples factores que 
devienen muchas veces en la fatalidad. Esto hace que sea un problema muy difícil de 
abordar y menos aun de encontrar una solución cercana. 
 
Se estima que en el mundo mueren cerca de 300 000 mil personas al año a causa de este 
tipo de accidentes además de producir cerca de 10 o 15 millones de personas lesionadas. 
Solo en Estados Unidos 2 de cada 100 mil niños mueren a consecuencia de estos 
accidentes, siendo este país uno de los más rígidos en cuanto a leyes de tránsito y 
seguridad vial se refiere.   
 
En nuestro país los accidentes de tránsito ocurren de manera frecuente, esto debido a la 
falta de cuidado y la poca diligencia que tiene tanto conductores como peatones. Solo en el 
año 2017 se han producido 2,826 muertes en accidentes de tránsito y según estadísticas 
que muestra la policía nacional, el 25% de este tipo de accidentes se producen por el 
desvío de la mirada hacia los celulares móviles o alguna distracción que no corresponden 
al buen manejo de vehículos. Cabe resultar que producto de este tipo de accidentes 
también se producen heridos que solo en el año 2017 ascienden a 54,970 mil personas.  
 
De esta manera en nuestro país, el índice de accidentes de tránsito sigue aumentando de 
forma alarmante. Esta situación se debe a diversos factores entre los cuales podemos 
42 
 
referir esencialmente, la falta de educación vial tanto de conductores como de peatones, 
así como la desidia del Estado en temas de prevención, manutención de carreteras e 
inversión en seguridad vial. Según el Ministerio de Transportes y Comunicaciones solo en 
el 2017 se han producido 88,168 mil accidentes de tránsito, de los cuales 84,841 se 
produjeron en redes viales urbanas.  
 
Normativa nacional en materia de tránsito.- 
 
En nuestra legislación nacional, el transito en vías urbanas y rurales está regulado por la 
Ley Nº 27181 denominada “Ley General de transporte y tránsito Terrestre”,  a través de la 
cual se señalan según la norma los “Lineamientos generales económicos, organizacionales 
y reglamentarios del transporte y tránsito terrestre y rige en todo el territorio de la 
República” promulgado en el año 1999.  
 
En ese orden de ideas el DECRETO SUPREMO Nº 016-2009-MTC aprueba el Texto 
Único Ordenado del Reglamento Nacional de Transito o también llamado Código de 
Tránsito promulgado el 22 de abril del año 2009. Otras normas contenidas, se encuentran 
contempladas en diversas leyes, reglamentos, manuales, directivas tales como el:  
 
D.S. Nº 017-2009-MTC - Reglamento Nacional de Administración de Transporte, A 
través del cual se tiene por objeto regular el servicio de transporte terrestre de personas y 
mercancías acordes a los parámetros regulados por la Ley. Este reglamento además 
contempla que dentro de su ámbito no comprende la regulación del transporte que se 
realiza en vías ferroviarias así como de vehículos menores motorizados o no motorizados, 
los cuales poseen su propia ley.  
 
La Ley N° 29365 - Ley que establece el Sistema de Control de Licencias de Conducir por 
Puntos, ley que regula el control de la emisión y regulación de las licencias de conducir 
por puntos. En esta norma establece en su artículo primero el tope máximo de los puntos 
los cuales ascienden a 100 para cada conductor en las licencias de conducir, siendo que al 
momento de cometer alguna infracción de tránsito este se verá disminuida 
progresivamente y de acuerdo a la escala de reducción. El objeto de esta ley, es de 
fiscalización a través de evaluación permanente a los conductores y de aplicar las 




La Ley Nº 29380 - Ley de creación de la Superintendencia de Transporte Terrestre de 
Personas, Cargas y Mercancías - SUTRAN, a través de esta ley se crea la 
Superintendencia de Transporte Terrestre de Personas, Cargas y Mercancías o también 
conocida como SUTRAN, órgano que está adscrito al Ministerio de Transportes y 
comunicaciones y que se encarga esencialmente de fiscalizar, sancionar, supervisar todas 
las actividades referentes a las cargas y mercancías en el ámbito nacional e internacional 
tanto en agentes públicos como privados.   
 
En ese sentido, queda establecido en la presente ley que la Superintendencia de Transporte 
Terrestre de Personas, Cargas y Mercancías, tiene personería jurídica de derecho público y 
tiene funciones tanto normativas como funciones administrativas como los son los de 
fiscalizar, supervisar y de control y sanción.  
 
La Resolución Directoral. Nº 2297-2009-MTC-15 - Directiva de Procedimientos para la 
Detección de Infracciones mediante Acciones de Control en las Vías Públicas de la Red 
Vial Nacional y Departamental o Regional, de acuerdo con el Texto Único Ordenado del 
Reglamento Nacional de Tránsito. A través de esta resolución se establecen las pautas y 
los procedimientos para, todos ellos de carácter operativo hacia la policía nacional del 
Perú, para la detención de infracciones mediantes las acciones de control realizadas en las 
vías públicas.  
 
La Resolución Ministerial Nº 512-2009-MTC-02 - Manual de Usuario del Registro 
Nacional de Sanciones - Sistema de Licencias de Conducir por puntos,  resolución a través 
de la cual se determina fiscalizar y evaluar el comportamiento de los conductores y aplicar 
las sanciones correspondientes por infracciones de tránsito. Asimismo se establece en su 
artículo segundo que serán las Municipalidades provinciales las que aplicara las medidas 
necesarias para su aplicación.   
 
La seguridad vial como problema público.- 
 
 
El concepto de seguridad vial, entendido como la prevención de eventos que se produce a 
raíz de accidentes de tránsito, así como su epidemiologia se ha convertido en un problema 
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de interés global, tanto así que la OMS ya desde el año de 1974 lo ha declarado como un 
asunto relevante en tema de salud  pública, llamando a sus estados conformantes a realizar 
acciones en materia de prevención para afrontarlo. En ese sentido, la OMS ha establecido 
un departamento de “prevención de lesiones y de violencia”, ello con el de desarrollar 
entre sus múltiples estrategias una encargada de prevenir los accidentes de tránsito.  
 
 En el mundo actual, las lesiones y muertes producidas por accidentes de tránsito se han 
convertido en un problema de salud pública para la sociedad que devienen en una serie de 
consecuencias de índole social y económica.  A fin de enfrentar esta problemática se llevó 
a cabo en el año 2010  “El Decenio de Acción para la Seguridad Vial por la Asamblea 
General de Naciones Unidas”, la cual tuvo como  metas principales, la seguridad vial 
como objetivos para el 2015. 
 
La seguridad vial siempre se ha visto como una responsabilidad exclusiva del Estado y de 
las autoridades de turno, sin embargo ha quedado demostrado que la educación vial tanto 
de conductores y peatones es vital para evitar este tipo de accidentes que afectan 
dramáticamente nuestra salud pública. En ese sentido nuestra sociedad adolece de esta mal 
en su mayoría por la poca o nula educación vial que poseemos aunado a la corrupción que 
permite que conductores sin pasar los exámenes correspondientes obtengan sus licencias 
de conducir aun en las categorías más difíciles.   
 
De esta manera, si bien es cierto a nivel mundial en los países desarrollados en el año 2020 
se proyecta una disminución del 30% de los accidentes de tránsito, las tendencias señalan 
que en los países subdesarrollados o de bajos recursos esta tasa se ira incrementando de 
forma dramática, y con ello un alza en el índice de mortalidad y secuelas de lesiones por 
accidentes.   
 
En nuestro país, el índice de accidentes de tránsito se ha venido incrementando con los 
años, y con ello la tasa de muertes y de personas lesionadas, siendo hoy en dia considerado 
como la primera causa de enfermedad por el alto número de personas afectadas,  
equivalentes al casi 30% según estadísticas del Ministerio de Salud. Atendiendo a estas 
estadísticas, el MINSA (Ministerio de Salud), ha considerado a los accidentes de tránsito 
como una prioridad en su estrategia de prevención creando la “Estrategia Sanitaria 
Nacional de Seguridad Vial y Cultura de tránsito” a fin de dar un apoyo en coordinación 
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con los diversos sectores y contribuir con la reducción de los índices de mortandad y 





El delito puede ser definido como la valoración de la conducta humana ante la ley que 
manda o prohíbe determinadas conductas dentro de la Sociedad en la que se rige. 
Asimismo, podemos decir que el delito es la conducta humana condicionada por los 
criterios éticos de la Sociedad en la que se desarrolla. Filosóficamente podemos definir al 
delito como “vulneración de un deber”. Otros conceptos del delito pueden ser agrupados 
de la siguiente manera: 
 
En cuanto a las definiciones formales y nominales, Machicado (2010), sostiene que:  
 
[…] Las concepciones formales o nominales establecen que el delito es una conducta humana que 
se opone a lo que la ley manda o prohíbe bajo la amenaza de una pena. Es la ley la que establece 
que hechos son delitos, es la ley la que nomina que hecho va ser considerado como delito, es la ley 
la designa y fija caracteres delictuales a un hecho, si en algún momento esta ley es abrogada3 el 
delito desaparece. El delito es artificial. (p.3). 
 
Según el autor, el delito bajo la concepción formal y nominal, es aquella conducta que se 
opone a la ley la cual tiene mandato prohibitivo bajo consecuencia de una pena.   
Asimismo, el precitado autor en cuanto a las definiciones substanciales o materiales 
refiere que: 
 
[…] Concepciones substanciales o materiales. Establecen elementos del delito como presupuestos 
para que un acto voluntario humano sea considerado como delito, así para estas concepciones el 
delito es un acto humano típicamente antijurídico culpable y sancionada con una pena de carácter 
criminal. Sigue el método analítico. Se tiene: la “concepción dogmática” y la “concepción 
sociológica” del delito. . (p.3). 
 
En ese sentido, el mismo autor refiere que bajo las concepción substancial y material, el 
conducta antijurídica necesariamente tiene que estar en el Derecho Positivo, para que 
pueda ser considerada como delito.  
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La dogmática penal define a los delitos como aquellas acciones u omisiones, que son 
típicas antijurídicas y que son imputables hacia una persona. En nuestro país los delitos 
están tipificados en el Código Penal, y estos, son sancionados con diferentes penas, las 
cuales pueden ser privativas de la libertad, restrictivas de la libertad, limitativas de 
derechos y multas, las cuales  son dictadas a través de una sentencia por un  juez o  una 
Sala colegiada, y a su vez es el INPE quien determina en qué establecimiento 
penitenciario se cumplirá dicha pena.  
 
En nuestro Código Penal, los delitos están tipificados en la Parte II denominada “Parte 
Especial – Delitos”, en el cual se detallan específicamente los tipos penales y las penas a 
imponerse según cada uno de ellos. En nuestro país la pena privativa de libertad mínima es 
de dos (02) días y la más alta es la de cadena perpetua. 
 
La Teoría de Delito.- 
 
En cuanto a la teoría del delito, Muñoz (2004) afirma que: 
 
[…] La Teoría Del Delito es un sistema categorial clasificatorio y secuencial, en el que, peldaño a 
peldaño, se va elaborando a partir del concepto básico de la acción, los diferentes elementos 
esenciales comunes a todas las formas de aparición del delito. (p. 205).  
 
Según el referido autor, la teoría del delito es un sistema que permite determinar a partir 
de determinadas tendencias los elementos que hacen posible la aplicación o la no 
aplicación de una norma jurídico penal punitiva a una determinada acción de la persona. 
En ese aspecto, la teoría del delito nos permitirá definir los presupuestos para decidir que 
es delito y que no lo es.  
 
De esta manera aplicando la teoría del delito nos permitirá delimitar cuales son los 
elementos del hecho punible, los cuales se pueden clasificar en: conducta el cual refiere 
que solo se pueden basar en conductas humanas, tipicidad que es la adecuación de la 
conducta con un tipo penal especifico, antijuridicidad la cual refiere lo que está acorde o 
no al Derecho y el Ordenamiento Jurídico, y culpabilidad que es la conducta humana 




Elementos del Hecho Punible.- 
 
Los elementos que componen el delito son los siguientes: 
La Conducta.- también conocida como la “acción”, necesariamente los hechos tienen que 
ser producidos por personas, es decir la acción de realizar o dejar de realizar una conducta 
antijurídica. 
 
La Tipicidad.- Es la exigencia de que debe existir un tipo penal establecido en el derecho 
positivo en el que puede encajar una conducta delictiva. En ese sentido se puede afirmar 
que no existe “delito”, sin un tipo penal.  
 
La Antijuricidad.- Es todo aquello que es contradictorio a la ley y al ordenamiento 
jurídico. También se puede definir como la ausencia de justificación de determinadas 
conductas delictivas.   
  
La Culpabilidad.-  Es la conducta reprochable al sujeto activo por no realizar lo que debía 
hacer conociendo que lo que hacía era contrario a la ley.  
 
Delitos derivados de los accidentes de  tránsito.-  
 
Delitos por Accidentes de Tránsito.- 
 
Los delitos por accidente de tránsito, son todos aquellos delitos que son producidos por un 
vehículo automotor, el cual ocasiona daños, lesiones y hasta la muerte de una o varias 
personas. Este tipo de delitos, se dan como resultado de alguna falla mecánica, la 
impericia, y la infracción al deber de cuidado por parte del conductor y/o a su vez por la 
negligencia de los peatones en general.  
 
En este tipo de accidentes, las responsabilidades son determinadas a través de las 
observancia ocular del lugar de los hechos y las pericias respecto al terreno y al vehículo 
que provocó el accidente, ya que en su mayoría este tipo de accidentes producen lesiones 




Para este tipo de delitos, en nuestro ordenamiento legal en el año 2013, se implementaron 
por primera vez los Juzgados de transito y Seguridad Vial, ello con el fin de investigar los 
procesos judiciales derivados de accidentes de tránsito, y todo lo referente a ellos. 
 
Delitos de Homicidio Culposo 
 
Que son, como ya lo referimos anteriormente aquellos delitos que tienen como 
componente esencial a la “culpa”, que es conocida como la “falta de previsión de un 
resultado el mismo que se puede cometer por imprudencia o negligencia en la conducta de 
la persona” (Terragni, 2009, p.11.). Este delito está tipificado en artículo 111º del Código 
Penal, siendo que la pena por este delito puede oscilar entre de dos años hasta cuatro años 
y en caso de estar con agravantes desde cuatro años hasta ocho años.  
 
Lesiones Culposas  
 
Las lesiones son todos aquellos daños que se producen en contra de la persona, en el caso 
especifico, estas lesiones son producidas por accidentes de tránsito, las cuales pueden ser 
generalmente, lesiones en las piernas, internas pélvicas, espalda, espinales, lesiones en los 
pechos brazos, cervicales, cabeza y rostro, o de traumatismo encéfalo craneano entre otras.  
 
Las lesiones del tipo culposo son contempladas en nuestra legislación en la sección de 
delitos contra la Vida el Cuerpo y al Salud las cuales consisten básicamente en lesionar la 
integridad física tanto en el cuerpo como en la salud sin la intención o la voluntad también 
conocida como “dolo”. Este tipo de delitos se encuentran tipificados en el articulo 124º la 
cual contempla una pena de no mayor de un año para lesiones culposas simples, y en su 
caso cuando fueren del tipo agravadas será de un año hasta tres años.  
 
Según el observatorio de índice de criminalidad del Ministerio Público, el promedio de 
delitos por lesiones asciende a 14,300 lesiones por año de los cuales el mayor índice se 
encuentra en la capital. Un dato a añadir es el que cada 03 horas se producen 5 delitos a 
nivel nacional.   
 




El Poder Judicial ante la alta tasa de accidentalidad en materia de tránsito se refiere, 
implementó el 01 de julio del año 2013, a través de resolución administrativa N° 101-
2013-CE-PJ emitida por el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial, la cual resolvió reubicar 
y convertir, a partir de la fecha el  59° Juzgado Especializado en lo Penal Permanente de 
Lima, en el 1° Juzgado de Tránsito y Seguridad Vial Permanente, el 13° Juzgado 
Especializado en lo Civil Permanente en el 2° Juzgado Especializado en Tránsito y 
Seguridad Vial Permanente, el 2° Juzgado de Paz Letrado de Lima en el 1°Juzgado de Paz 
Letrado Tránsito y Seguridad Vial Permanente y el 5° Juzgado de Paz Letrado de Lima, en 
el 2° Juzgado de Paz Letrado Tránsito y Seguridad Permanente, instalando con ello los 
primeros juzgados de tránsito a nivel nacional.  
 
Los primeros Juzgados de tránsito y seguridad vial, fueron creados con el fin de investigar 
íntegramente procesos judiciales que se deriven de accidentes de tránsito tanto en materia 
civil penal así como procesos contenciosos administrativos. De esta manera, se pusieron 
en funcionamiento los primeros cuatro Juzgados: el Primer y Segundo Juzgado 
Especializado de Tránsito y Seguridad Vial Permanente de Lima y primer y Segundo 
Juzgado de Paz Letrado de Tránsito y Seguridad Vial Permanente de Lima. 
 
En ese sentido, los Juzgados especializados en Tránsito y Seguridad Vial conocerán en 
materia civil, todas las pretensiones que se refieren a responsabilidad civil derivadas de 
accidentes de tránsito, así como los asuntos que se deriven de los Juzgados de Paz letrado 
de Tránsito y Seguridad Vial en grado de apelación. En materia penal, estos Juzgados 
conocerán los delitos que tengan vinculación con accidentes de tránsito con detenidos, así 
como en grado de apelación los procesos que vengan de los Juzgados de Paz letrado de 
Tránsito y Seguridad Vial.           
 
Asimismo, en materia contencioso administrativo, conocerán los procesos respecto a los 
problemas con sanciones o multas, como consecuencia de una infracción al Reglamento 
de Tránsito surgida por accidentes de tránsito. En ese sentido, estos juzgados conocerán 
temas que se derivan de procesos administrativos de Entidades Públicas.  
 
Factores que influyen en los Accidentes de Transito.-  
 
Accidentes de Tránsito por Factores Humanos  
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El factor humano juega un papel muy importante en los sucesos de accidentes de tránsito, 
en ese sentido se necesita una capacitación integral del conductor, tanto en educación vial 
como en su estado psicológico.  
 
De esta manera, los accidentes de tránsito por factores humanos, se producen cuando              
la persona, como conductor del vehículo en movimiento, es la que ocasiona por diversas 
razones el accidente. Dentro de este factor se pueden observar diversas razones que lo 
ocasionan, las cuales pueden ser: la distracción, la negligencia al momento de conducir, la 
falta de educación vial, la ingesta de alcohol o de otras sustancias psicotrópicas que 
afectan la atención del conductor, entre otros. 
 
El factor humano es considerado el causante de casi el 90% de accidentes a nivel global, 
siendo una problemática que los países en la actualidad todavía no pueden controlar, 
debido principalmente a falta de una cultura educación vial que los Estados tienen para 
con la sociedad. 
 
Accidentes de Tránsito por Factores Mecánicos  
 
Son aquellos accidentes ocasionados, por fallas mecánicos del vehículo automotor el 
contribuye directamente con el accidente. Entre las fallas mecánicas o averías más 
comunes, se encuentran las relacionadas a las fallas en los frenos, rotura en las 
direcciones, o los neumáticos en mal estado, entre otros.  
 
Accidentes de Tránsito por factores viales y entorno geográfico.- 
 
Este factor refiere a los accidentes que son ocasionados por el mal estado de las vías de las 
pistas o carreteras, la mala o la falta de señalización, la mala iluminación, entre otros. En 
ese sentido, estos factores son externos al agente y se tienen como de entera 
responsabilidad a la autoridad competente como tal.  
 
Asimismo, para este punto debe considerarse la geografía de las rutas en donde se 
producen los accidentes de tránsito, debido a que en nuestro país existen diversidad de 
climas y geografía las cuales dificultan el traslado de vehículos, sobre de buses 




Categoría 02: Accidentes de Tránsito  
 
La evolución de las Sociedades han devenido en el uso de bienes y maquinarias que se 
consideran de alto riesgo para las personas en su vida diaria, siendo que es necesario 
regular estos cambios, el derecho Penal contempla los delitos que se originan como 
consecuencia de los accidentes que originan este tipo de maquinarias o bienes, al no tener 
la debida diligencia en su manejo y uso. 
 
En el planeta mueren aproximadamente 1.3 millones de personas a consecuencia de los 
accidentes de tránsito, así también se tiene que la estadística muestra más de 35 millones 
de personas lesionadas por este tipo de accidentes. Estos accidentes tienen un costo 
aproximado de 518 millones de dólares anuales y se estima que estas cifras aumentaran en 
un 70% en los próximos años.  
 
De esta manera, los accidentes de tránsito son aquellos que ocurren sobre las redes viales 
por vehículos automotrices. Estos accidentes se están haciendo comunes en nuestra 
sociedad y por lo general se producen como consecuencia de diversos factores, entre los 
cuales podemos señalar: el factor humano, el factor mecánico, el factor de vías y de 
entorno geográfico.  
 
En ese sentido, el factor humano refiere a la falta de pericia del conductor o de algún 
comportamiento de su entera responsabilidad, así mismo en el factor mecánico, la causa 
del accidente es básicamente el estado del vehículo que se conduce, que estar referida a 
una falla en los frenos, en la dirección, a la suspensión, en la falta de mantenimiento o en 
las modificaciones inadecuadas, entre otros y finalmente en el factor de vías y entorno 
geográfico se producen por el mal estado de las vías de las pistas o carreteras, la mala o la 
falta de señalización, la mala iluminación, entre otros. Asimismo se comprenden dentro de 
esta categoría la geografía en donde ocurre el accidente. 
 
Nuestra legislación prevé en caso de delitos por accidentes de tránsito del tipo culposo, 
dos figuras delictivas que se encuentran tipificadas en nuestro Código Penal. Estos delitos 
son; el delitos de Homicidio por culpa, delimitado en el artículo 111º del Código Penal, 
cuya pena puede oscilar entre de dos años hasta cuatro años y en el caso concurrir 
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agravantes hasta con ocho años de pena privativa de libertad. Así también el delito de 
Lesiones Culposas contemplado en nuestra legislación como delito contra la Vida el 
Cuerpo y al Salud la cual contempla una pena de no mayor de un año para lesiones 
culposas del tipo simple, y cuando fueren del tipo agravadas hasta con 03 años de pena 
privativa de libertad. 
 
En nuestra sociedad, el índice de accidentes de tránsito sigue aumentando de forma 
alarmante. Esta situación se debe a diversos factores entre los cuales podemos referir 
esencialmente, a la falta de educación vial tanto de conductores como de peatones. Según 
el MTC solo en el 2017 se han producido 88,168 mil accidentes de tránsito, de los cuales 
84,841 se produjeron en redes viales urbanas. 
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La Prisión Preventiva y su evolución en el Derecho.- 
 
Históricamente en el Derecho Antiguo, específicamente en la antigua Grecia, la Prisión 
Preventiva como institución Jurídica no tuvo ninguna aplicación, ello principalmente 
porque desde el punto de vista jurídico, en la legislación griega, primaba la dignidad de la 
persona humana, los derechos inherentes a ella, y las  libertades que ello significaba, 
siendo ello la principal razón por la que no se encuentran registros de su aplicación.  
 
Posteriormente en la Antigua Roma, les era permitido a los jueces penales aplicar la 
Prisión Preventiva de manera discrecional,  sin embargo ello devino en la degeneración de 
esta medida cuya naturaleza es de carácter excepcional, por cuanto se aplicaba de manera 
indiscriminada, sin tener en cuenta los derechos humanos.  En ese sentido, era necesario 
precisar las regulaciones y sanciones para frenar dichas prácticas abusivas, medidas que 
junto a la madurez del Derecho romano, resultó en el respeto que se instituyó en esta 
medida de cautelar, siendo aplicada en delitos contra la Seguridad del Estado, reos 
confesos, y delitos cometidos en flagrancia.  
 
Durante la Edad Media, un con un cambio radical a la posición respecto a la legislación 
romana, la Prisión Preventiva paso de ser una medida de aseguramiento procesal de 
carácter excepcional a ser una medida que se aplicaba en todos los casos, ello, dice la 
historia, con el fin de mantener detenido al imputado a fin de obtener la verdad, 
estableciéndose de esta manera un sistema inquisitorio, un sistema en el cual primaba la 
detención del imputado como una operación preliminar indispensable para seguir con el 
Proceso Penal.  
 
Transcurrida la Edad Media e iniciada la Edad Moderna, edad que estaba constituida 
principalmente por  la Revolución Francesa evento que establece los parámetros de todos 
los sistemas jurídicos Latinoamericanos, es la “Declaración de los Derechos del Hombre y 
del ciudadano” de 1789 la que establece en su artículo 7 la “Obligación de de dictar la 
detención conforme a ley” ello acorde con la Constitución Francesa de 1791 la cual en su 




La nueva corriente humanista a raíz de la revolución francesa justifica la existencia del 
Derecho como un medio para garantizar la convivencia pacífica de las sociedades, 
garantizando la protección de los derechos fundamentales de la persona tales como: La 
Dignidad Humana, La libertad, el libre pensamiento, y la existencia de una Norma 
Suprema (Constitución Política) catalogo de principios de carácter vinculante que fluye a 




Para muchos autores, el Derecho Penal como potestad punitiva del Estado a hechos ilícitos 
debe tener una intervención mínima, ello acorde a una cultura garantista que tiene como 
idea central lo que se denomina como “garantía”, es decir como lo señala el filósofo en 
materia penal Luigi Ferrajoli “cualquier técnica normativa de tutela de un derecho 
subjetivo”.(Ferrajoli, 2009, p.115). 
 
La teoría garantista como tal corresponde por ende a un derecho Penal de intervención 
mínima, es decir de ultima ratio, a través de de limites rígidos a la actuación punitiva y 
represiva del Estado. En ese sentido figuras procesales como la prisión preventiva no 
tienen razón de ser, por cuanto se restringe un derecho fundamental antes de que la 
persona sea juzgada y sentenciada por algún hecho delictivo. 
 
En ese orden de ideas, Ferrajoli señala que la Prisión Preventiva vulnera la presunción de 
inocencia y supone un sacrificio desproporcionado de la libertad de un individuo que no 
ha sido declarado culpable de nada. (Ferrajoli, 2004, p. 505). Siendo que a su parecer esta 
figura procesal vulnera a todas luces la dignidad del ciudadano presunto inocente, y que 
desde el punto de vista procesal, existe una desigualdad entre la autoridad y el acusado. 
 
De esta manera Ferrajoli (2004) señala que: 
 
[…] El imputado debe comparecer libre antes sus jueces, no solo porque así ase asegura la dignidad 
del procesado si no también es decir sobre todo por necesidades procesales: para que quede situado en 
pie de igualdad con la acusación; para que después del interrogatorio y antes del juicio pueda 
organizar eficazmente sus defensas; para que el acusador no pueda hacer trampas, construyendo 
acusaciones y manipulando pruebas a sus espaldas. (p.559) 
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De lo expuesto, cabe resaltar que Ferrojli defiende la Teoría del “Garantismo Penal”, el 
cual consiste en la noción de un derecho penal de intervención mínima, ello junto a figuras 
procesales tales como la Prisión Preventiva, medida que afecta la libertad personal, y de la 




La Prisión Preventiva.- 
 
La Prisión Preventiva puede ser definida como una medida restrictiva de libertad temporal 
que tiene como el aseguramiento del proceso a través de la privación temporal de libertad 
de la persona a quien se le imputa un delito. En ese sentido la Prisión Preventiva tiene 
como fin primordial el garantizar el desarrollo normal del proceso, evitando la sustracción 




La dogmática penal define a los delitos como aquellas acciones u omisiones, que son 




El delito de homicidio como tal, consiste en la acción u omisión que deviene en la muerte 
de una persona, sea realizada esta acción de manera dolosa o culposa. Esta palabra es un 
compuesto de dos palabras provenientes del latín, las cuales son “homo” que significa 




 “La culpa  es voluntaria omisión de diligencia en calcular las consecuencias posibles y 
previsibles del propio hecho”. (Carrara 1877, p.214). 
 
Accidentes de Tránsito.- 
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Son aquellos accidentes que se producen de manera imprevista y que tienen su origen en 
el fallo del factor humano o del  factor mecánico de un vehículo automotor. En este tipo de 
accidentes se ocasionan daños, en ocasiones irreparables, ya sean a una determinada 
persona o personas, o hacia algún bien mueble o inmueble. 
 
1.3. Formulación del problema 
 
“La formulación del problema no es sino afinar y estructurar mas formalmente la idea de 
investigación” (Hernández, et al, 2003, p. 42).  
 
Según lo señalado en la definición  anterior, la formulación del problema nos permitirá 
estructurar de manera adecuada nuestra idea de investigación, con el fin de establecer los 




¿Cómo se aplica la prisión preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de 
tránsito en la jurisdicción de la Corte Superior de Lima Norte? 
 
Problema Específico 1 
 
¿En qué medida la aplicación de la prisión preventiva es proporcional en delitos de 
homicidio culposo por accidentes de tránsito en la jurisdicción de la Corte Superior de 
Lima Norte? 
 
Problema Específico 2 
 
¿De qué manera afecta la prisión preventiva en delitos de homicidio culposo por 
accidentes de tránsito los derechos fundamentales de los procesados en la jurisdicción de 
la Corte Superior de Lima Norte? 
 




La justificación del estudio consiste en brindar una descripción valida del porque se está 
realizando la justificación; descripciones que tienen que ser convincentes de manera que 
se justifique la inversión de material humano y presupuestal (Monje, 2011, p. 68). 
 
Según Ramos (2011) señala que:  
 
[…] Una investigación debe ser conveniente en términos prácticos y necesarios en términos teóricos: 
tal vez ayude a resolver un problema social o ayude a construir una nueva teoría. La justificación 
permite establecer en términos concretos la importancia de la investigación, la trascendencia del 
mismo. (p. 126): 
   
El presente trabajo de investigación, se justifica en razón de conocer porque, a nuestra 
consideración, él cómo en la actualidad se viene aplicando la prisión preventiva en delitos 
flagrantes por homicidio culposo, afectando, a nuestra consideración, el derecho a la 
presunción de inocencia y aplicándose una medida tan drástica como lo es la suspensión 
de las libertades mientras se determina la culpabilidad del imputado. En ese sentido, es 
importante referir que a nuestro criterio, la aplicación de la prisión preventiva en delitos de 
carácter culposo contraviene derechos constitucionales, como lo son el derecho a un 
debido proceso y el derecho a la presunción de inocencia, siendo que esta debería 




La justificación teórica del presente trabajo se fundamenta en la manera como se viene 
aplicando la prisión preventiva en delitos flagrantes de homicidio culposo por accidentes 
de tránsito, según la Corte Superior de Lima Norte, aplicación que consideramos es 
incorrecta debido a que la prisión preventiva es una medida gravosa para el caso de delitos 
de carácter culposo y que asimismo vulnera el derecho a la presunción inocencia del 
imputado. 
 
Consideramos por ello, que esta problemática deviene en una afectación tremendamente 
negativa sobre el imputado, quien al momento en que se le dicta la prisión preventiva, no 
solo se ve impedido un derecho fundamental con los más mínimo elementos de 
convicción,  sino que incide en su integridad psíquica, física y psicológica, debido a que es 
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tratado y ubicado un centros penitenciarios juntamente con personas ya condenadas, y 




La presente  investigación se realiza en razón de que existe, a nuestra consideración, la 
necesidad de una reforma en la  aplicación de la figura de la prisión preventiva en delitos 
en general, pero específicamente en los del tipo culposo. Por ello, la aplicación 
indiscriminada de esta figura procesal, deviene en la afectación de derechos fundamentales 
de la persona, consagrados en la Constitución.  
 
Finalmente, consideramos que nuestra investigación será de interés para abogados en 
general, y operadores jurisdiccionales, que vean en esta problemática un tema debatible 
con necesidad de resolverse en futuras discusiones, por cuanto las libertades personales 
son derechos que no pueden ser afectados salvo por causas concluyentes, en juicios que se 
ajusten al Derecho. 
 
Justificación Metodológica  
 
En el aspecto metodológico, la presente investigación busca mediante la recopilación de 
información a través de las entrevistas que realizaremos, consulta de la diferente 
jurisprudencia, lectura de libros de diferentes juristas y asistencia a audiencias de prisión 
preventiva, encontrar explicaciones a la realidad problemática que planteamos en el 
presente trabajo, en cuanto a la prisión preventiva aplicada a los delitos flagrantes de 
homicidio culposo por accidente de tránsito. 
 
En ese sentido, al centrarnos en una investigación de enfoque cualitativo, esta se orientará 
principalmente al análisis de fuentes documentales, fuentes normativas, casuística, así 
como también el empleo de herramientas de recolección de datos, con la finalidad de 
determinar si se debe aplicar o no la prisión preventiva en delitos flagrantes de homicidio 
culposo por accidentes de tránsito en la Corte Superior de Lima Norte, de modo que 
podamos contrastar los supuestos planteados y a partir de ello, arribar a conclusiones que 
puedan también plantear a su vez sugerencias y/o recomendaciones que resulten  





La presente investigación se lleva cabo a la problemática que significa la aplicación de la 
Prisión Preventiva hoy en día en nuestro país a los diversos casos penales específicamente 
en este caso en delitos de homicidio culposos por accidentes de tránsito. En ese aspecto a 
pesar de que existen diversos informes de la CIDH expresando su preocupación por el uso 
desmedido, irregular y hasta ilegal de esta medida cautelar, se ha convertido en nuestra 
sociedad judicial en una práctica muy recurrida, siendo los casos mediáticos los de mayor 
incidencia por cuanto la indignación de población, los reclamos de diversas personalidades 
políticas conllevan a una presión sobre los jueces para aplicar esta medida tan gravosa que 
afecta el Derecho Fundamental a la Presunción de Inocencia así como el Derecho a la 
Libertad.  
 
En ese orden de ideas, solo en el Perú se tiene a más de 40 mil imputados en prisión 
preventiva denotando con ello una problemática que va mas allá de los derechos 
fundamentales de las personas, problemática que abarca la sobrepoblación de las cárceles, 
la disminución de los recursos de las mismas y la falta de medidas adoptadas por el Estado 
a fin de combatir este problema actual. De esta manera, nuestra investigación pretende 
aportar a esta problemática judicial que afecta a nuestra sociedad en su conjunto a través 
del análisis de esta figura procesal y sus consecuencias con el fin de determinar si es 
viable la aplicación de esta medida en delitos de carácter culposo, delitos que como se 




La justificación legal del presente trabajo se fundamenta esencialmente en la modificación 
del artículo 269º que trata acerca de los presupuestos materiales de la Prisión Preventiva 
ubicado en el capítulo I Título III del nuevo Código Procesal Penal. En el referido artículo 
se señala que el Juez podrá dictar mandato de prisión preventiva según el presupuesto 
señalado en el párrafo a) el cual expresa que de existir elementos de convicción de la 
comisión de un delito (sea doloso o culposo) se podrá dictar mandato de prisión 




En ese orden de ideas consideramos que en la actualidad, no solo en nuestro país si no en 
América Latina en su conjunto, existe un uso indiscriminado de esta figura procesal, que 
busca de alguna manera remediar la deficiente actuación de la administración de justicia, y 
que desnaturaliza su función cautelar del proceso, por cuanto se aplica como pena 
anticipada del delito antes del juzgamiento. En ese sentido, creemos que debe prevalecer 
el respeto a la Constitución y los Derechos esenciales de las personas que son la base de 
nuestras sociedades modernas.   
 
1.5. Supuestos y Objetivos de trabajo 
 
Los objetivos de la investigación están divididos en dos categorías: el general y los 
específicos, de esta manera, Hernández, Fernández y Baptista refieren que: “los objetivos 
de investigación tienen la finalidad de señalar a lo que se aspira en la investigación y 
deben expresarse con claridad, pues son las guías de estudio” (Hernández, Fernández y 
Baptista, 2003, p. 47.).  
 
De esta manera, consideramos que los objetivos, nos orientaran en nuestro proceso de 





Analizar cómo se aplica la prisión preventiva en delitos de homicidio culposo por 
accidentes de tránsito en la jurisdicción de la Corte Superior de Lima Norte. 
 
Objetivo específico 1 
 
Establecer en qué medida la aplicación de la prisión preventiva es proporcional en delitos 
de homicidio culposo por accidentes de tránsito en la jurisdicción de la Corte Superior de 
Lima Norte. 
 




Establecer si la prisión preventiva en delitos por homicidio culposo de accidentes de 
tránsito afecta los derechos fundamentales de procesados en la jurisdicción de la Corte 




“La hipótesis es aquella explicación anticipada que le permite al científico acercarse a la 
realidad. Son soluciones o respuestas tentativas a las preguntas de investigación” (Monje, 
2011, p. 82). Asimismo los supuestos jurídicos son las guías de la investigación, y estas 
sirven como posibles explicaciones al fenómeno estudiado  
 
Es así que los supuestos jurídicos a nuestra consideración, establecen las soluciones 
posibles al problema materia de investigación, y éstas a su vez nos permitirán acercarnos a 
una explicación más clara y efectiva de los objetivos en nuestro proyecto de investigación.  
 
Supuesto Jurídico General 
 
La prisión preventiva, se ha convertido en una práctica común dentro del proceso penal, 
toda vez que los administradores de justicia en nuestro país aplican esta medida cautelar 
en delitos de homicidio culposo por accidente de tránsito como la regla y no como la 
excepción, accidentes que se vienen incrementando año tras año, según estadísticas del 
Consejo de Seguridad Vial, cifra que asciende a 2826 muertos solo en el año 2017.    
 
Supuesto Específicos.-  
 
Supuesto Específico 1 
 
La prisión preventiva deviene en una medida cautelar desproporcionada en delitos de 
carácter culposo por cuanto este tipo de delitos al carecer del elemento volitivo del dolo 
son de menor gravedad, afectando directamente la esfera personal, laboral, social y 
familiar del imputado antes de su juzgamiento, por cuanto deviene en un encierro 
repentino y en las mismas condiciones que los reos comunes en centros penitenciarios 




Supuesto Específico 2 
 
La prisión preventiva afectaría negativamente los derechos fundamentales del procesado 
en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito, toda vez que el Derecho a la 
Libertad debe ser restringido de forma excepcional acorde a los Convenios Internacionales 
en materia de Derechos Humanos y el derecho a la Presunción de Inocencia solo debe ser 



































VII.      MÉTODO 
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Enfoque de la Investigación.-  
 
De acuerdo a Tamayo (1990), “La metodología es la parte más importante en un estudio 
científico, es decir es toda la gama de modalidades, formas que se emplearan en el 
desarrollo de la investigación” (p. 91). En ese sentido Corzo (1973) manifiesta que: “La 
metodología, es el tratado del método”. (pp.214). 
 
En el presente trabajo utilizaremos el enfoque cualitativo, el cual tiene como objeto la 
descripción de las cualidades del fenómeno propuesto, permitiéndonos recopilar 
información basados en la observación y el estudio de la realidad en su contexto natural. 
Este tipo de investigación nos permitirá de una manera más precisa, analizar y comprender 
la realidad problemática que planteamos en el presente trabajo.   
 
Tipo de Investigación.-  
 
La presente investigación corresponde al tipo Básico pues tiene como objeto conocer la si 
se debería aplicar la prisión preventiva en delitos flagrantes de homicidio culposo por 
accidentes de tránsito según la Corte Superior de Lima Norte, buscando con ello saber si 
se debe aplicar esta figura procesal sin vulnerar los derechos fundamentales de los 
imputados. 
 
De esta manera, la investigación básica es conocida también como investigación pura, 
teórica o dogmática. Se caracteriza porque parte de un marco teórico y permanece en él; su 
finalidad radica en formular nuevas teorías o modificar las existentes, en incrementar los 
conocimientos, generar debate, pero sin contrastarlos con ningún aspecto práctico. 
 
Al respecto, Chacón (2012) manifiesta que:  
 
[…] Hay investigación básica también llamada pura o fundamental, que produce conocimiento y 
teorías. Permite la ampliación del conocimiento científico gracias a la creación o modificación de 
teorías; y la investigación Aplicada, que consiste en la utilización de los conocimientos en la práctica. 
Resuelve problemas prácticos (p. 6).  
 
Asimismo, Hernández (2012, expresa que:  
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[…] En la mayoría de los estudios cualitativos no se prueban hipótesis, sino que se generan durante 
el proceso y se perfeccionan conforme se recaban más datos; son un resultado del estudio; el 
enfoque cuantitativo también se guía por áreas o temas significativos de investigación. Sin embargo, 
en lugar de que la claridad sobre las preguntas de investigación e hipótesis proceda a la recolección 
y el análisis de datos, los estudios cualitativos pueden desarrollar preguntas e hipótesis antes, 
durante o después de la recolección y análisis de los datos. (p. 8). 
 
En ese aspecto, la “recopilación de datos que se encuentran en un lugar y tiempo 
determinado, tal y como están, para luego analizarlo y producir conocimiento”. 
(Valderrama 2013, p.164).  
 
Por ello es necesario decir además que una investigación básica, es aquella que permite 
implementar conocimiento, desde el análisis de la información recogida inicialmente de 
una realidad si alterar ni cambiar nada situada además en la región geográfica de Lima 
Norte.  
 
2.1 Diseño de la Investigación 
 
El diseño de la investigación es definido como el “plan o la estrategia que se desarrolla 
para obtener la información que se requiere en una investigación”. Así, el diseño de la  
investigación es el conjunto de procedimientos y estrategias que utilizaremos para obtener 
las respuestas al problema formulado en el presente trabajo de investigación. (Hernández, 
Fernández y Baptista, 2006, p. 158). 
 
En el presente trabajo de investigación se ubica en el diseño de TEORÍA 
FUNDAMENTADA, por cuanto que es a través de la recolección de datos de las fuentes 
secundarias basadas en distintas teorías que permiten la comprensión profunda del 
fenómeno en estudio” (Padilla, Vega y Rincón, 2014, p. 26). 
2.2 Métodos de Muestreo 
 
El muestreo es una herramienta que se utiliza en  las investigaciones científicas, con el fin 
de seleccionar a una determinada cantidad de individuos que componen una población  y 
cuyo estudio nos permitirá recabar, analizar e inferir conclusiones para nuestra 
investigación.   
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El muestreo “consiste en un conjunto de reglas, procedimientos y criterios mediante los 
cuales se selecciona un conjunto de elementos de una población que representan lo que 
sucede en toda esa población”. (Mata et al. 1997, p.19). 
 
En ese orden de ideas,  el muestreo “es la colección de elementos u objetos que procesan 
la información buscada por el investigador y sobre la cual se harán inferencias”. (Malhotra 
2004, p.189). 
 
El tipo de MUESTREO NO PROBABILÍSTICO usado en la presente investigación es 
por conveniencia también conocido como “selección intencionada”. Al respecto, Creswell 
(2008), lo define como “un procedimiento en el que el investigador selecciona a los 
participantes que estén dispuestos a participar y disponibles para ser estudiados”. (p.57).  
 
Para la presente investigación  se utilizará EL MUESTREO NO PROBABILÍSTICO 
POR CONVENIENCIA, por cuanto las personas elegidas para las entrevistas, son 
profesionales en Derecho, especializados en materia penal y que accedieron a nuestra 
entrevista realizada en la jurisdicción de Lima Norte.  
   
Escenario de estudio.- 
 
El escenario de estudio es “la descripción del área donde se va a realizar la investigación 
[…]” (Canales et al, 1994, p. 98). Por su parte, Otiniano y Benites (2014, p. 12) señalan 
que “se debe tener en cuenta el ambiente físico o entorno, describiendo tamaño, […] 
distribución, señales, accesos, […]. También se debe tener en cuenta el ambiente social o 
humano, es decir, formas de organización en grupos […], patrones de interacción […], 
características  […].” 
 
La presente investigación se desarrollara en el distrito Judicial de Lima Norte, 
específicamente en la jurisdicción de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, y está 
dirigida a los Magistrados, especialistas y secretarios judiciales, así como abogados 






Caracterización de Sujetos.- 
 
La caracterización de sujetos consiste en “definir quiénes son los participantes de la 
historia o suceso, las descripciones de los participantes, arquetipos, estilos, conductas, 
patrones, etc. “(Otiniano y Benites, 2014, p. 13).  
 
Los sujetos que actuarán en el desarrollo de nuestra investigación, son  las personas que 
trabajan directa o indirectamente en la Corte Superior de Lima Norte, específicamente 
Jueces, secretarios judiciales y abogados penalistas que desarrollan sus labores en el Poder 
Judicial, a quienes se le realizará las entrevistas correspondientes con el fin de  conocer 
cómo se viene aplicando la prisión preventiva en delitos de homicidio culposo por 
accidentes de tránsito en la jurisdicción de la Corte Superior de Lima Norte, quienes sus 
aportes nos llevarán a conocer diferentes aspectos de medida cautelar de carácter procesal. 
 
De esta manera, para el desarrollo de las entrevistas, se tendrán en consideración los 
cargos especificados en la siguiente tabla: 
 




y  Abogados 
Penalistas de la Corte 
Superior de Justicia 










Juez Penal de Turno 
 
Es el encargado de conocer, con el imputado a su 
disposición, las denuncias formalizadas por el 
Ministerio Público además del requerimiento de la 
prisión preventiva, todo ello con las pautas establecidas 
en la “Circular sobre Prisión Preventiva R.A Nº325-










Es el juez que dirige la Etapa Intermedia conforme al 
modelo acusatorio garantista que adopta nuestro 
Código Procesal Penal de 2004. En ese sentido, el juez 
de la investigación preparatoria no cumple labor alguna 










Es el funcionario público que integra el sistema judicial 
y que tienen a su cargo el conocimiento de las causas 
penales teniendo como labor principal el  apoyo hacia al 
Juez para quien labora.   
 
Son las personas que ofrecen asesoría y consejo legal en 
materia penal, a fin de defender los intereses de sus 
patrocinados en procesos en sede fiscal o judicial, y que 
a cambio reciben una remuneración por sus servicios. 
 
Fuente de elaboración propia. 
 
 




Cargo u ocupación 
 
Lugar de labores 
 
Luz Janet Rugel Medina 
 
Juez  Penal Superior  
 
Primera Sala Penal de 
Apelaciones CSJLN 
 






Primer Juzgad de 
Investigación Preparatoria 
 













Sala Penal de Apelaciones 
CSJLN 
 




Primer Juzgado Penal reos 
en cárcel 
 




Primera Sala Penal de 
Apelaciones 
 





8vo Juzgado Penal de ls 
CSJLN 
 




8vo Juzgado Penal de ls 
CSJLN 
 





Estudio Jurídico Privado 
 






Estudio Jurídico Privado 
Fuente: Elaboración propia 
 
Plan de análisis o trayectoria metodológica.- 
 
El plan de análisis del presente proyecto de investigación se realiza desde un enfoque 
cualitativo, el cual que puede ser visto “[…] como el intento de obtener una comprensión 
profunda de los significados y definiciones de la situación tal como nos la presentan las 
personas, más que la producción de una medida cuantitativa de sus características o 
conducta” (Salgado, 2007, p. 71).  





Por cuanto es una investigación, en la que se han recopilado información en un 
solo momento y en un tiempo único, analizando su incidencia además de la 
interrelación a realizarse en cierto momento. 
 
Exploratorio 
Por cuanto se va a basar en el análisis de la aplicación de la prisión preventiva 
como medida cautelar, y su impacto en los derechos fundamentales de la persona 
dentro de un proceso penal.  
 
2.3 Rigor Científico 
 
Se entiende por rigor científico  “[…] a las reconstrucciones teóricas y […] la búsqueda de 
coherencia entre las interpretaciones, como criterios para evaluar el rigor científico se 
emplean: la dependencia o consistencia lógica, la credibilidad, la auditabilidad o 
confirmabilidad, y la transferibilidad o aplicabilidad” (Otiniano y Benites, 2014, p. 13.). 
Así también, Lincoln y Guba (1985), convienen que la calidad científica se evalúa con 
credibilidad, auditabilidad y transferibilidad. 
 
Respecto de la credibilidad, o también denominada autenticidad, esta se refiere a cómo los 
resultados de una investigación “son verdaderos para las personas que fueron estudiadas y 
para otras personas que han experimentado o estado en contacto con el fenómeno 
investigado”. (Castillo et al., 2003, p.164).  
 
En ese sentido, la credibilidad tiene fundamento en la recolección de información de 
opiniones veraces y especializadas de abogados especializados en materia penal como lo 
son magistrados, secretarios judiciales y abogados que laboran en el Poder Judicial de 
Lima Norte.  
 
Respecto de la auditabilidad o también denominada confirmabilidad, según Castillo y 
Vásquez (2003), se trata de la “habilidad de otro investigador de seguir la pista o la ruta de 
lo que el investigador original ha hecho”. (p. 164).  En ese sentido, es auditable porque de 




Tabla 3: Rigor Científico 
 
 
VALIDACION DE INSTRUMENTO 
 
Datos Generales Cargo Porcentaje 
Jorge Ballesteros García Docente de Derecho– UCV 
Lima Norte. 
Aceptable 93% 
Roque Gutiérrez Nilda 
Yolanda 
Docente de Derecho– UCV 
Lima Norte 
Aceptable 85% 
Jaime Elider Chávez 
Sanchez 







Fuente elaboración propia 
 
Técnicas de recolección de datos  
 
Tanto en el enfoque cualitativo como el cuantitativo la recolección de datos es 
fundamental, sin embargo, el segundo buscará la medición de sus variables con el objeto de 
un análisis estadístico, mientras que para el enfoque cualitativo la recolección de datos será 
información para analizar y comprender, respondiendo de esta forma a nuestras preguntas 
planteadas (Hernández Sampieri, Fernández y Baptista, 2014, pp.396-397). 
En la presente investigación se emplearán las siguientes técnicas: 
 
-Entrevista: 
La entrevista como herramienta para la recolección de datos cualitativos se utiliza 
en los casos en que el problema de estudio no se pueda observar o sea complejo 
(Hernández Sampieri et al, 2014, p. 403). Ante ello, se puede decir que esta técnica 
de recolección de datos es el más eficaz y completa para obtener, ya que el 




La entrevista es aquella entrevista que se realiza a través de un dialogo organizado, 
preparado y diseñado con el fin de comprender e interpretar que hay detrás de cada 
opinión. De esta manera el entrevistador es responsable de recopilar la información 
que es relevante para su estudio analítico de investigación.  
 
En ese sentido, para obtener la referida información relacionada a nuestro proyecto 
de investigación, es imperativo conocer las diferentes afirmaciones y opiniones de 
los Magistrados que aplican y solicitan esta medida, en el presente caso 
Magistrados de la Corte Superior de Lima Norte, usando para ello la técnica de la 
entrevista como instrumento de recolección de datos:  
 
Así, la entrevista es una técnica de comunicación por la cual el entrevistador 
obtiene información relevante por parte del entrevistado. Esta información se 
obtiene de manera directa y personal y generalmente abarcan aspectos subjetivos 
que tales como creencias, opiniones o alguna valoración personal respecto al 
problema investigado (Nahoum, 1961, p.130). 
 
-Análisis documental 
El cual también es definido por Ñaupas et al. (2014), como la recolección de 
información que se percibe de la realidad y/o con los previos conocimientos sobre 
el tema a investigar, es aquí donde la información va aumentando y el investigador 
adquiere mayor apreciación y conocimiento. Se dice que es de fuente tanto 
primaria como secundaria, ya que la fuente de donde se recolecta la información se 
obtuvo tanto sin intermediación, como además de fuentes escritas, contenidas en 
libros y demás fuentes electrónicas (p. 386). 
 
-Análisis Jurisprudencial 
Esta técnica permitió realizar un estudio de Sentencias, Casaciones, Acuerdos 
Plenarios emitidos por los Juzgados y la propia Corte Suprema de Justicia Penal, 
además de Informes de Organismos Internacionales que velan por los Derechos 
Fundamentales de las personas, en el presente caso Derechos esenciales como los 
son la Presunción de Inocencia y la Libertad Personal. 
 




La guía de entrevista: 
La guía de entrevista, es un dialogo abierto entre el investigador y el sujeto de 
investigación, y específicamente con un tema concreto (Ñaupas et al. 2014, p. 
377). 
Para el presente proyecto de investigación, utilizaremos  la guía de entrevista 
instrumental, guía que se basa en una lista formal de datos concretos que se 
necesitan recolectar con el fin de aclarar un hecho o una determinada situación. De 
esta manera se realizará una lista de preguntas y  se agrupará los datos con cierta 
clasificación, a fin de facilitar nuestro trabajo de investigación y nuestro posterior 
análisis.  
 
La guía de análisis documental:  
Es aquella que consiste en analizar los diversos estudios acerca de la prisión 
preventiva en delitos de carácter culposo en accidentes de tránsito, así como el 
estudio,  análisis de diversa jurisprudencia y observación de audiencias referente al 
tema materia de la presente investigación. 
 
La guía de análisis Jurisprudencial:  
Analizar las diversas sentencias, Casaciones, Acuerdos Plenarios e Informes de 
Organismos Internacionales en materia penal, consolidando razonamientos lógicos 
en base  a nuestros objetivos de investigación. 
 
2.4 Análisis Cualitativo de los datos 
 
Confiabilidad 
Para el desarrollo de la presente investigación se utilizó fuentes confiables, como lo es la 
participación de Magistrados de la Corte Superior de Lima Norte, especialistas en materia 
penal, colaborando con sus opiniones y otros alcances que contribuyeron para el desarrollo 
de la presente investigación. 
 
Método de Análisis de Datos 
 
Según Monje (2011, manifiesta que: 
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[..] Todas las entrevistas comparten una estructura básica en la que el investigador tienes las preguntas 
y el sujeto da las respuestas. Sin embargo, las entrevistas cualitativas, a diferencia de las estructuradas, 
siguen el modelo de una conversación entre iguales. (p.150). 
 
Conforme el tema de investigación se utilizó los siguientes métodos:  
 
Método deductivo  
 
“La deducción es un proceso mental de lo general a lo particular, consta su análisis en la 
inferencia de algo general a particularidades”. (Hurtado y Toro, 2007, p 62). 
 
El método deductivo se empleó en la recolección de información para el desarrollo de la 
investigación y poder llegar a una síntesis, contribuyendo al correcto desarrollo del marco 
teórico en cuanto a conceptos jurídicos de lo general a lo particular, la cual tuvo como 
sustento la normativa que regula el trabajo para las personas privadas de libertad como  
parte de su tratamiento penitenciario, el presente método también fue utilizado en las 
entrevistas aplicadas a los especialistas en derecho penal y penitenciario, y también en las 




Mediante este método se analizó de lo particular a lo general, se empleó el presente 
método en el desarrollo del marco teórico, puesto que el tema estudiado se dividió en 
subtemas, los cuales fueron analizados doctrinalmente y en cuanto a su contenido en la 
legislación nacional y extranjera. 
Método Descriptivo 
 
El presente método comprende la descripción de datos y características de una población 
determinada y por lo general no utilizan experimentación, es así que se utilizó dicho 
método en la descripción de los antecedentes así como la descripción de características de 
las situaciones naturales que ocurren en la población penitenciaria sometida a análisis 






A través de este método se hace una interpretación individual es decir, se interpreta 
artículo por artículo de las normas jurídicas relacionadas al tema investigado, el presente 
método solo podrá ser utilizado para el estudio y comprensión de normas legales y no 




La finalidad del análisis es la búsqueda del conocimiento sobre las partes de un todo, 
determinar sus relaciones y la naturaleza de sus efectos, este método fue utilizado en la 
realización de las entrevistas puesto que al obtener las respuestas de cada interrogante, 
estas fueron analizadas contrastando las posiciones de los entrevistados con la propia y 
finalmente llegar a una conclusión (Hurtado, 2007, 67) 
 
Unidad de Análisis: Categorización 
 
Para fines de la presente investigación se conceptualizara 02 categorías y 05 sub 
categorías (unidades temáticas), y ejecutará (10) entrevistas a (10) profesionales, entre los 
cuales se encuentran, Jueces, secretarios judiciales y abogados en materia penal. 
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La prisión preventiva en delitos de homicidio 
culposo, es aquella medida cautelar que 
consiste en la privación temporal de libertad 
de una persona imputada de un delito, 
mientras dure el proceso judicial, En ese 
sentido, el delito de carácter culposo, es 
aquella acción u omisión que comete el autor 
por la falta de deber de cuidado o también 




Principio que consiste en que la 
finalidad de la prisión preventiva 
sea adecuada y necesaria, 
estableciéndose como medio 





Principio que está orientado a 
buscar la menor procedencia de la 
Prisión Preventiva y a propender 











Son aquellos accidentes que se producen de 
manera imprevista y que tienen su origen en el 
fallo del factor humano o del  factor mecánico 







En ese aspecto, el factor humano 
refiere a la falta de pericia del 
conductor o de algún 





En este factor, la causa del 
accidente es básicamente el estado 
del vehículo que se conduce, que 
estar referida a una falla en los 
frenos, en la dirección, a la 
suspensión, en la falta de 
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mantenimiento o en las 




Factores viales y de entorno geográfico  
 
En este aspecto los accidentes se 
producen por el mal estado de las 
vías de las pistas o carreteras, la 
mala o la falta de señalización, la 
mala iluminación, entre otros. 
Asimismo se comprenden dentro 
de esta categoría la geografía en 
donde ocurre el accidente. 
 







2.5 Aspectos Éticos  
 
Para el presente trabajo nos comprometemos a respetar la veracidad de las entrevistas y la 
confiabilidad de la información suministrada  por las personas que trabajan como 
operadores jurídicos, diariamente en la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, entre 
administradores de justicia y abogados penalistas, quienes participarán en nuestro estudio 
referente a la prisión preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito. 
 
De igual forma, se respetará el  esquema establecido por la Universidad cesar Vallejo y las 
indicaciones del asesor metodológico designado. Asimismo, la investigación se realizará 
respetando los derechos de autor y  citando las referencias bibliográficas empleadas bajo 





















































3.1 Descripción de las Entrevistas 
 
Se realizaron la descripción de los resultados alcanzados por esta técnica, a través de las 
entrevistas realizadas se pretende lograr determinar ¿Cómo se aplica la prisión preventiva 
en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito en la jurisdicción de la Corte 
Superior de Lima Norte?  
 
A  continuación, las respuestas de los entrevistados fueron los siguientes: 
 
OBJETIVO GENERAL: Analizar ¿cómo se aplica la prisión preventiva en delitos de 




¿Cree usted si en la actualidad la Prisión Preventiva se aplica de manera excepcional tal y 
como está concebida en la política criminal del Estado Peruano?       
Rugel (2018), considera que la Prisión Preventiva se aplica de manera excepcional y 
conforme a los parámetros establecidos por la Corte Suprema y la diversa jurisprudencia 
en materia penal. 
 
Crisóstomo (2018), manifiesta también que la Prisión Preventiva se aplica de manera 
excepcional, conforme al artículo 268 cumpliendo los presupuestos materiales de la 
referida medida cautelar procesal.  
 
Vásquez (2018), De igual forma considera que la prisión preventiva tiene un carácter 
excepcional y que esta cumple con su fin que es el de resguardar el proceso sus 
actuaciones y la aplicación de la ley Penal. 
 
Linares (2018), a su vez, considera que esta no se aplica de forma excepcional por cuanto 
los magistrados y fiscales buscan asegurar el proceso penal sin considerar el Derecho a la 




Torres (2018), considera que en la actualidad esta figura procesal no se aplica de manera 
excepcional y que más bien esta obedece a una presión mediática y social.  
 
Ñopo (2018), manifiesta que la prisión preventiva no se aplica de manera excepcional y 
esto se debe a que las estadísticas a nivel penitenciario demuestran lo contrario, ya que la 
tercera parte de los reos corresponden a reos sin sentencia.  
 
Jave (2018), considera que la prisión preventiva no se aplica de manera excepcional, y que 
esto queda demostrado en los índices de requerimiento por parte del fiscal así como de las 
resoluciones judiciales que aceptan tales requerimientos. 
 
Tuesta (2018), a su vez manifiesta que la prisión preventiva no se aplica de forma 
excepcional y que al igual que Torres (2018), esta obedece a una presión social y de los 
medios de comunicación.  
 
Perca (2018), señala que en la actualidad esta figura procesal no se aplica de manera 
excepcional sobre todo en la jurisdicción de Lima Norte, y que por el contrario la Prisión 
Preventiva se ha convertido en la regla y no la excepción.  
 
Mailuz (2018), finalmente señala que en la actualidad existe un uso indiscriminado de esta 
medida cautelar y esta a su vez resulta contraria a los derechos fundamentales de la 
persona.  
 
Con referencia a los resultados obtenidos en las entrevistas, se logró analizar que, la 
prisión preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito en la 
jurisdicción de la corte superior de lima norte, se viene aplicando de manera no 
excepcional y que por el contrario ésta se viene aplicando de forma indiscriminada tanto 
por fiscales y jueces según la mayoría de entrevistados,  a excepción de dos magistrados, 




¿Considera usted si el “dolo” o la “culpa” son factores determinantes para aplicar la Prisión 
Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito ? 
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Rugel (2018), considera que el dolo o la culpa si son factores determinantes al momento 
de aplicar la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito 
la diferenciación entra la intención del sujeto activo frente a los delitos de culpa delitos en 
donde se infringe el debe de cuidado o también llamada negligencia.  
 
Crisóstomo (2018), considera que el dolo o la culpa si son factores determinantes al 
momento de aplicar la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes 
de tránsito, ello pese a que se aplica la ley teniendo en cuenta la teoría del casualismo, es 
decir que esta se aplica por el resultado obtenido.  
 
Vásquez (2018), considera que el dolo o la culpa si son factores determinantes al momento 
de aplicar la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito, 
y que esto debe ser valorado por el Juez Penal también al momento de aplicar la pena 
correspondiente. 
 
Linares (2018), Por otro lado considera que, no son factores determinantes al momento de 
aplicar la Prisión Preventiva, ello debido a que esta figura procesal se fundamenta en el 
aseguramiento procesal y no en la valoración de la conducta antijurídica del sujeto activo. 
 
Torres (2018), considera que el dolo o la culpa si son factores determinantes al momento 
de aplicar la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito 
y que debe de existir una valoración distinta al momento de dictar prisión preventiva.   
 
Ñopo (2018), considera que el dolo o la culpa si son factores determinantes al momento de 
aplicar la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito por 
cuanto el dolo representa la intención de dañar el bien jurídico y la culpa la negligencia al 
actuar.  
 
Jave (2018), considera que el dolo o la culpa si son factores determinantes al momento de 
aplicar la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito por 
cuanto debe de existir un mayor reproche al infractor cuando comente el delito con dolo.  
 
Tuesta (2018), considera que el dolo o la culpa no son factores determinantes al momento 
de aplicar la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito 
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por cuanto lo que se busca con la prisión preventiva es el aseguramiento del proceso 
judicial y que el imputado no pueda sustraerse de la pena a imponerse. 
 
Perca (2018), considera que el dolo o la culpa si son factores determinantes al momento de 
aplicar la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito por 
cuanto. 
 
Mailuz (2018), señala finalmente que si son factores determinantes al momento de aplicar 
la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito, por 
cuanto la culpa es el elemento subjetivo de menor gravedad y debe de ser tratado con 
menor severidad.  
 
Con referencia a los resultados obtenidos en las entrevistas, se logró analizar que el “dolo” 
o la “culpa”, como elementos subjetivos del tipo penal, deben de ser factores 
determinantes al momento de aplicar la prisión preventiva en delitos de homicidio culposo 
por accidente de tránsito, en ese sentido, la mayoría de entrevistados consideraron que 
debe de existir una valoración especial por parte del magistrado al momento de aplicar 
esta medida que restringe la libertad locomotora. Así también, de los entrevistados, solo 
dos de ellos, Linares y Tuesta, consideraron el dolo o la culpa no deben de ser factores 
determinantes al momento de aplicar la prisión preventiva  
 
Preguntas 03 
¿Cree usted si en la actualidad se está aplicando la Prisión Preventiva como medida 
cautelar de procesal  o como una pena anticipada del delito? 
 
Rugel (2018), manifiesta que en la actualidad se está aplicando la Prisión Preventiva como 
medida cautelar de procesal, ello por cuanto se aplica bajo el Principio de Legalidad y 
cumpliendo los presupuestos materiales del artículo 265º del Código Procesal Penal.  
 
Crisóstomo (2018), manifiesta que en la actualidad g no está aplicando la Prisión 
Preventiva como medida cautelar de procesal y que por lo contrario se esta aplicando 
como una pena anticipada al delito, ello por cuanto a que se suma de la pena principal de 




Vásquez (2018), señala que en la actualidad no está aplicando la Prisión Preventiva como 
medida cautelar de procesal y que por lo contrario se viene aplicando como la regla y no 
como la excepción.  
 
Linares (2018), dice que en la actualidad si se está aplicando la Prisión Preventiva como 
una pena anticipada al delito, ello debido a la desnaturalización que ha sufrido esta figura 
procesal, ello pese a las recomendaciones de la CIDH que sitúa al Perú como uno de los 
países que usan indiscriminadamente esta medida.   
 
Torres (2018), dice que en la actualidad si se está aplicando la Prisión Preventiva como 
una pena anticipada al delito, ello debido principalmente a la presión de los medios de 
comunicación y la percepción de la sociedad respecto a la falta de justicia en nuestro país.  
 
Ñopo (2018), dice que en la actualidad si se está aplicando la Prisión Preventiva como una 
pena anticipada al delito, situación que se ve reflejada en los casos emblemáticos como el 
ODEBRECHT , Ollanta Humala, Alejandro Toledo, entre otros.  
 
Jave (2018), expresa que en la actualidad si se está aplicando la Prisión Preventiva como 
una pena anticipada al delito, una de las causas a su consideración es la lentitud del Poder 
Judicial y la desidia del Ministerio Publico en sus investigaciones.  
 
Tuesta (2018), señala que en la actualidad si se está aplicando la Prisión Preventiva como 
una pena anticipada al delito, ello por cuanto esta se cumple en un centro Penitenciario de 
Reos Comunes.  
 
Perca (2018), señala que en la actualidad si se está aplicando la Prisión Preventiva como 
una pena anticipada al delito, puesto que no se viene aplicando la jurisprudencia casatoria 
vinculante Nº 628-2012 de Moquegua que habla sobre el Principio de Proporcionalidad.  
 
Mailuz (2018), finalmente señala al igual que Tuesta (2018) que el cumplimiento de la 
Prisión Preventiva en un Centro Penitenciario de reos comunes lo convierte en una pena 





Cree usted si en la actualidad se está aplicando la Prisión Preventiva como medida cautelar 
de procesal  o como una pena anticipada del delito  
 
Con referencia a los resultados obtenidos en las entrevistas, se logró analizar que la 
mayoría de entrevistados coinciden en que en la actualidad la Prisión Preventiva se viene 
aplicando como una pena anticipada del delito, ello debido a diversos factores, como lo 
son  la presión mediática, la percepción de lentitud en el Poder judicial, el cumplimiento 
de la misma en un centro penitenciario común, entre otros. De forma contraria solo Rugel 
señala que en la actualidad se está aplicando la Prisión Preventiva como medida cautelar 
de procesal, ello debido a que se aplica bajo el Principio de Legalidad, siendo que los 
nueve entrevistados restantes señalan que esta se viene aplicando como una pena 
anticipada del delito. 
 
Preguntas 04 
¿Conoce usted si existen medidas alternativas a la Prisión Preventiva? 
 
Rugel (2018),  manifiesta que una alternativa a la prisión preventiva puede ser la 
comparecencia con restricciones, así mismo con el Decreto Legislativo Nº 1229 se 
implementaron medidas alternativas como la vigilancia electrónica, y la detención 
domiciliaria.  
 
Crisóstomo (2018), señala que se puede optar por la comparecencia con restricciones 
como impedimento de salida y ciertas reglas de conducta que pueden ser revocadas o 
confirmadas.   
 
Vásquez (2018), señala que se puede optar así también por la comparecencia con 
restricciones establecida en el artículo 288º del Código Procesal penal, articulo que 
contempla hasta cuatro restricciones.  
 
Linares (2018), señala que se puede optar por la comparecencia con restricciones a fin de 
garantizar el cumplimiento de las actuaciones procesales. 
 




Ñopo (2018),  Se puede optar por la comparecencia con restricciones o por la Detención 
Domiciliaria, conforme al artículo 290º del Código Procesal Penal.  
 
Jave (2018), señala que se puede optar por la comparecencia con restricciones a fin de no 
vulnerar el Derecho a la Libertad Personal.  
 
Tuesta (2018), señala que se puede optar por la comparecencia con restricciones. 
 
Perca (2018),  señala que se puede optar por la comparecencia simple, con restricciones o 
el arresto domiciliario, medidas coercitivas menos gravosas.  
 
Mailuz (2018), señala que se puede optar por la comparecencia con restricciones con el fin 
de garantizar la presencia del imputado en el proceso. 
 
Con referencia a los resultados obtenidos en las entrevistas, se logró analizar que la 
totalidad de los entrevistados conocen medidas alternativas a la Prisión Preventiva, siendo  
la comparecencia con restricciones, la comparecencia simple, el arresto domiciliario, la 
vigilancia electrónica, entre otras.  
 
OBJETIVO ESPECÍFICO Nº 1: Establecer en qué medida la aplicación de la prisión 
preventiva es proporcional en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito 
en la jurisdicción de la Corte Superior de Lima Norte. 
 
Preguntas 05 
¿Cree usted si el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro penitenciario de reos 
comunes, afecta el estado psíquico, emocional y físico de las personas? 
 
Rugel (2018), señala que, la sola privación de la libertad de una persona siempre va 
significar la afectación en el estado de la misma, en ese sentido el cumplimiento de la 
Prisión Preventiva en un centro penitenciario de reos comunes, si afecta el estado 
psíquico, emocional y físico de las personas, sin embargo esta medida debe ser aplicada 




Crisóstomo (2018), señala a su vez que, el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un 
centro penitenciario de reos comunes, si afecta el estado psíquico, emocional y físico de 
las personas y que debería existir por ello un centro alternativo de reclusión para reos sin 
sentencia judicial, sin embargo el INPE carece de medios económicos. 
 
Vásquez (2018), manifiesta que, el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro 
penitenciario de reos comunes, si afecta el estado psíquico, emocional y físico de las 
personas, ello debido a que las condiciones de las cárceles son pésimas en donde se carece 
de todo servicio básico para la vida, ello aunado al hacinamiento de las mismas. 
 
Linares (2018), señala que, el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro 
penitenciario de reos comunes, si afecta el estado psíquico, emocional y físico de las 
personas, y que esta afectación es inevitable, sin embargo señala que se debe ponderar el 
bien jurídico lesionado y garantizar la pena y el resarcimiento del daño ocasionado. 
 
Torres (2018), señala que el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro 
penitenciario de reos comunes, si afecta el estado psíquico, emocional y físico de las 
personas, ello porque el estar recluido en un cárcel representa para la persona un ambiente 
hostil y violento al que no se está acostumbrado, afectando negativamente su esfera 
personal. 
 
Ñopo (2018), señala que el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro 
penitenciario de reos comunes, si afecta el estado psíquico, emocional y físico de las 
personas, por cuanto el vivir en un entorno delictivo de manera tan repentina ocasiona un 
cambio brusco y negativo sobre el procesado.  
 
Jave (2018), señala que el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro 
penitenciario de reos comunes, si afecta el estado psíquico, emocional y físico de las 
personas, y no solo del procesado sino también en su entorno familiar. 
 
Tuesta (2018), señala que el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro 
penitenciario de reos comunes, si afecta el estado psíquico, emocional y físico de las 
personas,  es por ello que se debe ponderar entre los derechos fundamentales de una 
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persona y el asegurar el proceso penal, en ese sentido debe primar el principio de 
proporcionalidad.  
 
Perca (2018), señala que el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro 
penitenciario de reos comunes, si afecta el estado psíquico, emocional y físico de las 
personas, sufriendo traumas y estrés post traumático, ello sin tomar en cuenta el daño 
moral y psíquico. 
 
Mailuz (2018), señala al igual que Perca (2018) que el cumplimiento de la Prisión 
Preventiva en un centro penitenciario de reos comunes, si afecta el estado psíquico, 
emocional y físico de las personas, y mayor aun, cuando estas después del proceso penal 
son declaradas inocentes. 
 
Con referencia a los resultados obtenidos en las entrevistas, la totalidad de entrevistados 
coinciden en que el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro penitenciario de 
reos comunes, si afecta el estado psíquico, emocional y físico de las personas, y que estas 
pueden ser de carácter permanente.  Por ello señalan, debería existir un centro alternativo 
de reclusión para este tipo de procesados. 
 
Preguntas 06 
¿Considera adecuado el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro de reclusión 
de reos comunes o se debe crear un Centro de Reclusión alternativo? 
 
Rugel (2018), señala que el cumplimiento de la Prisión Preventiva debe llevarse a cabo en 
un Centro de reclusión diferente al de reos comunes ello en comparación con otras 
legislaciones, por tanto es inadecuado que se llevo a cabo en un centro de reclusión de 
reos comunes.   
 
Crisóstomo (2018), señala que en nuestro país es necesario el cumplimiento de la prisión 
preventiva en un centro alternativo, puesto que no es lo mismo un centro para una persona 
asesina que para una persona que no ha sido juzgada.  
 
Vásquez (2018), considera que el cumplimiento de la prisión preventiva en un centro de 
reclusión para reos comunes es inadecuado y que debe crearse un centro alternativo de 
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reclusión para reos sin sentencia, ello con el fin de proteger tanto su integridad física como 
psicológica.  
 
Linares (2018), considera que el cumplimiento de la prisión preventiva en un centro de 
reclusión para reos comunes es inadecuado y que debe crearse un centro alternativo de 
reclusión para reos sin sentencia. 
 
Torres (2018), considera que el cumplimiento de la prisión preventiva en un centro de 
reclusión para reos comunes es adecuado, ello debido a que la prisión preventiva es una 
medida de carácter temporal y considera además innecesaria la destinación de recursos 
para fines de creación de un centro alternativo de reclusión. 
 
Ñopo (2018), considera que el cumplimiento de la prisión preventiva en un centro de 
reclusión para reos comunes es inadecuado, y que debe contemplarse la creación de un 
centro alternativo de reclusión con el fin de evitar la convencía del procesado con reos 
comunes.  
 
Jave (2018), considera que el cumplimiento de la prisión preventiva en un centro de 
reclusión para reos comunes es inadecuado, ello aunado al uso indiscriminado de esta 
medida, deviene en hacinamiento en los penales y escasez de recursos básicos para 
supervivencia dentro de los penales.  
 
Tuesta (2018), considera que el cumplimiento de la prisión preventiva en un centro de 
reclusión para reos comunes no es adecuado, y que esta se debería realizar en un Centro 
alternativo, por cuanto se estaría velando por la integridad física y psíquica de los 
procesados antes de su sentencia.  
 
Perca (2018), considera que no se debería llevar a cabo en un centro de reclusión para reos 
comunes y que esta debería llevarse a cabo en un centro alternativo de reclusión, sobre 
todo para los reos primarios. 
 
Mailuz (2018), que no solo no debería llevarse a cabo en un centro de reclusión para reos 
comunes si no que es imprescindible de que esta se cumpla en uno alternativo a fin de 
garantizar la integridad del procesado y alejarlo de reos comunes.  
91 
 
Con referencia a los resultados obtenidos en las entrevistas, se logró analizar que  la 
mayoría de entrevistados coinciden en que  el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un 
centro de reclusión de reos comunes es inadecuado, por cuanto se cumple en el mismo 
régimen carcelario que delincuentes comunes, deviniendo en una afectación psíquica y 
física del procesado antes de su sentencia, En ese sentido, señalan que es necesario la 
creación de un Centro de Reclusión alternativo, para prisión preventiva.  
 
Preguntas 07 
En su opinión personal, ¿Qué efectos representa la aplicación de la prisión preventiva 
judicial cuando quien lo sufrió, posteriormente resulta declarado inocente dentro del 
proceso penal? 
 
Rugel (2018), señala que en definitiva existiría un daño sobre la persona, pero que sin 
embargo la prisión preventiva cumple su fin y garantiza el normal desarrollo del proceso 
penal 
 
Crisóstomo (2018), señala que los efectos serian negativos para la persona y que puede 
recaer en acciones por el error o errores en los que se han incurrido tanto sobre el fiscal 
que lo requirió y el juez que tomo la medida, en un proceso de responsabilidad civil o 
indemnización por error judicial.  
 
Vásquez (2018), a su vez señala que los efectos hacia la persona son innegables ello 
debido principalmente al ambiente hostil que representa la cárcel, sus condiciones y la 
gente que habita en estos centros.  
 
Linares (2018), señala que existen efectos colaterales para los procesados que tiene que 
afrontar una prisión preventiva en centro penitenciario común, cuyos riesgos físicos van 
desde contagios, agresiones, agresiones sexuales, amenazas etc., ello sin considerar el 
sufrimiento de los terceros, en este caso de familiares, amigos y allegados.  
 
Torres (2018), señala que los efectos de la prisión preventiva sobre el procesado que la 
sufrió y que posteriormente fue declarado inocente en definitiva son negativos, sin 




Ñopo (2018), señala que serian negativos y que por ello deberá existir por parte del Estado 
la garantía del cumplimiento del resarcimiento del daño tanto en el ámbito personal, 
laboral, psicológico y social.  
 
Jave (2018), señala que los efectos de una prisión preventiva con una posterior declaración 
de inocencia serian de carácter irreversible, por cuanto el daño a la persona en todos sus 
niveles son innegables, es por ello que se debe tener en cuenta esta figura procesal como 
de ultima ratio. 
 
Tuesta (2018) señala que, los efectos de una prisión preventiva con una posterior 
declaración de inocencia, serian perjudiciales para el procesado, ahora en libertad, es por 
ello que se tiene que tener en cuenta el principio de proporcionalidad y razonabilidad al 
momento de aplicar una medida que afecte un derecho fundamental. 
 
Perca (2018), señala que los efectos representa la aplicación de la prisión preventiva 
judicial cuando quien lo sufrió, posteriormente resulta declarado inocente dentro del 
proceso penal, serían negativos tales como un daño moral, psicológico consecuencia de 
una justicia arbitraria. 
 
Mailuz (2018), señala que los efectos representa la aplicación de la prisión preventiva 
judicial cuando quien lo sufrió posteriormente resulta declarado inocente, resulta en un 
daño irreversible para la persona, para su entorno y su familia, es por ello que esta medida 
tan gravosa tiene que ser usado en casos estrictamente excepcionales.  
 
Con referencia a los resultados obtenidos en las entrevistas, se logró analizar que  la 
mayoría de entrevistados coinciden en que  los efectos que representan la aplicación de la 
prisión preventiva judicial cuando quien lo sufrió, posteriormente resulta declarado 
inocente dentro del proceso penal, resultan en daños irreversibles en algunos casos, daños 
psicológicos, contagios, agresiones, agresiones sexuales, amenazas, entre otros, mayor aun 
si finalizado el proceso penal este resulta declarado inocente.  
 
OBJETIVO ESPECÍFICO Nº 2: Establecer si la prisión preventiva en delitos por 
homicidio culposo de accidentes de tránsito afecta los derechos fundamentales de los 




¿Cree usted si la aplicación de la Prisión Preventiva en delitos de carácter culposo, por 
accidentes de tránsito, vulnera el Derecho Fundamental a la Presunción de Inocencia? 
 
Rugel (2018), No, puesto que  la prisión preventiva no es una medida punitiva, es una 
medida cautelar, cuyo fin es salvaguardar la efectividad de la labor jurisdiccional y con 
ella, no se adelanta opinión respecto a la culpabilidad del imputado en el delito que es 
objeto de acusación. 
 
Crisóstomo (2018), Considera que no, por cuanto existe amparo legal así también el 
Tribunal Constitucional lo ampara siempre y cuando se dé dentro del marco de la ley y el 
Código Procesal Penal.  
 
Vásquez (2018), Si, dado que el Juez al dictar la medida de prisión preventiva impone al 
imputado una especie de pena anticipada, utilizando como criterio lo que se podría llamar 
presunción de culpabilidad  vulnerando de forma directa  el principio constitucional de 
presunción de inocencia. 
 
Linares (2018),  Si, en razón de que  toda persona es inocente hasta que se demuestre lo 
contrario y en virtud de ello esta medida no tiene lugar, pues mal podría el juez  
pronunciarse usando como presunción la culpabilidad o usando elementos de convicción 
sobre los cual el imputado no ha podido defenderse, en tanto estaría hablando de un 
prejuzgamiento con pena anticipada. 
 
Torres (2018) No, en el caso del accidente de tránsito el sujeto que comete el delito ya es 
determinado y en virtud de las diferentes circunstancias que pueden confluir en el hecho,  
el juez usando los criterios establecidos en el artículo 268 del NCPP  en concordancia con 
los señalados en la Casación 626-2013, Moquegua, puede dictaminar la prisión preventiva 
sin que esto signifique una vulneración de la presunción de inocencia. 
 
Ñopo (2018), señala que si, en virtud de que la prisión preventiva se bajo los criterios de 
culpabilidad y solo con el fin de garantizar el buen desarrollo del proceso, sin tener en 
cuenta la afectación que puede recibir el procesado.  
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Jave (2018), señala que si, puesto esta medida es contraria al derecho fundamental de 
presunción de inocencia, por cuanto el proceso recién empieza y este tiene que ser llevado 
desde la cárcel desnaturalizando con ello el proceso penal y causando una violación 
flagrante al derecho de la defensa del imputado, por ello bajo ningún criterio la prisión 
preventiva debería usarse como criterio de culpabilidad antes de la sentencia. 
 
Tuesta (2018), No, en vista que la medida de prisión preventiva como de su propio 
nombre se desprende  no es una sentencia definitiva y el imputado oportunamente podrá 
ejercer su derecho a la defensa promoviendo los alegatos y pruebas que amerite 
conveniente para ejercer su mejor derecho. 
 
Perca (2018), Si, puesto que el derecho fundamental de la presunción de inocencia es una 
presunción Iuris Tantum, es decir que admite prueba en contrario, en razón de ello la única 
forma de desvirtuar la presunción de inocencia es que exista prueba alguna que demuestra 
la culpabilidad del imputado, y en este caso al no existir evacuación de pruebas al 
momento de dictar la medida de prisión preventiva el juez estaría vulnerando este derecho 
fundamental. 
 
Mailuz (2018), Si, en razón de que la imputación de la comisión de un delito solo erige 
una pretensión que persigue como fin una sanción penal,  pero  per se no comporta una 
manifestación de culpabilidad contra el imputado, por tanto,  dictar una medida de prisión 
preventiva en un proceso que no se desarrolla bajo la presunción de culpabilidad se estaría 
violando el derecho fundamental de la presunción de inocencia. 
 
Con referencia a los resultados obtenidos en las entrevistas, se logró analizar que la 
mayoría de entrevistados coinciden en que la aplicación de la Prisión Preventiva en delitos 
de carácter culposo, por accidentes de tránsito si vulnera el Derecho Fundamental a la 
Presunción de Inocencia, ello por cuanto la aplicación de la prisión preventiva se 
desarrolla bajo una presunción de culpabilidad, además de tener que afrontar el proceso de 
la cárcel cuando este recién ha iniciado.  
 
Preguntas 09 
¿Cree usted que la aplicación de la Prisión Preventiva en delitos de carácter culposo por 
accidentes de tránsito, vulnera el Derecho fundamental a la Libertad Personal? 
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Rugel (2018), No, pues de acuerdo a criterios ya establecidos por el tribunal constitucional 
ningún derecho fundamental tiene carácter absoluto, sino que por el contrario, se 
encuentran restringidos, no sólo en razón de su contenido, sino por su vinculo con otros 
derechos constitucionales, es decir, que en razón a las circunstancias un derecho 
fundamental puede ceder frente a otro de la misma naturaleza, y es allí donde entra en la 
ponderación de ambos derechos, debiendo usar el Juez criterios de razonabilidad, 
proporcionalidad en base al bien jurídico lesionado. 
 
Crisóstomo (2018), No, dado que si bien se puede ver limitado el derecho a la libertad 
personal la propia constitución garantizando la protección de los derechos fundamentales 
establece mecanismos bajos los cuales el procesado pueda solicitar sea revocada la medida 
de prisión preventiva. 
 
Vásquez (2018), Si, en razón que la libertad personal es un derecho constitucional 
fundamental,  y hay casos donde el delito cometido es de menor gravedad o el daño 
causado no es de gran magnitud, por tanto imponer una medida de prisión preventiva en 
estos casos desnaturaliza la esencia de dicha medida cautelar aunado al hecho que los 
privados de libertad por medida preventiva no reciben un tratamiento diferenciado con  los 
reos ya  condenados 
 
Linares (2018), No, dado  que,  aun cuando se trata de delito culposo sin que haya 
mediado intención o dolo de parte del imputado, el mismo, puede generar en algunos 
casos daños  irreversibles, en estos casos el juez utilizando criterios objetivos de 
proporcionalidad y racionalidad puede dictar medida coercitiva cautelar de prisión 
preventiva sin que signifique vulneración del derecho a libertad fundamental. 
 
Torres (2018), Si, en vista que si partimos del precepto que toda persona es  inocente hasta 
que se demuestre lo contrario, limitar el derecho fundamental a libertad personal en todo 
el sentido que ello comporta,  se convierte en una transgresión al mandato constitucional, 
dado que de ser considerado inocente el imputado estaríamos en presencia de un lesión 
irreparable por el órgano de justicia sobre un derecho fundamental. 
 
Ñopo (2018), Si, pues al ser un delito culposo frente a un derecho fundamental como lo es 
la libertad personal, limitando la libertad física locomotora del imputado y dándole un 
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tratamiento similar al de un reo condenado, se evidencia la desproporcionalidad de la 
medida dictada en vista que el juez puede utilizar otra medida de igual naturaleza menos 
gravosa que garantice los fines del proceso. 
 
Jave (2018), No, porque aun cuando la libertad personal es un derecho fundamental  el 
mismo no es absoluto y el juez una vez valorados los requisitos necesarios para que opere 
la prisión preventiva, tiene potestad para dictaminarla siempre y cuando existan evidente 
indicios que podría verse afectado los resultados del proceso de no llegar a dictar dicha 
medida. 
 
Tuesta (2018), Si, pues la libertad personal no debería verse vulnerada en delitos de 
carácter culposos pues si bien se produce un daño no ha obrado la intención de causarlo, 
por tanto podría el juez utilizar otras medidas menos lesivas en los derechos 
fundamentales del imputado. 
 
Perca (2018), Considera que si, y que no debería darse una prisión preventiva en casos de 
homicidio culposo por accidentes de tránsito, porque de hacerlo sería vulnerar su derecho 
a la presunción de inocencia.  
 
Mailuz (2018), 8) Si, en razón que toda limitación del derecho de una persona a transitar 
libremente, se transforma en una violación de su derecho fundamental a la libertad 
personal, teniendo de esta manera el juez,  el deber de valorar la proporcionalidad y  la 
real  necesidad de implementar dicha medida en vez de una menos gravosa, pues si bien su 
responsabilidad es garantizar los resultados del proceso también lo es evitar la lesión de 
derechos fundamentales. 
 
Con referencia a los resultados obtenidos en las entrevistas, se logró analizar que la 
mayoría de entrevistados coinciden en que la aplicación de la Prisión Preventiva en delitos 
de carácter culposo por accidentes de tránsito si vulnera el Derecho fundamental a la 
Libertad Personal, ello por cuanto en principio toda persona es inocente hasta 
comprobarse lo contrario y su encierro no resulta proporcional en  delitos de carácter 
culposo, medida que significa afrontar el proceso desde una cárcel con reos ya 





¿Cree usted si en la actualidad los Fiscales y Jueces en materia penal, observan 
debidamente la normativa en el tratamiento de derechos fundamentales al momento de 
requerir y aplicar la Prisión Preventiva respectivamente? 
 
Rugel (2018), Si, dado que hoy en día los jueces no solo se rigen por lo dispuesto en el 
artículo 268 del NCPP,  sino que sus decisiones en cuanto a la imposición de la medida de 
prisión preventiva como mecanismo de salvaguarda de la efectividad del proceso, deben 
sujetarse a criterios adicionales fijados por la doctrina jurisprudencial vinculante  en razón 
de la Casación  626-2013, Moquegua. 
 
Crisóstomo (2018), Considero que no, se ve reflejado en la revocación de esta medida, en 
casos emblemáticos como el de Félix Moreno, Ollanta Humala entre otros. Para ello se 
debe tener en cuenta el pronunciamiento de la Corte Suprema, por ejemplo de 50 casos en 
donde se dicto esta medida, si existe un 20% de estas apeladas y revocadas 
definitivamente no se está dando la debida atención al momento en el que el fiscal 
fundamenta su requerimiento y en la valoración del juez.  
 
Vásquez (2018) No, en la actualidad tanto el fiscal y los jueces tratan de garantizar el 
resultado del proceso dejando de lado en muchos casos las garantías constitucionales del 
imputado, basándose en lo que sería la presunción de culpabilidad más que la presunción 
de inocencia,  pues no consideran las condiciones en las que son recluidos estas personas, 
ya que en el sistema penitenciario no reciben un trato diferenciado con los reos ya 
condenados. 
 
Linares (2018), No, actualmente no observan la normativa relacionado al tratamiento de 
los derechos fundamentales, se sujetan a la aplicación restrictiva de los dispuesto en el 
artículo 268 del NCPP,  aun cuando existe sentencias que fijan criterios vinculantes para 
todos los procesos como lo es la Casación  626-2013, Moquegua que señala que a los 
efectos de dictaminar si opera la medida cautelar de prisión preventiva los jueces deben 
usar los criterios objetivos de proporcionalidad y racionalidad. 
 
Torres (2018), No, en la actualidad los fiscales y los jueces utilizan la prisión preventiva 
como regla general cuando la esencia de la misma es la aplicación de forma excepcional 
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pudiendo  utilizar para ello medidas menos gravosas pero de igual eficacia y 
proporcionalidad. 
 
Ñopo (2018), Si, en vista que en la actualidad los fiscales y jueces tienen la obligación de 
motivar  el porqué se debe dictar la medida preventiva así como motivar la razón  del 
tiempo que durará la medida, es decir deben fundamentar porque dicha medida es 
necesaria y proporcional en el tiempo. 
 
Jave (2018), No, en vista que fiscales y jueces parten de la premisa de que los derechos 
fundamentales no son absolutos y a los fines de garantizar el buen desenvolvimiento del 
proceso dictan la medida de prisión preventiva. 
 
Tuesta (2018), No, en vista que ha quedado perpetuado en el tiempo el criterio de 
visualizar al imputado como presunto culpable y no presunto inocente, por lo cual siempre 
ven como una opción efectiva la aplicación de la medida de prisión preventiva. 
 
Perca (2018), Considero que si, puesto que en la actualidad tanto fiscales como jueces 
aplican la prisión preventiva como una sentencia anticipada al juicio, olvidándose con ello 
el principio de proporcionalidad y derechos fundamentales.  
 
Mailuz (2018), 10) Si, pues la doctrina y las normas son bastante clara sobre la naturaleza 
de la medida de prisión preventiva, la cual es estrictamente de aplicación excepcional, 
pues si esta es dictada sin acogerse a los parámetros necesarios puede estar violando 
derechos fundamentales y el afectado podría interpones su habeas corpus contra la 
resolución que dictaminó dicha medida. 
 
Con referencia a los resultados obtenidos en las entrevistas, se logró según la opinión de la 
mayoría de entrevistados que en la actualidad los Fiscales y Jueces en materia penal no 
observan debidamente la normativa en el tratamiento de derechos fundamentales al 
momento de requerir y aplicar la Prisión Preventiva respectivamente, ello por cuanto esta 
medida se viene usando como la regla y no forma excepcional siguiendo la observancia de 
los tratados internacionales como la  Convención Americana sobre Derechos Humanos y el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como de casaciones como la 
Casación  626-2013, Moquegua, que señala que a los efectos de dictaminar si opera la 
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medida cautelar de prisión preventiva los jueces deben usar los criterios objetivos de 
proporcionalidad y racionalidad. 
 
3.2  Descripción del Análisis Documental.-  
 
-Respecto al objetivo general: Analizar cómo se aplica la prisión preventiva en delitos de 
homicidio culposo por accidentes de tránsito en la jurisdicción de la Corte Superior de 
Lima Norte, se ha analizado el siguiente documento: 
 
El Informe estadístico penitenciario emitido por el INPE del año 2017 
 
Informe a través del cual se señala que la cantidad de internos varones sin sentencia firme 
según estadísticas del 2017 asciende al 39.23%. Además de ello el total de procesados sin 
sentencia asciende en todo el Perú a 33,501 internos.  
 
PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS Vigencia 23 
de marzo de 1976.- 
 
[…] Artículo 9 - Numeral 3.- La prisión preventiva de las personas que hayan de 
ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a 
garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en 
cualquier momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del 
fallo.  
 
Análisis e interpretación 
 
Según el presente artículo expreso en el pacto internacional de derechos civiles y políticos, 
la privación de la libertad no debe ser la regla si no la excepción, ello en atención a un 
ejercicio del Derecho con “garantismo” o también denominado “garantismo penal” que 
tutele en principio los derechos fundamentales de la persona, esto es, en observancia a la 
Constitución y a los Convenios Internacionales. En ese sentido las garantías, constituyen 





Sentencia 01091-2002-HC/TC referida en la SENTENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL EXP N° 00502-2018-PHC/TC Acumulado con el expediente N° 
04780-2017-PHC/TC-Piura. 
 
Fundamento Nº 07 
[…] En ese sentido, considera el Tribunal Constitucional que si bien la detención 
judicial preventiva constituye una medida que limita la libertad física, por sí misma, 
ésta no es inconstitucional. Sin embargo, por el hecho de tratarse de una medida 
que restringe la libertad locomotora, dictada pese a que, mientras no exista 
sentencia condenatoria firme, al procesado le asiste el derecho a que se presuma su 
inocencia; cualquier restricción de ella siempre debe considerarse la última ratio a 
la que el juzgador debe apelar, esto es, susceptible de dictarse sólo en 
circunstancias verdaderamente excepcionales y no como regla general. Ese, pues, 
es el propósito del artículo 9.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, según el cual "la prisión preventiva de las personas que hayan de ser 
juzgadas no debe ser la regla general", y también la interpretación que de ella ha 
expresado la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Caso Suárez Rosero. 
Ecuador, párrafo 77, en Sergio García Ramírez, Jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, UNAM, México 2001 (pág. 417). 
Análisis e interpretación 
El tribunal Constitucional en la presente sentencia, señala que la prisión preventiva como 
tal no es una figura procesal inconstitucional,  sin embargo como esta medida contiene un 
mandato de privación de la libertad locomotora, esta tiene que ser aplicada de última ratio, 
por cuanto al procesado le asiste el derecho a la presunción de inocencia, ello dentro del 
derecho desde el punto de vista humanista, el cual concibe la dignidad y la libertad de la 
persona como el eje fundamental de su existencia.  
La Sentencia de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de la República - 
Casación N° 626-2013, Moquegua emitida con fecha 27 de febrero de 2016. 
 
[…] Declararon FUNDADO el recurso de casación para el desarrollo de doctrina jurisprudencial, 
en relación con la causal de inobservancia de garantías constitucionales de carácter procesal, 
101 
 
interpuesto por el representante del Ministerio Público de la Primera Fiscalía Superior Penal de 
Moquegua, contra el auto de vista del veintiuno de octubre de dos mil trece, obrante a fojas 
doscientos setenta y tres, que por mayoría revocó la resolución del veintiséis de septiembre  de  dos  
mil  trece, que declaró fundado el requerimiento de prisión preventiva contra Marco Antonio 
Gutiérrez Mamani y reformándola: dictaron en su contra comparecencia con restricciones sujeta al 
cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: a) Comparecer quincenalmente al Juzgado de 
Investigación Preparatoria que previno, a efectos de registrar su asistencia e informar de sus 
actividades. b) No variar su domicilio ni salir de la ciudad sin autorización judicial. c) Abstenerse 
de cercanía a la familia de la víctima y testigos, inclusive la comunicación telefónica. d) 
Prohibición de frecuentar lugares de expendio de bebidas alcohólicas y drogas. e) Obligación de 
concurrir puntualmente a todas las citaciones que efectúe el Ministerio Público en la investigación 
preparatoria en curso, así como a las que realice el órgano jurisdiccional. f) Pagar una caución 
económica de siete mil nuevos soles, previa a la excarcelación. Bajo apercibimiento, en caso de 
incumplimiento, de revocarse la decisión; en el proceso que se le sigue por la presunta comisión del 
delito contra la Vida, el Cuerpo y la Salud- homicidio calificado, previsto en el inciso tres del 
artículo ciento ocho del Código Penal, en agravio de Mirian Erika Aucatinco López; con lo demás 
que contiene. En consecuencia: NULO el citado auto de vista del veintiuno de octubre de dos mil 
trece, obrante a fojas doscientos setenta y tres y la resolución de primera instancia del veintiséis de 
septiembre de dos mil trece, de fojas doscientos veintiséis (p.39). 
 
Análisis e interpretación 
 
La Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de la República, a través de la sentencia 
recaída en la Casación 2626-2013, Moquegua, publicada hoy 27 de febrero de 2016 se 
pronunció respecto a la audiencia, motivación y elementos de la prisión preventiva, ello 
con el fin de sentar jurisprudencia de obligatorio cumplimiento para los jueces y las salas 
penales del país. En ese sentido cabe resaltar que esta Casación delimita los parámetros a 
seguir respecto al requerimiento, audiencia y auto de prisión preventiva: 
 
Respecto al requerimiento, audiencia y auto de prisión preventiva señala que la Audiencia 
de prisión preventiva deberá constar de 5 etapas las cuales se distribuyen en los primeros 3 
presupuestos materiales el 4 respecto a la proporcionalidad y el 5 respecto a la duración de 
la medida. Asimismo queda establecido de forma vinculante que el fiscal deba tener cada 
uno de estos aspectos por escrito y fundamentado exhaustivamente. 
 
Respecto a los presupuestos materiales, de los fundados y graves elementos de convicción, 
precisa que no debe haber certeza de la comisión de delito pero si un alto grado de 
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probabilidad, respecto a la prognosis de la pena señala lo desproporcional que sería dictar 
prisión preventiva a quien sería sancionado con una pena suspendida así también señala la 
determinación de la pena debe considerar 3 factores, a) circunstancias generales 
atenuantes y agravantes; b) causales de disminución o agravación de la punición; y c) la 
regla del artículo 45 del NCPP.  
 
Asimismo respecto al artículo 269 elementos del peligro de fuga señala respecto al 
Arraigo que no existe ninguna razón jurídica para entender que la presencia de algún tipo 
de arraigo descarta, a priori, la utilización de la prisión preventiva. En ese sentido, a través 
de esta Casación se sientan parámetros como precedente vinculante a los Jueces Penales a 
fin de que se dicte la Prisión preventiva acorde al Debido Proceso y respetando las 
garantías constitucionales con el fin de proteger los derechos del imputado.  
 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus 
resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 
1977. 
 
[…] 8. Los reclusos pertenecientes a categorías diversas deberán ser alojados en diferentes 
establecimientos o en diferentes secciones dentro de los establecimientos, según su sexo y 
edad, sus antecedentes, los motivos de su detención y el trato que corresponda aplicarles. 
Es decir que: a) Los hombres y las mujeres deberán ser recluidos, hasta donde fuere 
posible, en establecimientos diferentes; en un establecimiento en el que se reciban hombres 
y mujeres, el conjunto de locales destinado a las mujeres deberá estar completamente 
separado; b) Los detenidos en prisión preventiva deberán ser separados de los que están 
cumpliendo condena (p.120). 
 
Análisis e interpretación 
 
La presente reglamentación respecto a los reclusos tiene su razón de ser en diferenciar a los 
presos con sentencias de aquellos que están sin ella, en ese sentido Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, recomienda a 
los Estados a tener establecimientos penitenciarios diferentes, y mayor aun que estos deben 
estar diferenciados no solo de género si no que según sexo edad antecedentes, motivos de 
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su detención y trato. Recomendación que sin embargo se cumplen en muy pocos países de 
América Latina.  
 
-Respecto al objetivo específico Nº 01: Establecer en qué medida la aplicación de la 
prisión preventiva es proporcional en delitos de homicidio culposo por accidentes de 
tránsito en la jurisdicción de la Corte Superior de Lima Norte, se ha analizado el siguiente 
documento: 
 
Resolución de Sentencia de la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de 
Huancavelica  Expediente N° 27-95. 
 
[…] Pronunciada por la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica, en la 
instrucción número veintisiete del noventa y cinco, seguida contra Juan Carlos Quispe Molina por 
los delitos contra la vida el cuerpo y la salud, en su modalidad de homicidio culposo y lesiones 
culposas, omisión de auxilio y exposición a peligro y contra la administración de justicia, en su 
modalidad de omisión de auxilio en accidentes de tránsito, en agravio de los fallecidos: Lucio Flores 
Palomino y otros, los heridos: Jaime Márquez Ruiz y otros. CONDENARON a Juan Carlos Quispe 
Molina a tres años de pena privativa de libertad, la que suspendieron en su ejecución; y al pago por 
concepto de reparación civil a favor de los agraviados, de la suma de: diez mil nuevos soles, a favor 
de los herederos legales de los agraviados fallecidos, y cinco mil nuevos soles a favor de los 
agraviados heridos; debiendo prorratearse las mencionadas cantidades entre dichos agraviados; 
SEÑALARON como período de prueba el de dos años; IMPUSIERON al mismo sentenciado la 
pena de inhabilitación de dos años de privados de la profesión de chofer profesional, incapacidad 
para obtener mandato, cargo, empleo o comisión de carácter público, la que también suspendieron; 
CONDENARON al mismo procesado a la pena de multa a favor del Estado de noventa días de su 
ingreso promedio diario del condenado, la misma que deberá ser pagada dentro de diez días de 
pronunciada esta sentencia, o desde que quede ejecutoriada; ordenaron el archivamiento definitivo 
de la causa en este respecto, con aviso al Juez de origen; mandaron anular los antecedentes policiales 
y judiciales del encausado, remitiéndose copia de esta resolución a las entidades respectivas; y no 
apareciendo de autos las partidas de defunción de los agraviados, por lo que en aplicación del 
artículo cincuenta y uno de la norma adjetiva penal (p.56). 
 
Análisis e interpretación 
En la presente resolución de sentencia se seguía el proceso de Instrucción en contra de 
Juan Carlos Quispe Molina por los delitos contra la vida el cuerpo y la salud, en sus 
modalidades de homicidio culposo, lesiones culposas, omisión de auxilio y exposición a 
peligro, y contra la administración de justicia (omisión de auxilio en accidente de tránsito), 
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en agravio de aproximadamente 30 fallecidos y 15 heridos por causal de accidente de bus, 
sin embargo después de casi dos años de proceso judicial Juan Carlos Quispe Molina fue 
condenado a cuatro años de pena privativa de libertad, la misma que fue suspendida en su 
ejecución. En ese sentido cabe resaltar que a pesar de que el autor de los delitos señalados 
líneas precedentes fue condenado a pena privativa de la libertad esta fue suspendida por lo 
que una Prisión Preventiva en este caso a pesar de la gravedad del asunto habría sido 
desproporcionada y abusiva por cuanto la sentencia final establecía una pena privativa de 
libertad pero en forma suspendida.  
 
-Respecto al objetivo especifico Nº 02: Establecer si la prisión preventiva en delitos por 
homicidio culposo de accidentes de tránsito afecta los derechos fundamentales de los 
procesados  en la jurisdicción de la Corte Superior de Lima Norte, se ha analizado el 
siguiente documento: 
 
Informe sobre medidas dirigidas a reducir el uso de la prisión preventiva en América 
emitido por Comisión Interamericana de Derechos Humanos CIDH órgano adscrito a 
la OEA de fecha 03 de julio de 2017. 
 
 
[…] Respecto a las medidas alternativas, la CIDH reitera la importancia de su aplicación para 
racionalizar el uso de la prisión preventiva, y por consiguiente, para hacer frente al hacinamiento y 
ajustar su uso a los estándares internacionales aplicables. En particular, la CIDH analiza las 
considerables ventajas que derivan de su utilización, a fin de: a) evitar la desintegración y 
estigmatización comunitaria derivada de las consecuencias personales, familiares y sociales que 
genera la prisión preventiva; b) disminuir las tasas de reincidencia, y c) utilizar de manera más 
eficiente los recursos públicos. Asimismo, la CIDH reitera que las personas en prisión preventiva se 
encuentran en una situación de desventaja procesal respecto de aquéllas que enfrentan el proceso en 
libertad. Durante los últimos años, la CIDH observa que diversos Estados –tales como Argentina, 
Brasil, Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Ecuador, Estados Unidos, Guatemala, 
Jamaica, México, Panamá, Perú, y República Dominicana– han realizado acciones dirigidas a 
utilizar medidas alternativas para reducir el uso de la prisión preventiva. En términos generales, los 
tipos de medidas cuya implementación involucró mayores esfuerzos por parte de los Estados durante 
los últimos años, consisten en las siguientes: a) mecanismos electrónicos de seguimiento, b) 
procesos de justicia restaurativa en materia penal, y c) programas de tratamiento de drogas bajo 




A través de este informe emitido en el año 2017 la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos CIDH emitió una opinión respecto al uso de la Prisión preventiva en países 
latinoamericanos entre los que se encuentra el Perú, sugiriendo medidas alternativas para la 
reducción de esta medida por parte de los Estados, los cuales pueden ser entre otros, 
mecanismos electrónicos de seguimiento, procesos de justicia restaurativa en materia 
penal, y programas de tratamiento de drogas bajo supervisión judicial. En ese sentido la 
Comisión señala lo preocupante que es el porcentaje que va en aumento de personas 
imputadas de un delito sin sentencia que cumplen prisión preventiva en la actualidad que 
suman casi 40 mil, es decir más del 30% de la población penitenciaria. 
 
Según lo señalado, la Comisión señala que bajo el seguimiento que ha venido realizando 
desde hace casi 20 años, observa que la prisión preventiva se viene utilizando como la 
“regla” y no como la excepción contraviniendo el Derecho Fundamental a la presunción de 
inocencia, y solicitando a los Estados se sujeten a los estándares internacionales en materia 
de derechos humanos. 
 
Asimismo señala que, el uso no excepcional de esta medida tan gravosa que afecta la 
libertad es uno de los problemas más graves que afronta Latinoamérica en cuanto a respeto 
y garantía de los derechos de las personas privadas de su libertad, considerando además 
que el uso indiscriminado de esta medida cautelar denota un evidente fracaso de la 
Administración de Justicia de los países referidos en dicho informe y constituye un 
problema estructural de carácter social inaceptable en sociedades democráticas.   
 
Corte Interamericana de Derechos Humanos Caso Tibi Vs. Ecuador Sentencia de 07 
de septiembre de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas) 
 
[…] Párrafo 106: “La Corte considera indispensable destacar que la prisión 
preventiva es la medida más severa que se le puede aplicar al imputado de un 
delito, motivo por el cual su aplicación debe tener un carácter excepcional, en 
virtud de que se encuentra limitada por los principios de legalidad, presunción de 
inocencia, necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad 
democrática. (p.124). 
 
Análisis e interpretación 
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La prisión preventiva como tal, es una restricción a la libertad, y esta debe ser usado de 
forma excepcional, argumento establecido por los jueces en el caso Tibi Vs. Ecuador 
Sentencia de 07 de septiembre de 2004, a través de la cual se sentencio al estado 
ecuatoriano a indemnizar al ciudadano Daniel David Tibi, señalando además que en 
Ecuador la aplicación de la prisión preventiva se ha constituido en la regla y no en la 
excepción. Asimismo señala en su sentencia que la prisión preventiva se sustenta en la 
necesidad de que se cumplan primeramente los siguientes criterios acogidos segun la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, todos ellos sustentados en el informe No. 
Nº 2 del año 1997  los cuales son: 
 
i) Presunción de que el acusado ha cometido un delito;  
ii) Peligro de fuga;  
iii) Riesgo de comisión de nuevos delitos; y  
iv) Necesidad de investigar y posibilidad de colusión.  
 
De esta manera, para decretar dicha medida, se debe satisfacer ciertos requisitos de fondo: 
que se trate de un delito de acción pública, que el delito esté sancionado con una pena 
mayor a un año de prisión, que existan indicios suficientes sobre la existencia de un delito 
de acción pública y que existan indicios claros y precisos de que el imputado es autor o 
cómplice del delito. La prisión preventiva, además debe sujetarse a ciertos requisitos de 
forma: competencia, formalidades, agentes de la aprehensión y contenido del auto.  
 
Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos Adoptadas por el Primer 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, la cual señala  
 
[…] En su artículo 12. Recomienda a los Estados Miembros que continúen 
procurando limitar el hacinamiento en las cárceles y, cuando proceda, recurran a 
medidas no privativas de libertad como alternativa a la prisión preventiva (p12). 
 
Análisis e interpretación 
 
Las reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente, fueron adoptadas en el Primer Congreso de las Naciones 
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Unidas denominado bajo el mismo nombre, su objeto primordial no fue el de establecer un 
sistema penitenciario modelo si no fue el de establecer parámetros y principios para el 
tratamiento de los reclusos, ello en atención de que no en todos los países debido a su 
condición económica, jurídica y social se pueden aplicar tas las reglas establecidas, sin 
embargo se insta a realizar dichos esfuerzos en pos del bienestar de las personas 
procesadas o sentenciadas.  
En ese sentido, es muy conocido que en nuestro país el hacinamiento y las condiciones 
carcelarias son paupérrimas, ello aunado a la  corrupción, el trafico de drogas y el dominio 
de ciertos grupos dentro de los penales, deviene en una crisis estructural que requiere una 
inmediata atención de parte del Estado con políticas de cambio en materia penitenciaria 
urgentes. Así en estas condiciones, estos centros de reclusión se vuelven en lugares en 
donde se hace imposible recluir a mas presos peor aun cuando estos no tienen sentencia.  
 
Al respecto, en nuestra legislación con la delegación de facultades en el gobierno de 
Ollanta Humana, se implementaron diversos mecanismos alternativos al de la prisión 
preventiva, ello con el fin de evitar no solo el hacinamiento de las cárceles sino que 
además el de proteger los derechos fundamentales. En ese sentido ahora se dispone de 
mecanismos alternos a la prisión preventiva como el arresto domiciliario, la vigilancia 
electrónica, medidas que sin embargo son poco conocidas y aplicadas por los jueces para 
delitos en donde sea necesaria su aplicación.  
 
Es conocida ya nuestra realidad penitenciaria, cifras que suben cada año de forma 
alarmante, según las estadísticas del INPE en las cárceles existen hasta el 30% de reos sin 
sentencia, cifra que equivale a la escases de servicios básicos, y de un hacinamiento 





















IV.       DISCUSION 
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La presente investigación académica, tuvo como propósito principal analizar como se 
viene aplicando la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes de 
tránsito según la jurisdicción de la Corte Superior de Lima Norte, por ende para resolver 
este objetivo, resultó conveniente analizar si en la actualidad tanto fiscales como jueces 
vienen aplicando s sus requerimientos y mandatos, los principios de proporcionalidad y 
razonabilidad, y si estos afectan los principios constitucionales de la libertad personal y la 
presunción de Inocencia. Así, concluida la investigación, se ha determinado los principales 
hallazgos de la investigación con los antecedentes, marco teórico y los resultados 
obtenidos a través del trabajo de campo de la siguiente forma: 
 
De los resultados obtenidos, se puede determinar que con el fin de subsanar las 
deficiencias en los sistemas judiciales tanto en nuestro país como en muchos países de 
América Latina, se viene aplicando la medida cautelar llamada Prisión preventiva, que es 
una medida de aseguramiento procesal que consiste en privar de la libertad al procesado 
(imputado), con el fin de que este no entorpezca las investigaciones que determinen su 
culpabilidad así como que no se sustraiga de la justicia. 
 
En ese sentido, la constitución política del Perú en su artículo 1º señala que la defensa de la 
persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado, 
esto aunado al artículo 2º numeral 24º el cual en su inciso “e” señala que “toda persona es 
considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su responsabilidad”, 
artículos que señalan expresamente el derecho que tiene toda persona a su libertad y su 
presunción de inocencia.  
 
Es por ello que la prisión preventiva se concibe como una medida excepcional; por cuanto 
esta medida es la excepción y no la regla, existiendo en nuestra legislación otras medidas 
menos gravosas tales como la comparecencia con restricciones, el impedimento de salida 
del país, o hasta el arresto domiciliario, todo ello con el fin de proteger los derechos 
fundamentales de las personas por cuanto sin existir aun sentencia firme nadie puede ser 
privado de su libertad 
 
Asimismo, este principio introduce también en toda nuestra legislación, ello se   evidencia 
en el artículo 253º del Nuevo Código Procesal Penal del Título I Preceptos generales, el 
cual refiere a la autorización legal que requieren las restricciones de derechos 
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fundamentales, en ese caso en especial, el de la Libertad. Asimismo refiere que una medida 
restrictiva de libertad deberá imponerse sujeto al Principio de Proporcionalidad, principio 
que constituye el parámetro de examen para la legalidad de las leyes acorde a la 
Constitución Política y los Derechos fundamentales de la persona. 
 
En ese orden de ideas, Cubas en el año 2009 manifestó que la prisión preventiva es una 
medida cautelar de carácter personal, provisional y excepcional, que es dictada a través del 
Juez en contra de un procesado, restringiendo con ello su libertad individual, todo ello a 
fin de asegurar el proceso penal, sin embargo también señala que este mandato está 
limitado a los supuestos que la ley prevé.  
 
Así también, el Artículo 9 del pacto internacional de derechos civiles y políticos, cuyo 
texto señala que la prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe 
ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la 
comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias 
procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo, se da en razón de que la privación de la 
libertad no debe ser la regla si no la excepción, ello en atención a un ejercicio del Derecho 
con “garantismo” o también denominado “garantismo penal” que tutele en principio los 
derechos fundamentales de la persona, esto es, en observancia a la Constitución y a los 
Convenios Internacionales.  
 
Asimismo señala que, el uso no excepcional de esta medida tan gravosa que afecta la 
libertad es uno de los problemas más graves que afronta Latinoamérica en cuanto a respeto 
y garantía de los derechos de las personas privadas de su libertad, considerando además 
que el uso indiscriminado de esta medida cautelar denota un evidente fracaso de la 
Administración de Justicia de los países referidos en dicho informe y constituye un 
problema estructural de carácter social inaceptable en sociedades democráticas.   
 
De esta manera, se tiene que analizar  cómo se aplica la prisión preventiva en delitos de 
homicidio culposo por accidentes de tránsito en la jurisdicción de la Corte Superior 
de Lima Norte objetivo que, según la mayoría de entrevistados consideraron que en la 
actualidad la Prisión preventiva se viene aplicando de forma indiscriminada y de manera 
no excepcional en nuestro país, ello sin atender las recomendaciones de entes 
internacionales y los principios de proporcionalidad y razonabilidad.  
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La entrevistada Linares, considera que la prisión preventiva se viene aplicando de forma 
no excepcional por cuanto se busca asegurar el proceso penal sin considerar el Derecho a 
la libertad  y la presunción de inocencia. Así también el entrevistado Torres, considera que 
en la actualidad esta figura procesal no se aplica de manera excepcional y que más bien 
esta obedece a una presión mediática y social. 
 
La entrevistada Ñopo, considera que la prisión preventiva no se aplica de manera 
excepcional y esto se debe a que las estadísticas a nivel penitenciario demuestran lo 
contrario, ya que la tercera parte de los reos corresponden a reos sin sentencia Así también 
el entrevistado, Jave a su vez considera que la prisión preventiva no se aplica de manera 
excepcional, y que esto queda demostrado en los índices de requerimiento por parte del 
fiscal así como de las resoluciones judiciales que aceptan tales requerimientos. 
 
Tuesta, a su vez manifiesta que la prisión preventiva no se aplica de forma excepcional y 
que al igual que Torres, esta obedece a una presión social y de los medios de 
comunicación. En ese mismo orden de ideas, Perca, señala que en la actualidad esta figura 
procesal no se aplica de manera excepcional sobre todo en la jurisdicción de Lima Norte, y 
que por el contrario la Prisión Preventiva se ha convertido en la regla y no la excepción.  
 
Jave , considera que la prisión preventiva no se aplica de manera excepcional, y que esto 
queda demostrado en los índices de requerimiento por parte del fiscal así como de las 
resoluciones judiciales que aceptan tales requerimientos. 
 
Perca, señala que en la actualidad esta figura procesal no se aplica de manera excepcional 
sobre todo en la jurisdicción de Lima Norte, y que por el contrario la Prisión Preventiva se 
ha convertido en la regla y no la excepción.  
 
Finalmente, Bedón 2010, en su tesis Medidas Cautelares: Especial referencia a la prisión 
preventiva en la legislación penal ecuatoriana refiere que, en Ecuador se ha llevado a cabo 
una sistemática desnaturalización de la prisión preventiva, ello principalmente a que no 
existe una regulación estricta respecto a los presupuestos por los cuales deberían proceder 
la prisión preventiva, y la falta de conciencia de que esta tiene carácter excepcional.  
Por su parte Cabana (2015), en su tesis Abuso de mandato de prisión preventivo y su 
incidencia en el crecimiento de la población penal en el Perú, señala que uno de los 
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factores por el cual se viene acrecentando la población penitenciaria en el Perú, es por el 
abuso de la prisión preventiva como medida de aseguramiento procesal, en espera de su 
juicio, para ello utilizo una estadística en el Penal de Juliaca, en donde determino que 
existían 924 reos de los cuales 323 estaban con prisión preventiva es decir el 34,96%. 
 
La   Comisión Interamericana de Derechos Humanos CIDH con fecha 03 de julio de 2017 
emitió un informe sobre medidas dirigidas a reducir el uso de la prisión preventiva en 
América Latina incluyendo nuestro país, informe en el cual se señala que bajo el 
seguimiento que ha venido realizando desde hace casi 20 años, observa que la prisión 
preventiva se viene utilizando como la “regla” y no como la excepción contraviniendo el 
Derecho Fundamental a la presunción de inocencia, y solicitando a los Estados se sujeten a 
los estándares internacionales en materia de derechos humanos. 
 
Respecto a establecer establecer en qué medida la aplicación de la prisión preventiva 
es proporcional en delitos de homicidio culposo por accidentes de tránsito en la 
jurisdicción de la Corte Superior de Lima Norte., se tiene que en principio que según 
estadísticas del INEI solo en el año 2017 se han producido 2,826 muertes en accidentes de 
tránsito, cifras que muestran la real dimensión del problema respecto accidentes de 
tránsito, materia que necesita una urgente reforma en materia de prevención y en materia 
penal.  
 
Los delitos por accidente de tránsito, se producen con vehículo automotor, el cual 
ocasiona daños, lesiones y/o hasta la muerte de una o varias personas. En el caso 
específico de requerimiento para prisión preventiva, este se aplica en delitos por homicidio 
culposo en su modalidad agravada,  tipificado en artículo 111º del Código Penal, siendo 
que la pena privativa de libertad por este delito puede oscilar cuatro años hasta ocho años. 
En el caso de delito por homicidio culposo,  tiene su sustento en el elemento subjetivo 
denominado, culpa, el cual es conceptuado como la  “falta de previsión de un resultado el 
mismo que se puede cometer por imprudencia o negligencia en la conducta de la persona” 
(Terragni, 2009, p.11.).  
 
En cuanto a la proporcionalidad,  también conocido como  principio de ponderación, esta 
exige al juzgador guardar proporción entre la medida dictada y el fin perseguido, de esta 
manera el Juzgador deberá evaluar todos los posibles daños hacia el imputado así como los 
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beneficios que producirá al proceso penal, con el fin de determinar si existe un perfecto 
equilibrio entre ambos.  
 
La Resolución de Sentencia de la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de 
Huancavelica  Expediente N° 27-95 proceso en el cual se seguía el proceso de Instrucción 
en contra de Juan Carlos Quispe Molina por los delitos contra la vida el cuerpo y la salud, 
en sus modalidades de homicidio culposo, lesiones culposas, omisión de auxilio y 
exposición a peligro, y contra la administración de justicia (omisión de auxilio en 
accidente de tránsito), en agravio de aproximadamente 30 fallecidos y 15 heridos por 
causal de accidente de bus, se determinó después de casi dos años de proceso judicial que 
el procesado, Juan Carlos Quispe Molina sea absuelto de tales delitos, proceso que seguía 
en prisión preventiva.  
 
Las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos Adoptadas por el Primer Congreso 
de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
Ginebra en 1955, tiene su razón, entre otras, el de diferenciar a los presos con sentencias de 
aquellos que están sin ella, en ese sentido recomienda a los Estados a tener 
establecimientos penitenciarios diferentes, y mayor aun que estos deben estar diferenciados 
no solo de género si no que según sexo edad antecedentes, motivos de su detención y trato.  
 
Así también en las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos Adoptadas por el 
Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, su objeto primordial fue el de establecer parámetros y principios para el 
tratamiento de los reclusos, ello en atención de que no en todos los países debido a su 
condición económica, jurídica y social se pueden aplicar tas las reglas establecidas, sin 
embargo se insta a realizar dichos esfuerzos en pos del bienestar de las personas 
procesadas o sentenciadas.  
Siguiendo en ese orden de ideas, Vásquez, señala que el cumplimiento de prisión 
preventiva en este tipo de delitos, afecta el estado psíquico, emocional y físico de las 
personas, debido a que las condiciones pésimas y extremas de las cárceles peruanas, en 
donde se carece de todo servicio básico para la vida, ello aunado al hacinamiento de las 
mismas inadecuado y que por ello debe crearse un centro alternativo de reclusión para reos 
sin sentencia, ello con el fin de proteger tanto su integridad física como psicológica.  
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Por su parte, Linares,  el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro penitenciario 
de reos comunes, si afecta el estado psíquico, emocional y físico de las personas, y que 
esta afectación es inevitable, señala  además que en razón de que  toda persona es inocente 
hasta que se demuestre lo contrario y en virtud de ello esta medida no tiene lugar, pues 
mal hace el juez en pronunciarse usando como presunción la culpabilidad o usando 
elementos de convicción sobre los cual el imputado no ha podido defenderse, en tanto 
estaría hablando de un prejuzgamiento con pena anticipada, es por ello que señala que se 
debe optar por la comparecencia con restricciones a fin de garantizar el cumplimiento de 
las actuaciones procesales y la protección del imputado. 
 
Por su parte, Ñopo señala que el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro 
penitenciario de reos comunes afecta el estado psíquico, emocional y físico de las 
personas, por cuanto el vivir en un entorno delictivo de manera tan repentina ocasiona un 
cambio brusco y negativo sobre el procesado, así también considera que debe existir un 
centro alternativo de reclusión.   
 
En ese sentido, es muy conocido que en nuestro país el hacinamiento y las condiciones 
carcelarias son paupérrimas, ello aunado a la  corrupción, el trafico de drogas y el dominio 
de ciertos grupos dentro de los penales, deviene en una crisis estructural que requiere una 
inmediata atención de parte del Estado con políticas de cambio en materia penitenciaria 
urgentes. Así en estas condiciones, estos centros de reclusión se vuelven en lugares en 
donde se hace imposible recluir a más presos peor aun cuando estos no tienen sentencia.  
Al respecto, en nuestra legislación con la delegación de facultades en el gobierno de 
Ollanta Humana, se implementaron diversos mecanismos alternativos al de la prisión 
preventiva, ello con el fin de evitar no solo el hacinamiento de las cárceles sino que 
además el de proteger los derechos fundamentales. En ese sentido ahora se dispone de 
mecanismos alternos a la prisión preventiva como el arresto domiciliario, la vigilancia 
electrónica, medidas que sin embargo son poco conocidas y aplicadas por los jueces para 
delitos en donde sea necesaria su aplicación.  
Finalmente respecto a, establecer si la prisión preventiva en delitos por homicidio 
culposo de accidentes de tránsito afecta los derechos fundamentales de los procesados, 
se tiene que  el derecho a la libertad y el derecho a la presunción de inocencia, son 
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derechos fundamentales de la persona consagrados en la constitución política del Perú y en 
convenios internacionales.  
Serrano (2015) señala en su tesis la Prisión preventiva judicial y la vulneración del 
derecho de presunción de inocencia del investigado señala que se quebranta el Derecho de 
presunción de inocencia, por cuanto la prisión preventiva debería ser inconstitucional  por 
cuanto el imputado es privado de su libertad y recluido  en un centro penitenciario 
regular sin que recaiga en él una sentencia firme. 
 
Siguiendo esos lineamientos, en la sentencia 01091-2002-HC/TC referida en el EXP N° 
00502-2018-PHC/TC acumulado con el expediente N° 04780-2017-PHC/TC-Piura, se 
establece que al procesado le asiste el derecho a la presunción de inocencia, por tratarse de 
una medida tan gravosa que afecta la libertad locomotora, por cuanto esté todavía no 
cuenta con sentencia condenatoria firme.  
 
En la sentencia 01091-2002-HC/TC referida en la sentencia del tribunal constitucional 
EXP N° 00502-2018-PHC/TC acumulado con el expediente N° 04780-2017-PHC/TC-
Piura El tribunal Constitucional, señala que la prisión preventiva como tal no es una figura 
procesal inconstitucional,  sin embargo como esta medida contiene un mandato de 
privación de la libertad locomotora, esta tiene que ser aplicada de última ratio, por cuanto 
al procesado le asiste el derecho a la presunción de inocencia, ello dentro del derecho 
desde el punto de vista humanista, el cual concibe la dignidad y la libertad de la persona 
como el eje fundamental de su existencia.  
 
Vásquez, señala que dado que el Juez al dictar la medida de prisión preventiva impone al 
imputado una especie de pena anticipada, se vulnera de forma directa  el principio 
constitucional de presunción de inocencia, además señala que esta medida se desnaturaliza 
por su aplicación no excepcional, aunado al hecho que los privados de libertad por medida 
preventiva no reciben un tratamiento diferenciado con  los reos ya  condenados. 
Finalmente señala que tanto fiscales como jueces dejan de lado en muchos casos las 
garantías constitucionales del imputado, en pos de subsanar las deficiencias en la 




Linares señala que en razón de que  toda persona es inocente hasta que se demuestre lo 
contrario se transgreden derechos constitucionales al aplicarse esta medida tan gravosa, y 
que se producen daños  irreversibles al imputado, es por ello que el juez debe utilizar, 
criterios objetivos de proporcionalidad y racionalidad para dictar esta medida coercitiva 
cautelar de prisión preventiva sin que signifique vulneración del derecho a lasg libertades 
fundamentales. En ese sentido, señala que en nuestro país, no se observa la normativa 

























En la presente investigación se analizó que la aplicación de la prisión preventiva en delitos 
de homicidio culposo por accidentes de tránsito en la jurisdicción de la Corte Superior de 
Lima Norte, se viene aplicando de forma no excepcional, por cuanto fiscales y magistrados 
vienen usando esta figura procesal de forma indiscriminada y no como está concebida en la 
política criminal del Estado Peruano, política a cargo del Consejo Nacional de Política 
Criminal creado a través de la Ley Nº 29807 el 30 de noviembre de 2011, el cual propone 
los lineamientos y estrategias multisectoriales frente al avance de la criminalidad, 
integrando a la sociedad como protagonista, y respetando los derechos y garantías de las 
personas, propios de un estado democrático de Derecho a través del documento Nº 01 de 
enero de 2013. De esta manera, la política criminal del estado  en el numeral  91 establece 
la excepcionalidad de la prisión preventiva ello acorde con el articulo Nº 07 de la  
Convención Americana sobre Derechos Humanos y el artículo Nº 09 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
 
Segundo: 
Se estableció que la aplicación de la prisión preventiva en delitos de homicidio culposo 
por accidentes de tránsito es una medida desproporcionada para este tipo de delitos, por 
cuanto el encierro antes de una sentencia firme en centros penitenciarios comunes junto 
con otros reos sentenciados por delitos de mayor gravedad, aunado al ambiente violento de 
las mismas y las deficiencias en cuanto a los servicios básicos para vivir, tiene como 
consecuencia la afectación del procesado en su aspecto físico, psíquico como emocional, 
con secuelas en muchos casos irreversibles para él y las personas allegadas al mismo. Esta 
afectación puede ser mayor aun cuando después de terminado el proceso se determina con 
las investigaciones su inocencia.  
 
Tercero: 
Se estableció que la aplicación prisión preventiva en delitos por homicidio culposo de 
accidentes de tránsito afecta los derechos fundamentales de los procesados, como lo son el 
Derecho a la Libertad, y el Derecho a la presunción de inocencia, ello por cuanto el 
derecho a la libertad está protegido por los convenios internacionales en materia de 
derechos humanos tales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en jurisprudencia nacional como la 
Casación 626 Moquegua, establecen parámetros para la aplicación de esta medida, la cual 
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solo debe aplicarse de forma excepcional, siguiendo criterios de proporcionalidad y 
razonabilidad. En ese sentido el  Derecho a la Presunción de Inocencia, es un derecho que 
debe ser solo restringido con una sentencia firme amparado en el Derecho a la presunción 















































La aplicación de la prisión preventiva en nuestro país debe de realizarse de forma 
excepcional tal y como está concebida en la política criminal del Estado Peruano en 
concordancia con los tratados internacionales como la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos a fin de 
proteger los derechos fundamentales de los procesados. Aunado a ello y de proceder su 
aplicación, esta debería llevarse a cabo en una cárcel alternativa para reclusión exclusiva 
de internos sin sentencia firme, clasificados a su vez por género, sexo, edad, etc., cárceles 
existentes en legislaciones como la mexicana o la legislación argentina, en donde son 
diferenciados de los reos comunes y por delitos más graves.   
 
Segundo: 
Se ha establecido que la prisión preventiva es una medida desproporcionada en delitos de 
homicidio culposo por accidentes de tránsito por cuanto los delitos de carácter culposo son 
delitos de menor gravedad a diferencia de los que cuentan con el carácter volitivo del dolo. 
Por ello se recomienda que en delitos de del tipo culposo, los magistrados penales deberían 
aplicar de obligatorio cumplimiento medidas menos gravosas como la comparecencia 
restringida o el arresto domiciliario con el fin de asegurar el proceso penal, los cuales están 
señalados expresamente en el Decreto legislativo 1229 promulgado el 24 de setiembre del 
2015, en su artículo 287º y 288º respectivamente, comparecencia con restricciones y la 
detención domiciliaria. Para llevar a cabo estos fines, se requiere la modificación del la ley 
Nº 27753, el cual modifica a su vez el código penal en sus artículos 111º, 124º y 274º el 




Se recomienda, la no aplicación de  la prisión preventiva en delitos de carácter culposo en 
accidentes de tránsito a fin de no vulnerar derechos fundamentales de los procesados como 
lo son el Derecho a la Libertad  y el Derecho a la presunción de inocencia,  derechos 
consagrados en la constitución y en los tratados internacionales en materia de derechos 
humanos, por cuanto el derecho a la libertad es un derecho protegido por estas normas 
siendo restringido solo de forma excepcional y el Derecho a la Presunción de Inocencia 
solo debe restringirse a través de una sentencia privativa de la libertad ello acorde con el 
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La Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo 
por accidentes de tránsito en la jurisdicción de la Corte 





¿Cómo se aplica la prisión preventiva en delitos de 
homicidio culposo por accidentes de tránsito en la 







¿En qué medida la aplicación de la prisión preventiva es 
proporcional en delitos de homicidio culposo por 
accidentes de tránsito en la jurisdicción de la Corte 
Superior de Lima Norte? 
 
¿De qué manera afecta la prisión preventiva en delitos 
de homicidio culposo por accidentes de tránsito los 
derechos fundamentales de los procesados  en la 










La prisión preventiva, se ha convertido en una práctica 
común dentro del proceso penal, toda vez que los 
administradores de justicia en nuestro país aplican esta 
medida cautelar en delitos de homicidio culposo por 
accidente de tránsito como la regla y no como la 
excepción, accidentes que se vienen incrementando año 
tras año, según estadísticas del Consejo de Seguridad 

















La prisión preventiva deviene en una medida cautelar 
desproporcionada en delitos de carácter culposo por 
cuanto este tipo de delitos al carecer del elemento 
volitivo del dolo son de menor gravedad, afectando 
directamente la esfera personal, laboral, social y familiar 
del imputado antes de su juzgamiento, por cuanto 
deviene en un encierro repentino y en las mismas 
condiciones que los reos comunes en centros 
penitenciarios comunes afectando su integridad física, 
psicológica y emocional. 
 
La prisión preventiva afectaría negativamente los 
derechos fundamentales del procesado en delitos de 
homicidio culposo por accidentes de tránsito, toda vez 
que el Derecho a la Libertad debe ser restringido de 
forma excepcional acorde a los Convenios 
Internacionales en materia de Derechos Humanos y el 
derecho a la Presunción de Inocencia solo debe ser 
restringido una vez declarada su responsabilidad en 





Analizar cómo se aplica la prisión preventiva en delitos 
de homicidio culposo por accidentes de tránsito en la 








Establecer en qué medida la aplicación de la prisión 
preventiva es proporcional en delitos de homicidio 
culposo por accidentes de tránsito en la jurisdicción de la 








Establecer si la prisión preventiva en delitos por 
homicidio culposo de accidentes de tránsito afecta los 
derechos fundamentales de los procesados  en la 
jurisdicción de la Corte Superior de Lima Norte. 
 
TIPO Y DISEÑO 
DEL ESTUDIO 
 







Magistrados, Secretarios judiciales, Especialistas y 
































ANEXO 2  
GUÍA DE ENTREVISTA 
 
TÍTULO : LA PRISIÓN PREVENTIVA EN DELITOS DE HOMICIDIO 
CULPOSO POR ACCIDENTES DE TRÁNSITO EN LA 
JURISDICCIÓN DE LA CORTE SUPERIOR DE LIMA 
NORTE  
ENTREVISTADO :  
 
PROFESIÓN  :  
 









1. ¿Cree usted si en la actualidad la Prisión Preventiva se aplica de manera 
excepcional tal y como está concebida en la política criminal del Estado 




2. ¿Considera usted si el “dolo” o la “culpa” son factores determinantes para 
aplicar la Prisión Preventiva en delitos de homicidio culposo por accidentes 
de tránsito ? 
 
ANALIZAR CÓMO SE APLICA LA PRISIÓN PREVENTIVA EN DELITOS DE 
HOMICIDIO CULPOSO POR ACCIDENTES DE TRÁNSITO EN LA 
JURISDICCIÓN DE LA CORTE SUPERIOR DE LIMA NORTE 
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3. ¿Cree usted si en la actualidad se está aplicando la Prisión Preventiva como 

















5.  ¿Cree usted si el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro 











ESTABLECER EN QUÉ MEDIDA LA APLICACIÓN DE LA PRISIÓN 
PREVENTIVA ES PROPORCIONAL EN DELITOS DE HOMICIDIO 
CULPOSO POR ACCIDENTES DE TRÁNSITO EN LA JURISDICCIÓN DE 
LA CORTE SUPERIOR DE LIMA NORTE. 
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6. ¿Considera adecuado el cumplimiento de la Prisión Preventiva en un centro de 







7. En su opinión personal, ¿Qué efectos representa la aplicación de la prisión 
preventiva judicial cuando quien lo sufrió, posteriormente resulta declarado 













8. ¿Cree usted si la aplicación de la Prisión Preventiva en delitos de carácter 
culposo, por accidentes de tránsito, vulnera el Derecho Fundamental a la 






ESTABLECER SI LA PRISIÓN PREVENTIVA EN DELITOS POR HOMICIDIO 
CULPOSO DE ACCIDENTES DE TRÁNSITO AFECTA LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE LOS PROCESADOS  EN LA JURISDICCIÓN DE LA 
CORTE SUPERIOR DE LIMA NORTE. 
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9. ¿Cree usted que la aplicación de la Prisión Preventiva en delitos de carácter 









10. ¿Cree usted si en la actualidad los Fiscales y Jueces en materia penal, 
observan debidamente la normativa en el tratamiento de derechos 
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PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS Vigencia 23 
de marzo de 1976.- 
 
[…] Artículo 9 - Numeral 3.- La prisión preventiva de las personas que hayan de 
ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a 
garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en 




Sentencia 01091-2002-HC/TC referida en la SENTENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL EXP N° 00502-2018-PHC/TC Acumulado con el expediente N° 
04780-2017-PHC/TC-Piura. 
 
Fundamento Nº 07 
[…] En ese sentido, considera el Tribunal Constitucional que si bien la detención 
judicial preventiva constituye una medida que limita la libertad física, por sí misma, 
ésta no es inconstitucional. Sin embargo, por el hecho de tratarse de una medida 
que restringe la libertad locomotora, dictada pese a que, mientras no exista 
sentencia condenatoria firme, al procesado le asiste el derecho a que se presuma su 
inocencia; cualquier restricción de ella siempre debe considerarse la última ratio a 
la que el juzgador debe apelar, esto es, susceptible de dictarse sólo en 
circunstancias verdaderamente excepcionales y no como regla general. Ese, pues, 
es el propósito del artículo 9.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, según el cual "la prisión preventiva de las personas que hayan de ser 
juzgadas no debe ser la regla general", y también la interpretación que de ella ha 
expresado la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Caso Suárez Rosero. 
Ecuador, párrafo 77, en Sergio García Ramírez, Jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, UNAM, México 2001 (pág. 417). 
Sentencia de la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de la República - 
Casación N° 626-2013, Moquegua emitida con fecha 27 de febrero de 2016. 
 
[…] Declararon FUNDADO el recurso de casación para el desarrollo de doctrina 
jurisprudencial, en relación con la causal de inobservancia de garantías constitucionales de 
carácter procesal, interpuesto por el representante del Ministerio Público de la Primera 
Fiscalía Superior Penal de Moquegua, contra el auto de vista del veintiuno de octubre de 
dos mil trece, obrante a fojas doscientos setenta y tres, que por mayoría revocó la 
resolución del veintiséis de septiembre  de  dos  mil  trece, que declaró fundado el 
requerimiento de prisión preventiva contra Marco Antonio Gutiérrez Mamani y 
reformándola: dictaron en su contra comparecencia con restricciones sujeta al 
cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: a) Comparecer quincenalmente al 
Juzgado de Investigación Preparatoria que previno, a efectos de registrar su asistencia e 
informar de sus actividades. b) No variar su domicilio ni salir de la ciudad sin autorización 
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judicial. c) Abstenerse de cercanía a la familia de la víctima y testigos, inclusive la 
comunicación telefónica. d) Prohibición de frecuentar lugares de expendio de bebidas 
alcohólicas y drogas. e) Obligación de concurrir puntualmente a todas las citaciones que 
efectúe el Ministerio Público en la investigación preparatoria en curso, así como a las que 
realice el órgano jurisdiccional. f) Pagar una caución económica de siete mil nuevos soles, 
previa a la excarcelación. Bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento, de revocarse la 
decisión; en el proceso que se le sigue por la presunta comisión del delito contra la Vida, 
el Cuerpo y la Salud- homicidio calificado, previsto en el inciso tres del artículo ciento 
ocho del Código Penal, en agravio de Mirian Erika Aucatinco López; con lo demás que 
contiene. En consecuencia: NULO el citado auto de vista del veintiuno de octubre de dos 
mil trece, obrante a fojas doscientos setenta y tres y la resolución de primera instancia del 
veintiséis de septiembre de dos mil trece, de fojas doscientos veintiséis (p.39). 
 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, Ginebra en 1955, y aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus 
resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 
1977. 
 
[…] 8. Los reclusos pertenecientes a categorías diversas deberán ser alojados en diferentes 
establecimientos o en diferentes secciones dentro de los establecimientos, según su sexo y 
edad, sus antecedentes, los motivos de su detención y el trato que corresponda aplicarles. 
Es decir que: a) Los hombres y las mujeres deberán ser recluidos, hasta donde fuere 
posible, en establecimientos diferentes; en un establecimiento en el que se reciban hombres 
y mujeres, el conjunto de locales destinado a las mujeres deberá estar completamente 
separado; b) Los detenidos en prisión preventiva deberán ser separados de los que están 
cumpliendo condena (p.120). 
 
Resolución de Sentencia de la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de 
Huancavelica  Expediente N° 27-95. 
 
[…] Pronunciada por la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica, 
en la instrucción número veintisiete del noventa y cinco, seguida contra Juan Carlos 
Quispe Molina por los delitos contra la vida el cuerpo y la salud, en su modalidad de 
homicidio culposo y lesiones culposas, omisión de auxilio y exposición a peligro y 
contra la administración de justicia, en su modalidad de omisión de auxilio en 
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accidentes de tránsito, en agravio de los fallecidos: Lucio Flores Palomino y otros, 
los heridos: Jaime Marquez Ruiz y otros. 
 
CONDENARON a Juan Carlos Quispe Molina a cuatro años de pena privativa 
de libertad, la que suspendieron en su ejecución; y al pago por concepto de 
reparación civil a favor de los agraviados, de la suma de: diez mil nuevos soles, a 
favor de los herederos legales de los agraviados fallecidos, y cinco mil nuevos soles 
a favor de los agraviados heridos; debiendo prorratearse las mencionadas cantidades 
entre dichos agraviados; SEÑALARON como período de prueba el de dos años; 
IMPUSIERON al mismo sentenciado la pena de inhabilitación de dos años de 
privados de la profesión de chofer profesional, incapacidad para obtener mandato, 
cargo, empleo o comisión de carácter público, la que también suspendieron; 
CONDENARON al mismo procesado a la pena de multa a favor del Estado de 
noventa días de su ingreso promedio diario del condenado, la misma que deberá ser 
pagada dentro de diez días de pronunciada esta sentencia, o desde que quede 
ejecutoriada; 
 
ordenaron el archivamiento definitivo de la causa en este respecto, con aviso al Juez 
de origen; mandaron anular los antecedentes policiales y judiciales del encausado, 
remitiéndose copia de esta resolución a las entidades respectivas; y no apareciendo 
de autos las partidas de defunción de los agraviados, por lo que en aplicación del 
artículo cincuenta y uno de la norma adjetiva penal: 
 
Resolución de Sentencia de la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de 
Huancavelica  Expediente N° 27-95. 
 
[…] Pronunciada por la Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Huancavelica, 
en la instrucción número veintisiete del noventa y cinco, seguida contra Juan Carlos 
Quispe Molina por los delitos contra la vida el cuerpo y la salud, en su modalidad de 
homicidio culposo y lesiones culposas, omisión de auxilio y exposición a peligro y 
contra la administración de justicia, en su modalidad de omisión de auxilio en 
accidentes de tránsito, en agravio de los fallecidos: Lucio Flores Palomino y otros, 
los heridos: Jaime Marquez Ruiz y otros. 
 
CONDENARON a Juan Carlos Quispe Molina a cuatro años de pena privativa 
de libertad, la que suspendieron en su ejecución; y al pago por concepto de 
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reparación civil a favor de los agraviados, de la suma de: diez mil nuevos soles, a 
favor de los herederos legales de los agraviados fallecidos, y cinco mil nuevos soles 
a favor de los agraviados heridos; debiendo prorratearse las mencionadas cantidades 
entre dichos agraviados; SEÑALARON como período de prueba el de dos años; 
IMPUSIERON al mismo sentenciado la pena de inhabilitación de dos años de 
privados de la profesión de chofer profesional, incapacidad para obtener mandato, 
cargo, empleo o comisión de carácter público, la que también suspendieron; 
CONDENARON al mismo procesado a la pena de multa a favor del Estado de 
noventa días de su ingreso promedio diario del condenado, la misma que deberá ser 
pagada dentro de diez días de pronunciada esta sentencia, o desde que quede 
ejecutoriada; ordenaron el archivamiento definitivo de la causa en este respecto, con 
aviso al Juez de origen; mandaron anular los antecedentes policiales y judiciales del 
encausado, remitiéndose copia de esta resolución a las entidades respectivas; y no 
apareciendo de autos las partidas de defunción de los agraviados, por lo que en 
aplicación del artículo cincuenta y uno de la norma adjetiva penal: 
 
Casación N° 626-2013, Moquegua 
 
VISTOS: 
En audiencia pública; el recurso de casación para el desarrollo de doctrina jurisprudencial, en 
relación con la causal de inobservancia de garantías constitucionales de carácter procesal, 
interpuesto por el representante del Ministerio Público de la Primera Fiscalía Superior Penal 
de Moquegua, contra el auto de vista del veintiuno de octubre de dos mil trece, obrante a 
fojas doscientos setenta y tres, que por mayoría revocó la resolución del veintiséis de 
septiembre de dos mil trece, que declaró fundado el requerimiento de prisión preventiva 
contra Marco Antonio Gutiérrez Mamani y reformándola: dictaron en su contra 
comparecencia con restricciones sujeta al cumplimiento de las siguientes reglas de conducta: 
 
a) Comparecer quincenalmente al Juzgado de Investigación Preparatoria que 
previno, a efectos de registrar su asistencia e informar de sus actividades. 
b) No variar su domicilio ni salir de la ciudad sin autorización judicial. 
c) Abstenerse de cercanía a la familia de la víctima y testigos, inclusive la 
comunicación telefónica. 




e) Obligación de concurrir puntualmente a todas las citaciones que efectúe el 
Ministerio Público en la investigación preparatoria en curso, así como a las 
que realice el órgano jurisdiccional. 
f) Pagar una caución económica de siete mil nuevos soles, previa a la 
excarcelación. Bajo apercibimiento, en caso de incumplimiento, de revocarse 
la decisión; en el proceso que se le sigue por la presunta comisión del delito 
contra la Vida, el Cuerpo y la Salud – homicidio calificado, previsto en el 
inciso tres del artículo ciento ocho del Código Penal, en agravio de Mirian 
Erika Aucatinco López; con lo demás que contiene 
 
DECISIÓN: 
Por estos fundamentos: 
 
I. Declararon FUNDADO el recurso de casación para el desarrollo de doctrina 
jurisprudencial, en relación con la causal de inobservancia de garantías constitucionales de 
carácter procesal, interpuesto por el representante del Ministerio Público de la Primera 
Fiscalía Superior Penal de Moquegua, contra el auto de vista del veintiuno de octubre de dos 
mil trece, obrante a fojas doscientos setenta y tres, que por mayoría revocó la resolución del 
veintiséis de septiembre de dos mil trece, que declaró fundado el requerimiento de prisión 
preventiva contra Marco Antonio Gutiérrez Mamani y reformándola: dictaron en su contra 
comparecencia con restricciones sujeta al cumplimiento a reglas de conducta: 
 
IV. ESTABLECER como doctrina jurisprudencial vinculante el sentido de los fundamentos 
vigésimo cuarto, vigésimo séptimo al vigésimo noveno, trigésimo primero, trigésimo 
segundo, trigésimo noveno, cuadragésimo, cuadragésimo tercero, cuadragésimo octavo al 
quincuagésimo, quincuagésimo tercero, quincuagésimo cuarto y quincuagésimo octavo de la 
parte considerativa de la presente ejecutoria. 
 





Corte Interamericana de Derechos Humanos Caso Tibi Vs. Ecuador Sentencia de 07 de 
septiembre de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas) 
 
ESTABLECER EN QUÉ MEDIDA LA APLICACIÓN DE LA PRISIÓN 
PREVENTIVA ES PROPORCIONAL EN DELITOS DE HOMICIDIO CULPOSO 
POR ACCIDENTES DE TRÁNSITO EN LA JURISDICCIÓN DE LA CORTE 
SUPERIOR DE LIMA NORTE. 
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El 4 de octubre de 1995 el Juez Primero de lo Penal del Guayas dictó auto cabeza del 
proceso y ordenó la prisión preventiva del señor Daniel Tibi, quien permaneció 
detenido casi 28 meses (supra párr. 90.18). El Código de Procedimiento Penal 
establecía que “[e]l juez podrá dictar auto de prisión preventiva cuando lo creyere 
necesario, siempre que aparezcan los siguientes datos procesales: 1. Indicios que 
hagan presumir la existencia de un delito que merezca pena privativa de libertad; y 2. 
Indicios que hagan presumir que el sindicado es autor o cómplice del delito que es 
objeto del proceso […]” (artículo 177).  
 
Fundamento 61. Cada vez que la Corte Interamericana examina asuntos como el 
correspondiente al caso Tibi, surge el problema de la prisión preventiva. Desde 
luego, puede suscitarse a propósito del plazo razonable, que en tales supuestos 
debiera ser particularmente estricto y estrecho, pero también en torno a la 
justificación misma de esta privación cautelar de la libertad. Beccaria la consideró 
como pena que se anticipa a la sentencia, expresión que denuncia la extraña 
naturaleza de la preventiva y su discutible justificación. Si ésta se funda solamente 
en motivos prácticos (que arraigan en la impotencia de la justicia para encontrar un 
sucedáneo que al mismo tiempo asegure la marcha del proceso y la seguridad de los 
participantes en éste, y ponga de nuevo a flote la presunción de inocencia), es obvia 
la necesidad de contraerla y contenerla: que sea, de veras, excepción y no regla. 
 
62. Pese al consenso doctrinal y a la oratoria política sobre la indispensable 
reducción de la prisión preventiva --que constituiría otra manifestación del carácter 
“mínimo” del sistema penal en una sociedad democrática, ya no sólo en orden a los 
tipos y las penas, sino también a los instrumentos del proceso--, la realidad ha 
instalado otra cosa 
 
Fundamento 106. La Corte considera indispensable destacar que la prisión 
preventiva es la medida más severa que se le puede aplicar al imputado de un delito, 
motivo por el cual su aplicación debe tener un carácter excepcional, en virtud de que 
se encuentra limitada por los principios de legalidad, presunción de inocencia, 













Informe sobre medidas dirigidas a reducir el uso de la prisión preventiva en América 
emitido por Comisión Interamericana de Derechos Humanos CIDH órgano adscrito a 
la OEA de fecha 03 de julio de 2017. 
 
[…] Respecto a las medidas alternativas, la CIDH reitera la importancia de su aplicación 
para racionalizar el uso de la prisión preventiva, y por consiguiente, para hacer frente al 
hacinamiento y ajustar su uso a los estándares internacionales aplicables. En particular, la 
CIDH analiza las considerables ventajas que derivan de su utilización, a fin de: a) evitar la 
desintegración y estigmatización comunitaria derivada de las consecuencias personales, 
familiares y sociales que genera la prisión preventiva; b) disminuir las tasas de 
reincidencia, y c) utilizar de manera más eficiente los recursos públicos. Asimismo, la 
CIDH reitera que las personas en prisión preventiva se encuentran en una situación de 
desventaja procesal respecto de aquéllas que enfrentan el proceso en libertad. Durante los 
últimos años, la CIDH observa que diversos Estados –tales como Argentina, Brasil, 
Canadá, Chile, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Ecuador, Estados Unidos, Guatemala, 
Jamaica, México, Panamá, Perú, y República Dominicana– han realizado acciones 
dirigidas a utilizar medidas alternativas para reducir el uso de la prisión preventiva. En 
términos generales, los tipos de medidas cuya implementación involucró mayores 
esfuerzos por parte de los Estados durante los últimos años, consisten en las siguientes: a) 
mecanismos electrónicos de seguimiento, b) procesos de justicia restaurativa en materia 
penal, y c) programas de tratamiento de drogas bajo supervisión judicial (p.106). 
 
Corte Interamericana de Derechos Humanos Caso Tibi Vs. Ecuador Sentencia de 07 
de septiembre de 2004 (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas) 
 
[…] Párrafo 106: “La Corte considera indispensable destacar que la prisión 
preventiva es la medida más severa que se le puede aplicar al imputado de un 
delito, motivo por el cual su aplicación debe tener un carácter excepcional, en 
ESTABLECER SI LA PRISIÓN PREVENTIVA EN DELITOS POR HOMICIDIO 
CULPOSO DE ACCIDENTES DE TRÁNSITO AFECTA LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE LOS PROCESADOS  EN LA JURISDICCIÓN DE LA 




virtud de que se encuentra limitada por los principios de legalidad, presunción de 
inocencia, necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad 
democrática. (p.124). 
 
Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos Adoptadas por el Primer 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del 
Delincuente, la cual señala  
 
[…] En su artículo 12. Recomienda a los Estados Miembros que continúen 
procurando limitar el hacinamiento en las cárceles y, cuando proceda, recurran a 
medidas no privativas de libertad como alternativa a la prisión preventiva (p12). 




